
 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., Diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

Referencia: 11001-33-35-025-2015-00202-00 

Demandante: GLADYS AUDEE MENDEZ GIL  

Demandada: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES– 
COLPENSIONES  

Controversia: Ejecutivo Laboral –Cumplimiento de Sentencia 

 

Ingresa el expediente al Despacho, con memorial allegado por la parte ejecutante(fl.189-205), 
en atención a lo dispuesto en auto de fecha  28 de agosto de 2019, mismo que fuera 
reiterado en auto de fecha 30 de enero de 2020, por medio del cual se le requiere a la 
ejecutada para que cumpla con lo ordenado en los siguientes términos:  
 
“SEGUNDO. Decretar de oficio de prueba, y en tal sentido por Secretaria de este 
Despacho, se oficiará a la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones), 
para que en el termino de 10 días contados a partir de la fecha allegue a este Juzgado i) 
documental que indique clara y minuciosamente que pagó, como lo pago y cuando lo 
pagó…”  
 
De lo anterior allegado por ejecutada se evidenció en efecto al cumplimiento a dicho 
requerimiento respecto a: “ii) aporte la liquidación con la cual se dio cumplimiento a la 
sentencia proferida el 18 de marzo de 2011… 
 
Dicho lo anterior, y al no obrar completamente al requerimiento por cuenta de este 
Despacho respecto de la documental que indique clara y minuciosamente que pagó, 
como lo pago y cuando lo pagó, es preciso que por Secretaría del Despacho se 
REQUIERA al REPRESENTANTE LEGAL DE ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES– COLPENSIONES, para que dentro del término de cinco (5) días ,allegue la 
documental que especifique la documental que indique clara y minuciosamente que pagó, 
como lo pago y cuando lo pagó e informe si a la fecha ya se materializó el 
cumplimiento de la orden impartida por este Despacho y allegue los soportes que 
lo demuestren, so pena de la compulsa de copias a las autoridades penales, fiscales y 
disciplinarias para las investigaciones y sanciones a que haya lugar de conformidad con 
el inciso 7 del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo y el artículo 65 de la Ley 179 de 1994, aunado a la sanción 
establecida en el numeral 3 del artículo 44 del Código General del Proceso. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Ejecutivo Laboral 2015-00202-00 
Ejecutante: Gladys Mendez 

Ejecutado: Colpensiones  

 

 

Ampm 

 

 
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: f8d8ac5019a93d6e8a9d7e2b564922aab29ad1e05bace581ba5f57e2cefe44e6 

Documento generado en 17/11/2020 09:26:55 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de Noviembre 

de  2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

 

 

      ____________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 
 

 

Para ingresar al micrositio web del 

Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 

escanee el siguiente código QR: 

 

CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN 

EN ESTADOS ELECTRÓNICOS   

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

En auto del 27 de febrero de 2020, se fijó audiencia de pruebas para el 12 de 

mayo de 2020,  por tanto, el Despacho se ve en la obligación de reprogramar la 

fecha y hora de la misma, ya que en atención al Consejo Superior de la 

Judicatura, mediante los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, 

PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, 

PCSJA20-11556 y PCSJA20-11567 se suspendieron los términos judiciales, 

estableciendo algunas excepciones y adoptando otras medidas por motivos de 

salubridad pública y fuerza mayor con ocasión de la pandemia de la COVID-19;  

siendo levantados, los mismos a partir del 1º de julio hogaño1, por tal razón, se fija 

para el día 15 de diciembre de 2020 a las 11:30 A.M. 

 

Se insta a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que alleguen la 

documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de 

poder, actualización de datos de contacto, número de celular, correos 

actualizados, solo en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día 

antes de la realización de la audiencia fijada en la presente fecha al 

correo memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les 

indica que a través de este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual 

LIFESIZE, aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la 

audiencia a través de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link   

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_

co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8  del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.   

  

PONER a disposición de las partes y del Ministerio Público el expediente 

completo de la presente controversia en medio digital, que podrá ser 

consultado aquí2  

 

                                                           
1 Acuerdo PCSJA20-11581 de 27 de junio de 2020 

2 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZ8PvvTGFeFHnZ40TZOAH8oBNjnEW5yYckygOyQJRS_tHg?e=ejq9ch  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2015-00360-00 

DEMANDANTE: 
U.A.E. DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL (UGPP) 

DEMANDADO: ÁLVARO BRUGES ROMERO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZ8PvvTGFeFHnZ40TZOAH8oBNjnEW5yYckygOyQJRS_tHg?e=ejq9ch
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZ8PvvTGFeFHnZ40TZOAH8oBNjnEW5yYckygOyQJRS_tHg?e=ejq9ch


N.R.D. 2019-00-2015-00360 
Demandante: UGPP 

Demandada: ALVARO BURGES ROMERO 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
LYGM. 

 

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

  
CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
  

 

                  

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre de  2020, 

a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

_______________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 
SECRETARIO 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


N.R.D. 2019-00-2015-00360 
Demandante: UGPP 

Demandada: ALVARO BURGES ROMERO 

 

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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Documento generado en 17/11/2020 09:26:58 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

    
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección “E”, que en providencia de fecha 

catorce (14) de junio de dos mil diecinueve (2019), revocó la sentencia del dos 

(02) de agosto de dos mil dieciséis (2016), proferida por este Despacho, en tanto 

accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado el presente auto, devuélvase a la parte actora el remanente de los 

gastos del proceso, si los hubiere; y archívese el expediente, previa las 

anotaciones a las que haya lugar. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

  

PROCESO No.: 11001-33-31-025-2015-00776-01 

ACTOR(A): MARIA CRISTINA VANEGAS DUARTE  

DEMANDADO(A): ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES  

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



 

ampm 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el 

decreto reglamentario 2364/12 
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Documento generado en 17/11/2020 09:27:00 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de Noviembre 

de  2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

  
 

     ____________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 
 

 

Para ingresar al micrositio web del 

Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 

escanee el siguiente código QR: 
 

 
 

CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN 

EN ESTADOS ELECTRÓNICOS   
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

1. VALORACIONES PREVIAS. 
 

Ingresa al Despacho el presente proceso, con escrito de fecha 20 de febrero de 

2020 (Fl.137), por medio del cual el apoderado judicial de la entidad demandada, 

solicita se efectúe la corrección del auto de fecha 13 de febrero de 2020, mediante 

el cual aprueba liquidación de costas elaborada por la Secretaria la cual se 

ordenaba cancelar las mismas a cargo de la entidad demandada CAJA DE 

SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL a favor del demandante 

EDER AURELIO MEDINA RUIZ, la cual se encuentra errada dicha información. 

  
2. CONSIDERACIONES 

  
En atención a lo solicitado por el apoderado de la entidad demandada, el 

Despacho advierte que, en efecto por error involuntario, en el auto que APRUEBA 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS, señaló erróneamente que las mismas deberán ser 

canceladas a la parte demandante, cuando la realidad es que por haber sido 

negadas las pretensiones de la presente demanda, la parte vencida en el presente 

asunto es aquel que deberá cancelar las mismas. Por ello, es el demandante 

EDER AURELIO MEDINA RUIZ, quien deberá cancelar dichas costas razón por la 

cual será necesario aclarar el numeral primero en la parte resolutiva del precitado 

auto que aprobó costas, mismas ordenadas por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subseccion D.  

 

Al respecto, el artículo 286 del C.G.P., señala lo siguiente: 

Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser 
corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de 
parte, mediante auto. 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por 
aviso. 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2017-00044-00 

DEMANDANTE: EDER AURELIO MEDINA RUIZ 

DEMANDADO: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA - 
CASUR 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 2017-00044 
Demandante: Eder Aurelio Medina 

Demandada: CASUR 

 

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por 
omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella. 

En ese orden de ideas, es motivo suficiente para el Despacho, atender la solicitud 

de corrección del numeral primero en la parte resolutiva del auto que aprueba la 

liquidación de costas de fecha 13 de febrero de 2020, lo anterior en virtud del 

artículo 286 de C.G.P., aplicable por remisión normativa del artículo 306 de la Ley 

1437 de 2011. 

  

3.  DECISIÓN. 
 
Atendiendo las anteriores consideraciones, el Juzgado DISPONE: 
  
PRIMERO: CORREGIR el auto de trece (13) de febrero de 2020, quedando en los 

siguientes términos:  

 

 “PRIMERO: APRUEBESE la liquidación de costas elaborada por la 

Secretaria del Juzgado, visible a folio 128 del cuaderno principal, por la suma 

de OCHOCIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS TRES PESOS 

($887.803.00) la cual deberá cancelar el señor EDER AURELIO MEDINA RUIZ 

a favor de la entidad CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA – 

CASUR, de conformidad con lo preceptuado por el art. 366 del Código General 

del Proceso”.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría, déjense las respectivas constancias. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
 



N.R.D. 2017-00044 
Demandante: Eder Aurelio Medina 

Demandada: CASUR 

 

 

 

 

 

ampm 
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JUEZ CIRCUITO 
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JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de Noviembre 

de  2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

  

 

     ____________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

 

 

 

Para ingresar al micrositio web 

del Juzgado 25 Administrativo 

de Bogotá, escanee el siguiente 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
1. VALORACIONES PREVIAS. 

 

Mediante memorial radicado el 14 de septiembre de 2020, el apoderado de la 

parte ejecutante, manifiesta que desiste de los hechos y pretensiones de la 

demanda, como quiera que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 

UGPP realizó propuesta de acuerdo de pago1 de conformidad con el Decreto 642 

de 2020 y siendo viable el mismo, la ejecutante accedió a la manifestación de 

aceptación del mismo, razones más que suficientes para desistir de la demanda. 

 
Por lo anterior, se  

C O N S I D E R A: 

 

Indica el apoderado de la parte ejecutante, que desiste de las pretensiones de la 

demanda toda vez que la solicitud y demanda fue radicada antes de la propuesta 

de acuerdo de pago de conformidad con el Decreto 642 de 2020. 

 

Así las cosas, y en vista que es la parte ejecutante quien informa al Despacho que 

la ejecutada realizó propuesta de acuerdo de pago de conformidad con el Decreto 

642 de 2020 y siendo viable el mismo, la ejecutante accedió a la manifestación de 

aceptación del mismo, razones más que suficientes para desistir de la demanda.  

 

Por lo anterior, se da por terminado el proceso de la referencia acceder a la 

propuesta de pago presentada por la aquí ejecutada, de conformidad con el 

artículo 314 del CGP. 

 

                                                 
1 Folios 268-271 

PROCESO No:  11001-33-35-025-2018-00012-00 

DEMANDANTE :  JUDITH ROJAS PEÑA 

DEMANDADO: UGPP 

MEDIO DE 
CONTROL:  

Ejecutivo laboral – Cumplimiento de Sentencia  



 
 
 

2 

 

El Despacho,  
 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Dar por terminado el proceso por acuerdo de pago, por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría archívese el expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
 

 
 
 
 
 

ampm 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Teniendo en cuenta que el 14 de julio de 2020, se llevó a cabo la audiencia 

inicial, en la que se dispuso, entre otras cosas, que la fijación se la audiencia de 

pruebas decretadas allí se efectuaría mediante auto, se procede entonces a 

programar la AUDIENCIA DE PRUEBAS que trata el artículo 181 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA). De 

esta manera, se fija el día 16 de diciembre de dos mil veinte (2020), a las 9:30 

a.m., como fecha y hora para la realización de la citada diligencia. 

 

Se insta a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que alleguen la 

documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de 

poder, actualización de datos de contacto, número de celular, correos 

actualizados, solo en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día 

antes de la realización de la audiencia fijada en la presente fecha al 

correo memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

El link para la realización de la audiencia se enviará a los correos de las partes 

con anterioridad a la realización de la audiencia,  el cual, conforme a lo indicado 

en la audiencia inicial, será carga del apoderado interesado en la práctica de la 

pruebas hacérselo llegar a los testigos decretados así como del medio tecnológico 

a utilizar para el desarrollo de esta, so pena de las consecuencia allí anunciadas. 

Con todo, se reitera que  la audiencia se llevará a cabo por medio de la plataforma 

virtual LIFESIZE, aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la 

audiencia a través de su teléfono móvil, así mismo, se se les remite el siguiente 

link  https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_

gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8  del 

protocolo que debe observar las partes antes, durante y después de la audiencia.   

 

Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del Ministerio 

Público el expediente completo de la presente controversia en medio digital, que 

podrá ser consultado aquí1. 

                                                           
1 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/ErRauxlJqbpHvnSvWweTr7sBvQkXV1ZlrcWkoe1HccrtpA?e=XkSbIO 
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JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

1. VALORACIONES PREVIAS. 
 

Ingresa al Despacho el presente proceso, con escrito de fecha 26 de febrero de 

2020 (Fl.86), por medio del cual el apoderado judicial de la entidad ejecutada 

ADMINISTRADORA COLO,BIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, solicita 

se efectúe la corrección del auto de fecha 20 de febrero de 2020, por medio de la 

cual se libro mandamiento de pago a favor del ejecutante, en atención a que el 

numeral segundo de la parte resolutiva ordena notificar personalmente al 

representante legal de la UAE De Gestión Pensional Y Contribuciones 

Parafiscales De La Protección Social, siendo lo correcto qué se notifique 

personalmente al Presidente de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES, toda vez que es esta la ejecutada. 

  
2. CONSIDERACIONES 

  
En atención a lo solicitado por el apoderado de la entidad ejecutada, el Despacho 

advierte que, en efecto por error involuntario, en el auto que libra mandamiento de 

pago se ordenó notificar personalmente al Representante legal de la UAE De 

Gestion Pensional Y Contribuciones Parafiscales De La Protección Social, 

(Fl.84vto), lo cual no  es ajustado a la realidad, como quiera que a quien se debe 

notificar personalmente es al Presidente de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, toda vez que es esta la 

ejecutada 

 
Al respecto, el artículo 286 del C.G.P., señala lo siguiente: 

Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser 
corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de 
parte, mediante auto. 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por 
aviso. 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2018-00274-00 

DEMANDANTE: JORGE EMILIO RAMIREZ GASCA 
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REFERENCIA:  Ejecutivo laboral- Cumplimiento de sentencia  
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Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por 
omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella. 

En ese orden de ideas, es motivo suficiente para el Despacho, atender la solicitud 

de corrección del nombre de la entidad ejecutada en el numeral segundo de la 

parte resolutiva del proveído 20 de febrero de 2020, por medio del cual se libro 

mandamiento de pago, lo anterior en virtud del artículo 286 de C.G.P., aplicable 

por remisión normativa del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011. 

  

3.  DECISIÓN. 
 
Atendiendo las anteriores consideraciones, el Juzgado DISPONE: 
  
PRIMERO: CORREGIR el auto que ordena librar mandamiento de pago de fecha 

veinte (20) de febrero de 2020, quedando en los siguientes términos:  

 

“SEGUNDO: Notificar personalmente al REPRESENTANTE LEGAL DE LA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, o a 

quien haga sus veces de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A.., 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (Ley 1564 de 

2012). 

 

SEGUNDO: Por Secretaría, déjense las respectivas constancias. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

  

 
 I. OBJETO. 

 
Se procede a resolver el recurso de reposición y en subsidio apelación, interpuesto por el 
apoderado de la parte accionada (fls.250-252) contra el auto de audiencia de conciliación del 
artículo 192 de la Ley 1437 de 20011, proferido el 06 de agosto de 2020 y notificado por 
estrado. (fls234-236.), del expediente digital.  
 
 

II. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN - NORMATIVIDAD APLICABLE 
 

Sea lo primero clarificar que, respecto del recurso de reposición, la Ley 1437 de 2011 
(C.P.A.C.A.), establece:  

 
“Artículo 242. Reposición. Salvo norma legal en contrario, el recurso de 
reposición procede contra los autos que no sean susceptibles de apelación o 
de súplica. 
 
En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de 
Procedimiento Civil (hoy General del Proceso). 
 
Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia de los 
Tribunales y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos 
en la misma instancia por los jueces administrativos: 
 
1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de 
responsabilidad y desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá 
ser interpuesto por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 
7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente. (…) 

Ahora bien, respecto de la oportunidad de interposición y el trámite del recurso de 
reposición, establece el inciso segundo del precitado artículo 242, que se aplicará lo 
dispuesto en el Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso, razón por 
el cual es preciso indicar que el artículo 318 del C.G.P. establece el C.G.P., lo siguiente:  

“Artículo 318. Procedencia y oportunidades. Salvo norma en contrario, el recurso 
de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado 
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sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la 
Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen. 
 
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso 
de apelación, una súplica o una queja. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en forma 
verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie fuera de 
audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días 
siguientes al de la notificación del auto. (…) 
 

Artículo 302. Ejecutoria. Las providencias proferidas en audiencia adquieren 
ejecutoria una vez notificadas, cuando no sean impugnadas o no admitan recursos. 

No obstante, cuando se pida aclaración o complementación de una providencia, solo 
quedará ejecutoriada una vez resuelta la solicitud. 

Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días 
después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin 
haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada 
la providencia que resuelva los interpuestos…” 

 

 
III. DEL AUTO RECURRIDO 

 
Mediante auto de fecha seis (06) de agosto de dos mil veinte (2020), el despacho decidió 
expedir un auto de audiencia de conciliación, notificado por estrado, de conformidad con el 
artículo 192 de la Ley 1437 de 2011. 
 

AUDIENCIA DE CONCILIACIÒN: 
 
…En Bogotá, D.C., siendo seis (6) del mes de agosto de dos mil veinte (2020), dos y treinta de la 
tarde (02:30 p.m.), fecha y hora señalados en el auto del trece (13) de julio de dos mil veinte (2020), 
para celebrar audiencia de conciliación, previo a conceder o no el recurso de apelación interpuesto 
por los APODERADOS de las PARTES DEMANDANTE y la ENTIDAD DEMANDADA contra la 
sentencia proferida por este Despacho el veintiséis (26) de febrero de dos mil veinte (2020), que 
accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, de conformidad con el artículo 192 de la 
Ley 1437 de 2011; el suscrito Juez ante la Sustanciadora del Despacho, a quien designa como 
Secretaria Ad-Hoc, y quien promete cumplir bien y fielmente los deberes del cargo, se constituye en 
audiencia pública. Cumplidas las formalidades de ley, el Despacho procede como sigue:  
 
PARTE DEMANDANTE: 
 
Comparece el doctor MARIO EDGAR MONTAÑO BAYONA, identificada con la C.C. 79.101.098 
T.P. 51.747 del C.S de la J, ya reconocida. 
 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E: 
 
Quien no asiste a la presente diligencia. 
 
Doctora CINDY JOHANA SANCHEZ HERRERA, identificada con la C.C. 1.022.328.570 y T.P. 
236.798 del C.S de la J, a quien el Despacho reconoce personería adjetiva como apoderado judicial 
de la parte actora, en los términos y para los efectos del poder conferido y que fuere allegado al 
proceso mediante correo electrónico en ocho (8) folios que se anexan al expediente.  
 
Es preciso indicar que la apoderada de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
CENTRO ORIENTE E.S.E, allega por correo electrónico certificación en dos (2) folios que se anexan 
al expediente, expedida el 05 de agosto de 2020 por la Secretaria Técnica del Comité de Conciliación 
de la entidad en la que se hace constar que a su representada no le asiste ánimo conciliatorio. 
 
Bajo esas condiciones, el Despacho declara fallida la etapa conciliatoria y dispondrá lo pertinente. 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticinco (25) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 
D.C. – Sección Segunda,  
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RESUELVE: 
 
PRIMERO. Declárese fallida la presente diligencia de conciliación.  
 
SEGUNDO. En el efecto suspensivo, para ante el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
concédanse el recurso de apelación interpuesto por el APODERADO de la parte DEMANDANTE, 
dentro del término legal, debidamente sustentado, contra la sentencia de veintiséis (26) de febrero 
de dos mil veinte (2020), que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, y se declara 
desierto el recurso de apelación interpuesto por la ENTIDAD DEMANDADA, quien no asiste a la 
presente diligencia. 
 
TERCERO. Remítanse las presentes diligencias a la Oficina de Apoyo Judicial para los Juzgados 
Administrativos, con el fin de dar cumplimiento material a la orden impartida en el numeral anterior. 
De la presente decisión, quedan notificadas las partes y sus apoderados en ESTRADOS. No siendo 
otro el objeto de la presente diligencia de decreta su cierre y se firma el acta por quienes en ella 
intervienen… 

 
 

Posteriormente el 11 de agosto de 2020, el secretario Ad Hoc, del Despacho expide 
certificación donde aclara: 
 
Que el acta de audiencia de conciliación del expediente 2018-00353, del Artículo 192 de la Ley 1434 
de 2011, celebrada el seis (6) de agosto de dos mil veinte (2020) a las dos y treinta de la tarde (2:30) 
p.m., por error involuntario, se dejó consignado: 
 
“…Es preciso indicar que la apoderada de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PERSONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGGP, 
allegada por correo electrónico certificación en dos (2) folios que se anexan al expediente, expedida 
el 05 de agosto de 2020 por la Secretaria Técnica del Comité de Conciliación de la entidad 
demandada en la que se hace constar que a su representada no le asiste ánimo conciliatorio. 
 
 
Se deja constancia hoy 11 de agosto del 2020, que los documentos relacionados anteriormente y 
allegados al expediente, a través de apoderado por correo electrónico, corresponde a la SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E., entendiéndose subsanado el 
impase con la presente certificación…” 

 
 

IV. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 
 

El apoderado de la parte accionada, frente a la decisión adoptada discrepó por considerar: 
 
El apoderado de la parte accionada manifiesta que ruega al Despacho se reconozca 
personería jurídica e interpone recurso de reposición en subsidio apelación contra el auto 
de fecha 6 de agosto de 2020, en caso de que haya declarado desierto el recurso de 
apelación interpuesto por la entidad actuación registrada del (06) de agosto del mismo año, 
en la rama judicial por medio del cual presuntamente “declaró DESIERTO el recurso. 
 
Las razones por la cual difiero de la decisión del Honorable JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DE 
LA SECCION SEGUNDA DE BOGOTÁ son las siguientes: 
 

1. El día 05 de agosto de 2020 siendo las 4:22 pm, se remitió vía correo electrónico y en datos 
adjuntos desde la dirección apoyo profesionaljuridico3@subred.gov.co poder y sus 
respectivos anexos de nueva apoderada judicial de la parte demandada dentro del citado 
proceso No. 110013335025201800353000, junto con la respectiva certificación de comité de 
conciliación de la entidad de no conciliación con y solicitado el link específico para la 
celebración de la audiencia con destino a la dirección jadmin25bta@notificacionesrj.gov.co. 

 
2. Al día siguiente 06 de agosto de 2020 desde las 9:00 am en múltiples oportunidades se 

realizaron llamadas desde le celular de la nueva apoderada judicial de la parte demandada 
al número 0315553939 exts 1025 que de acuerdo con lo expresado con el conmutador es el 
número de teléfono del Juzgado 25 Administrativo de Oralidad de Bogotá, ya que, 
consultando la página de la rama judicial, en la sección del juzgado no hay publicado número 
alguno o contacto vía whatsaap. 

mailto:profesionaljuridico3@subred.gov.co
mailto:jadmin25bta@notificacionesrj.gov.co
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3. Al no obtener comunicación con el Juzgado 25 Administrativo de Oralidad de Bogotá vía 

telefónica a través de la extensión indicada por el conmutador y tampoco al haber obtenido 
respuesta a los correos remitidos y teniendo en cuenta que se acercaba la hora de la 
audiencia, se tomó la opción de hablar con la operadora, la cual en repetidas ocasiones 
transfirió tanto como a la extensión del juzgado 1025 como a la de la oficina de apoyo la 
1070, sin conseguir comunicación alguna. 

4. Nuevamente se insistió con la operada manifestado por parte de la apoderada de la parte 
demandada que no se pudo tener comunicación en ninguna de las extensiones, a lo cual la 
operadora brindó un número de teléfono 0313532666, al que también se insistió muchas 
veces sin poder tener comunicación alguna. 
 

5. Seguidamente y ante la imposibilidad de comunicación, se solicita a la operada si ella no 
tenía modo de desplazarse hasta el juzgado para pedir que se conteste el teléfono y diera 
la razón de que no se había contestado el correo electrónico remitidos por la entidad o que 
si se había allegado el link, se reenviara ya que no se encontraba correo alguno realizando 
la búsqueda en la barra de búsqueda del correo de notificaciones de la entidad al colocar el 
nombre del juzgado y por ende no se tenía el link para poder asistir a la audiencia virtual a 
lo cual la operadora respondió : Que ella no se podía mover de la recepción y no tenía modo 
de mandar la razón con nadie. 

 
6. Al realizar búsqueda el mismo 06 de agosto de 20202 ya para casi ser las 11:00 am en el 

correo notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.com se encontró un correo 
electrónico que se titulaba "DOCUMENTO PARA FIRMA" cuyo remitente era la dirección de 
correo electrónicokheanop@cendoj.ramajudicial.gov.co, el cual fue remitido a las 10.52 am 
del 6 de agosto de 2020 al correo de la entidad y el cual tenía un documento adjunto en word 
de toma de firma y en el cuerpo del correo enunciaba : "Por medio de la presente me permito 
hacerle llegar formato para su respectiva firma, se sugiere hacerla llegar antes de la 
audiencia por este medio. Nos vemos a las 2 P.M". en dicho correo no había anexo link 
alguno. 

 
7. Luego se respondió el respectivo correo allegando los datos de firma digital, nombre, cédula 

de ciudadanía, No de tarjeta profesional, número de celular y correos electrónicos; allegando 
además los soportes del poder sus anexos y certificación de comité de conciliación, En dicho 
correo además se remitió el historial de los correos reenviados al de notificaciones del 
juzgado y solicitando el link para la audiencia, el cual tampoco obtuvo respuesta alguna por 
parte del juzgado. 

 
8. Se esperó por parte de la apoderada de la parte demandada respuesta o envío del link de 

acuerdo con el correo mencionado en el numeral anterior desde las 2:00 PM, hasta las 2:37 
PM y no se obtuvo respuesta de lo cual se remitió un correo electrónico al juzgado poniendo 
en conocimiento de lo sucedido. Cabe mencionar que también se siguió insistiendo vía 
telefónica sin obtener respuesta alguna. 

 
9. Se siguió a la espera hasta las 3:00 pm del mismo día 06 de agosto de 2020 sin obtener 

ninguna respuesta a ninguno de los correos remitidos por ningún medio. Por lo tanto, a la 
dirección de correo electrónico de notificaciones del juzgado se envió mail dejando 
constancia de lo acontecido y solicitando se fijara nueva fecha y hora para la audiencia, ya 
que no había sido respondido el mail y no se tenía el link para ingresar a dicha audiencia. 

 
10. En horas de la tarde siendo las 3:13 pm realizó llamada telefónica el apoderado de la parte 

demandante del proceso No. 110013335025201800353000 el Dr Mario Montaño Bayona a 
la abogada Claudia Triana quien es también abogada de defensa Judicial de la Oficina 
Asesora Jurídica de la Subred Centro Oriente, la cual actúa también como apoderada de la 
Subred en procesos diferentes en los cuales el Dr. Mario Montaño Bayona también es 
apoderado y en dicha llamada telefónica le manifestó:" Dra. declararon desierto el recurso, 
la audiencia ya se celebró y no asistió nadie de su entidad". 
 

11. La Doctora Claudia Triana le manifestó que " porque llamo después de que se terminará la 
audiencia y no la llamo antes, que eso es algo de mala fe", a lo que el Abogado de la contra 
parte respondió "que tenía el teléfono dañado"; lo cual no tiene sentido si la estaba llamando 
en ese momento con el número de teléfono por el que siempre se localiza. 
 
Posteriormente, la Dra. Claudia me informa lo sucedido. 
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12. Es un hecho que los medios virtuales para celebración de audiencias, así como su forma de 
notificación, son métodos nuevos para todos y a veces la comunicación y logística del mismo 
no es 100% confiable; por lo tanto es obligación de las partes y de la misma administración 
de justicia coabyudarnos para que en medio de esta emergencia por el hecho del COVID19, 
se puedan surtir todas las etapas del procesales con garantías. 

 
Se anexa prueba de lo sustentado en datos adjuntos. 
 

No se entiende porque entonces no podían hacer una llamada por parte del juzgado si se 
estaban dando puntuales hechos de querer estar en la audiencia como es el hecho de haber 
remido múltiples correos solicitando el link, inclusive al mismo correo donde se remitió 
formato de firmas se remitió número de teléfono y se remitió historial de correos solicitando 
nuevamente el link, ya que al dar búsqueda en el correo por el juzgado no arroja resultados. 
 
Estos son eventos que pueden pasar precisamente porque estamos en un nuevo sistema 
virtual, que se considera que es deber de las partes inclusive de la misma administración de 
justicia coadyuvar para poder surtir de una manera transparente las etapas del proceso, 
sobre todo cuando la contra parte tenía forma de comunicarse con la Subred Centro Oriente, 
se tienes los soportes de ello de acuerdo a los hechos narrados en el anterior correo y se 
considera una falta al principio de lealtad procesal por parte del abogado de la contraparte. 
 
Cabe resaltar que, dentro del nuevo protocolo para audiencias virtuales, se enuncia que en 
el directorio del juzgado debe existir un contacto para whatsaap, el cual al revisar la página 
del juzgado 25 no se evidencia, creo que precisamente el deber ser de ello, es para estos 
casos, sobre todo teniendo en cuenta la gran cantidad de correos que llegan de estados de 
los diferentes despachos y por más de 500 procesos que tiene la entidad en curso. 
 
Es de tener en cuenta que también el correo del que fue remitido el link se recibe no 
propiamente del de notificaciones del juzgado sino de la funcionaria llevando esto a 
confusiones y no poder arrojar datos búsqueda. 
 
Por lo anterior se solicita que se tenga un protocolo para envío de correo de audiencia no 
solo indicando el número corto del proceso sino las partes y que venga directamente del 
juzgado, así se facilitan mucho más la búsqueda, y también por favor se solicita 
amablemente que se ponga un canal de atención telefónica vía whatsaap para confirmación 
de correos precisamente para estos casos de audiencias, ya que se ha venido presentando 
más casos 
similares. 

 

 
V. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 
Habiendo sido interpuesto el recurso en forma extemporáneo, es decir fuera de la audiencia 
y revisado el auto recurrido, notificado por estrado y analizado los argumentos del 
recurrente, este Despacho no repone el auto recurrido por las razones que se enuncian 
a continuación:  
 
Sea lo primero en afirmar que por auto de 13 de julio de 2020, se fijó audiencia de 
conciliación contemplada en el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, para el día seis (06) de 
agosto de 2020, a las 2:30 p:m, notificado por estado de catorce (14) de julio de 2020, 
información que puede ser cotejada en la página www.ramajudicial.gov.co , Juzgado 25 
Administrativo de Bogotá, Opción estados electrónico y en el estado 18 del 14 de julio del 
2020 se hallará dicha actuación. 
 
 
SECRETARIO AD HOC 
 
Es importante resaltar que los secretarios Ad Hoc, tienen las mismas funciones que  un 

secretario de Juzgado de Circuito, es decir: Autorizar con su firma todas las 
providencias del proceso y las actas de las audiencias y diligencias, los certificados 
que se expidan y los despachos y oficios que se libren. Hacer las notificaciones, 
citaciones y emplazamientos en la forma prevista en el respectivo código, y autorizar 
las que practiquen los subalternos. Pasar oportunamente al despacho del Juez o 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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Magistrado los asuntos en que deba dictarse providencia, sin que sea necesario 
petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien pesos por cada vez que 
no lo hiciere; si el Juez no lo impusiere, se hará responsable de ella. Dar los informes 
que la ley ordene o que el Juez solicite. Mostrar los expedientes a quienes 
legalmente puedan examinarlos. Custodiar y mantener en orden el archivo de su 
oficina. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos. Autenticar las 
transcripciones y reproducciones de escritos y documentos relacionados con el 
proceso que podrán presentarse en papel común y devolver al interesado, previo 
cotejo con el original. Hacer constar la fecha de presentación de los memoriales que 
reciba.  
 
Lo anterior indica que este Despacho el día cinco (05) de agosto de 2020, a las 
11:00 a:m, el secretario Ad Hoc, procedió enviar el link de la audiencia de 
conciliación del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, que se llevaría a cabo el día 
seis (6) de agosto de 2020 a las 2:30 a:m, del proceso 11001333502520180035300 
al correo notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co, correspondiente a la 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E. Tal 
como se puede evidenciar en la siguiente captura: 
 

 
 
Seguidamente el día 6 de agosto de 2020, se procedió a enviar el formato para firma 
de la mencionada audiencia, al correo 
notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co. Cabe resaltar que el mismo 
correo se le hizo la recomendación de conectarse a las 2 p:m, a través del link 
suministrado un día antes de la audiencia, para realizar las respectivas pruebas de 
audio y video; Cabe anotar que la SUBRED INTEGRADA DE SERVICOS DE 
SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E, allegó por correo electrónico, el formato con la 
respectiva firma, respondiendo de forma positiva al llamado. No obstante, como la 
apoderada de la SUBRED a pesar de tener conocimiento del auto que fijó la 
audiencia de conciliación del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011´y de los correos 
electrónicos, no asistió a dicha diligencia y por ende se declaró desierto el Recurso 
de Apelación. 
 

 
 

mailto:notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co
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Posteriormente la apoderada de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE 
SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E., allegó por correo electrónico, el poder de 
sustitución, documento de identidad, tarjeta profesional y acta de audiencia de 
conciliación, el cual se dejó consignada en el acta de audiencia de conciliación 
celebrada el día seis (06) de agosto de 2020 a las 2:30 a:m, y posteriormente se 
procedió a reconocer personería adjetiva a la abogada de la SUBRED, como se 
puede evidenciar en la siguiente captura: 
 

 
 
DE LA PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD PROCESAL DEL RECURSO DE 
APELACION CONTRA AUTOS 
 
Respecto de la oportunidad procesal en la que debe interponerse el recurso de 
apelación contra autos, el artículo 244 del CPACA, norma que determina el trámite 
de dicho recurso, señala:  
 
“Artículo 244. Trámite del recurso de apelación contra autos. La interposición y 
decisión del recurso de apelación contra autos se sujetará a las siguientes reglas:  
 
1. Si el auto se profiere en audiencia, la apelación deberá interponerse y 

sustentarse oralmente en el transcurso de la misma. De inmediato el juez dará 
traslado del recurso a los demás sujetos procesales con el fin de que se 
pronuncien y a continuación procederá a resolver si lo concede o lo niega, de 
todo lo cual quedará constancia en el acta.  
 

2. Si el auto se notifica por estado, el recurso deberá interponerse y sustentarse 
por escrito dentro de los tres (3) días siguientes ante el juez que lo profirió. De 
la sustentación se dará traslado por Secretaría a los demás sujetos procesales 
por igual término, sin necesidad de auto que así lo ordene. Si ambas partes 
apelaron los términos serán comunes. El juez concederá el recurso en caso de 
que sea procedente y haya sido sustentado.  

 
3. Una vez concedido el recurso, se remitirá el expediente al superior para que lo 

decida de plano.  
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4. Contra el auto que decide la apelación no procede ningún recurso.”  
 

En este orden de ideas, la interposición del recurso de apelación contra un auto 
susceptible de ese medio de impugnación se puede dar en dos escenarios, así:  

 
(i) Cuando el auto se dicte en el curso de una audiencia, evento en el que la 

decisión queda notificada en estrados, la parte que está inconforme con la 
decisión debe interponer el recurso y sustentarlo oralmente en la misma 
audiencia, de lo que se dará traslado a la parte contraria inmediatamente 
para que se pronuncie.  
 

(ii) Cuando el auto se dicta por escrito, su notificación se realiza por anotación 
en el estado. En este evento, la apelación debe presentarse y sustentarse 
por escrito ante el juez que profirió la decisión. El término para la interposición 
del recurso es de tres (3) días contados a partir del día siguiente de la 
notificación de la providencia, objeto de apelación. La Secretaría corre 
traslado del escrito del recurso por tres (3) días para que la parte contraria, 
si lo prefiere, exponga los argumentos de oposición frente al recurso.  
 

Si el juez o tribunal de primera instancia encuentra cumplidos los requisitos de 
procedibilidad del recurso, de oportunidad y los demás requisitos formales exigidos, 
lo concederá para que el expediente sea remitido al superior, quien lo decidirá de 
plano. 
 
De conformidad con lo acreditado en el expediente se aprecia que en el sub examine 
se pretende que se deje sin efectos el auto de audiencia de conciliación de seis (6) 
de agosto de 2020, del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011 y por el cual declaró 
fallida y desierto el recurso de Apelación ante la no comparecencia de la parte 
recurrente, Observa el Despacho, que el recurso de reposición y en subsidio 
apelación interpuesto por el apoderado de la SUBRED, fue presentado de forma 
extemporánea ya que los autos que se notifiquen por estrado, solo son apelables 
dentro de la misma audiencia. 
 
Consecuentemente, no se repone el auto recurrido y, en su lugar se deniega el recurso 
de apelación. 
 
En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO ORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.,  

 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO. - No Reponer el auto de 06 de agosto de 2020, de audiencia de conciliación 
del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEGUNDO: Denegar por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el 
apoderado de la parte demanda. 
 
TERCERO: Contra el presente auto no procede recurso.  
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
  

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
 

Juez 
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Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de     
Bogotá, escanee el siguiente código QR:   

  
                       CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS    

ELECTRÓNICOS  

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

259c5eb7fdd69ffc882251ec6ae66d5f37f1ab62fe2545354d2cc7370fdcf663 
Documento generado en 17/11/2020 09:34:30 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

 
 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a las 
partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 

2020 a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 
__________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 
SECRETARIO 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

En auto del 30 de enero de 2020, se fijó audiencia de pruebas para el 15 de abril 

de 2020,  por tanto, el Despacho se ve en la obligación de reprogramar la fecha y 

hora de la misma, ya que en atención al Consejo Superior de la Judicatura, 

mediante los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-11519, 

PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20- 

11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-11556 y 

PCSJA20-11567 se suspendieron los términos judiciales, estableciendo algunas 

excepciones y adoptando otras medidas por motivos de salubridad pública y 

fuerza mayor con ocasión de la pandemia de la COVID-19;  siendo levantados, los 

mismos a partir del 1º de julio hogaño1, por tal razón, se fija para el día 15 de 

diciembre de 2020 a las 10:30 A.M. 

 

Se insta a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que alleguen la 

documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de 

poder, actualización de datos de contacto, número de celular, correos 

actualizados, solo en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día 

antes de la realización de la audiencia fijada en la presente fecha al 

correo memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les 

indica que a través de este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual 

LIFESIZE, aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la 

audiencia a través de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link   

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_

co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8  del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.   

  

PONER a disposición de las partes y del Ministerio Público el expediente 

completo de la presente controversia en medio digital, que podrá ser 

consultado aquí2  

 

                                                           
1 Acuerdo PCSJA20-11581 de 27 de junio de 2020 

2 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EVvx152BZqtKjRwssgsdZyMBmAtgaBRn6PCW25-p9SHpig?e=vKhSgJ  

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2018-00379-00 

DEMANDANTE: JAIR YEPES JIMÉNEZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EVvx152BZqtKjRwssgsdZyMBmAtgaBRn6PCW25-p9SHpig?e=vKhSgJ
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EVvx152BZqtKjRwssgsdZyMBmAtgaBRn6PCW25-p9SHpig?e=vKhSgJ


N.R.D. 2019-00-2018-00379 
Demandante: Jair Yepes Jiménez 

Demandada: EJÉRCITO NACIONAL 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
LYGM. 

 

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

  
CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
  

 

                  

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre de  2020, 

a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

_______________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 
SECRETARIO 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

En auto del 27 de febrero de 2020, se fijó audiencia de pruebas para el 27 de abril 

de 2020,  por tanto, el Despacho se ve en la obligación de reprogramar la fecha y 

hora de la misma, ya que en atención al Consejo Superior de la Judicatura, 

mediante los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-11519, 

PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20- 

11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, PCSJA20-11556 y 

PCSJA20-11567 se suspendieron los términos judiciales, estableciendo algunas 

excepciones y adoptando otras medidas por motivos de salubridad pública y 

fuerza mayor con ocasión de la pandemia de la COVID-19;  siendo levantados, los 

mismos a partir del 1º de julio hogaño1, por tal razón, se fija para el día 15 de 

diciembre de 2020 a las 9:00 A.M. 

 

Se insta a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que alleguen la 

documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de 

poder, actualización de datos de contacto, número de celular, correos 

actualizados, solo en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día 

antes de la realización de la audiencia fijada en la presente fecha al 

correo memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les 

indica que a través de este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual 

LIFESIZE, aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la 

audiencia a través de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link   

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_

co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8  del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.   

  

PONER a disposición de las partes y del Ministerio Público el expediente 

completo de la presente controversia en medio digital, que podrá ser 

consultado aquí2  

                                                           
1 Acuerdo PCSJA20-11581 de 27 de junio de 2020 

2 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERM5e6hPUiZHungnpDRE9PcBQ53U4V3c5hEI045dddI_0A?e=9elFSa  

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2018-00426-00 

DEMANDANTE: RICARDO ARTURO ESPINEL GÓMEZ 

DEMANDADO: 
U.A.E. DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL (UGPP) 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERM5e6hPUiZHungnpDRE9PcBQ53U4V3c5hEI045dddI_0A?e=9elFSa
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 
OBJETO  

 

Procede el Despacho a decidir sobre la viabilidad de declarar el desistimiento tácito del presente 

proceso.  

CONSIDERACIONES 

 

Mediante auto del 28 de noviembre de 20191, este Despacho dispuso la admisión del presente 
medio de control en contra de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 
ORIENTE E.S.E. y en los numerales 5, 6 y 7 de dicha providencia, se dispuso: 

  
 “… 

5. Para efectos de surtir la notificación a las entidades demandadas, el apoderado de la 
parte demandante deberá tramitar los oficios que elabore y entregue la Secretaría 
del Juzgado, junto con el respectivo traslado, para lo cual se le concede un término 
máximo de cinco (05) días contados a partir de la ejecutoria del presente auto. Así mismo, 
se fija el término de cinco (05) días contados a partir de la fecha de retiro de los oficios 
descritos con precedencia, para que la parte demandante acredite ante la secretaría de 
este Juzgado el envío a través del servicio postal autorizado, de: copia de la demanda, 
sus anexos y el auto admisorio de la misma, al: i.) Demandado, ii.) Agente del Ministerio 
Público y iii.) Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, tal como lo establece 
el inciso 5 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011.  
 

6. Efectuado lo anterior, la secretaría de este juzgado realizará notificación personal al buzón 

de notificaciones judiciales de las entidades en mención.   

 

7. PREVENIR a la parte demandante, que de no cumplir la carga anterior dentro de los 
treinta (30) días siguientes al término concedido en el numeral que precede ni en los quince 
(15) días posteriores, se entenderá desistida la demanda, quedará sin efectos la actuación 
y se procederá a su terminación, de conformidad con los incisos 1° y 2° del artículo 178 
del CPACA y, eventualmente, se condenará en costas y perjuicios….” 

 
Igualmente, mediante auto del 27 de febrero de 2020, se le requirió dar cumplimiento al 
numeral 5. Pese a lo anterior, se observa que a la fecha no se ha dado cumplimiento a lo 
exhortado.  

 
Así las cosas, regula el artículo 178 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo:  

 
“Transcurrido un plazo de treinta (30) días sin que se hubiese realizado el acto necesario para 
continuar el trámite de la demanda, del incidente o de cualquier otra actuación que se promueva 
a instancia de parte, el juez ordenará a la parte interesada mediante auto que lo cumpla dentro 
de los quince (15) días siguientes. 
 
Vencido este último término sin que el demandante o quien promovió el trámite 
respectivo haya cumplido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin efectos la 
demanda o la solicitud, según el caso y el juez dispondrá la terminación del proceso o 
de la actuación correspondiente, condenara en costas y perjuicios siempre que como 

                                                           
1 Folio 18  y 18 vuelto 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2018-00436-00 

ACTOR(A): CAROLINA AVILA PELAYO 

DEMANDADO(A): SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 
ORIENTE E.S.E. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



Proceso: NYR 2018-00436 
Demandante: Carolina Avila Pelayo 

Demandada: Subred Integrada Centro Oriente E.S.E. 
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consecuencia de la aplicación de esta disposición haya lugar al levantamiento de 
medidas cautelares.   
 
El auto que ordena cumplir la carga o realizar el acto y el que tiene por desistida la demanda o 
la actuación, se notificará por estado. 
 
Decretado el desistimiento tácito, la demanda podrá presentarse por segunda vez, siempre que 
no haya operado la caducidad”.    

   
En ese orden de ideas, se tiene que en el actual caso la parte demandante no cumplió con lo 
ordenado en el numeral 5 del referido auto, es decir, con la carga procesal impuesta por este 
Despacho, a efectos de continuar con el trámite de la demanda, a pesar del requerimiento 
realizado por auto del 27 de febrero de 2020, estableciéndose que ha transcurrido el plazo 
señalado en la norma citada, por lo que se declarará el fenómeno jurídico del desistimiento 
tácito, dejándose sin efectos la demanda y declarándose terminado el presente proceso.  
 
Por las anteriores consideraciones, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO. - Declarar la terminación del proceso promovido por la señora CAROLINA AVILA 
PELAYO en contra de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 
ORIENTE E.S.E., de conformidad con la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO.- Dejar sin efectos la demanda presentada y declárese terminado el proceso, por 
los motivos expuestos. 
 
TERCERO.- Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría, devuélvase los anexos al 
interesado sin necesidad de desglose y archívese el proceso. Por Secretaría déjese las 
constancias del caso.  
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
KHP 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad, en el efecto 

suspensivo, para ante el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se concede 

el RECURSO DE APELACIÓN, interpuesto por los apoderados judicial de las 

PARTES DEMANDANTE Y DEMANDADA sustentado dentro del término, contra 

la sentencia proferida el 13 de octubre de 2020, que accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto y, previas las anotaciones a que haya lugar, envíese el 

expediente al superior, de conformidad con lo establecido artículo 247 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).  

 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA 
JUEZ 

KHP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00048-00 

DEMANDANTE: ALICIA PALOMAR PERDOMO 

DEMANDADO(A): NACION-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-

FONDO PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO Y FIDUCIARIA PREVISORA S.A. 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2019-00048-00 
Demandante: Alicia Palomar Perdomo  

Demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional y otros 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

EXPEDIENTE: 11001-33-35-025-2019-00119-00 

DEMANDANTE: CRISTINA LEONOR ACOSTA 

DEMANDADA: 
HOSPITAL MEISSEN II NIVEL hoy SUBRED INTEGRADA 
DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. 

MEDIO DE CONTROL: Ejecutivo – Cumplimiento de sentencia  

 
I. OBJETO 

 
Decidir lo pertinente respecto de las excepciones propuestas por la entidad ejecutada, en 
la contestación al mandamiento de pago radicada el 3 de septiembre de 2020 (fls 124-148). 
  

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 
Como el proceso ejecutivo, en virtud del artículo 306 del C.P.A.C.A., se regula por las 
normas establecidas en el Código General del Proceso, es preciso señalar que respecto de 
las excepciones y su trámite reguló:  
 

“Artículo 442. Excepciones. 
 
La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas: 
 
1. Dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del mandamiento 
ejecutivo el demandado podrá proponer excepciones de mérito. Deberá expresar 
los hechos en que se funden las excepciones propuestas y acompañar las pruebas 
relacionadas con ellas. 
  
2. Cuando se trate del cobro de obligaciones contenidas en una providencia, 
conciliación o transacción aprobada por quien ejerza función jurisdiccional, sólo podrán 
alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, 
prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a la 
respectiva providencia, la de nulidad por indebida representación o falta de 
notificación o emplazamiento y la de pérdida de la cosa debida. 
  
3. El beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones previas 
deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento de pago. De 
prosperar alguna que no implique terminación del proceso el juez adoptará las medidas 
respectivas para que el proceso continúe o, si fuere el caso, concederá al ejecutante un 
término de cinco (5) días para subsanar los defectos o presentar los documentos 
omitidos, so pena de que se revoque la orden de pago, imponiendo condena en costas 
y perjuicios. 
 
Artículo 443. Trámite de las excepciones. 
 
El trámite de excepciones se sujetará a las siguientes reglas: 
 
1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado 
al ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, 
y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. 
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2. Surtido el traslado de las excepciones el juez citará a la audiencia prevista en el 
artículo 392, cuando se trate de procesos ejecutivos de mínima cuantía, o para 
audiencia inicial y, de ser necesario, para la de instrucción y juzgamiento, como lo 
disponen los artículos 372 y 373, cuando se trate de procesos ejecutivos de menor y 
mayor cuantía. 
 
Cuando se advierta que la práctica de pruebas es posible y conveniente en la audiencia 
inicial, el juez de oficio o a petición de parte, decretará las pruebas en el auto que fija 
fecha y hora para ella, con el fin de agotar también el objeto de la audiencia de 
instrucción y juzgamiento de que trata el artículo 373. En este evento, en esa única 
audiencia se proferirá la sentencia, de conformidad con las reglas previstas en el 
numeral 5 del referido artículo 373. 
 
3. La sentencia de excepciones totalmente favorable al demandado pone fin al proceso; 
en ella se ordenará el desembargo de los bienes perseguidos y se condenará al 
ejecutante a pagar las costas y los perjuicios que aquel haya sufrido con ocasión de las 
medidas cautelares y del proceso. 
 
4. Si las excepciones no prosperan o prosperan parcialmente, en la sentencia se 
ordenará seguir adelante la ejecución en la forma que corresponda. 
 
5. La sentencia que resuelva las excepciones hace tránsito a cosa juzgada, excepto en 
el caso del numeral 3 del artículo 304. 
 
6. Si prospera la excepción de beneficio de inventario, la sentencia limitará la 
responsabilidad del ejecutado al valor de los bienes que le hubieren sido adjudicados 
en el proceso de sucesión.” Negrillas del Juzgado. 

 
En primer lugar, acorde con lo expuesto con el contenido del numeral 1º del artículo 442 
del C.G.P., encuentra el Despacho que la contestación de la demanda radicada el 3 de 
septiembre de 2020 fue presentada por la ejecutada en tiempo, conforme a lo establecido 
en los artículos 199 del CPACA, 290 y 442 numeral 1º del Código General del Proceso. 
 
En segundo lugar, resulta claro por virtud del numeral 2º de la misma disposición, que ante 
el cobro de obligaciones contenidas en una providencia, como es el presente caso, las 
únicas excepciones de mérito que pueden alegarse son las de pago, compensación, 
confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en 
hechos posteriores a la respectiva providencia; Igualmente, podrán alegarse las de 
nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento y la de pérdida 
de la cosa debida. 
 
Así entonces, como en la aludida contestación se propuso como excepción de mérito la de 
PAGO, el Despacho dispondrá correr traslado de la misma por el término de diez (10) días 
a la parte ejecutante, como lo dispone el numeral 1 del artículo 443 del C.G.P., a fin de que 
actué de conformidad con dicha disposición procesal.  
 
Por las anteriores razones, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.: 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO. - Correr traslado a la parte ejecutante de la excepción de mérito de PAGO, 
propuesta en forma oportuna por la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
SUR E.S.E., por el término de diez (10) días de que trata el numeral 1 del artículo 443 del 
C.G.P., a fin de que actué de conformidad con dicha disposición procesal. 
 

SEGUNDO. – SEGUNDO. – Se reconoce personería adjetiva al Doctor CARLOS 
ARTURO HORTA TOVAR, identificado con la cédula de ciudadanía número 
80.871.298 de Bogotá D.C, y portador de la Tarjeta Profesional número 210.552 del 
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C. S. de la J, como apoderado de la parte ejecutada, en los términos y para los 
efectos del poder allegado al expediente (fl.139). 
 
 
TERCERO. - En firme esta providencia, por secretaria del Juzgado, ingrese el proceso a fin 
de resolver lo pertinente.  
 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
KHP 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil diecinueve (2019). 

 
OBJETO  

 

Procede el Despacho a decidir sobre la viabilidad de declarar el desistimiento tácito del 

presente proceso.  

CONSIDERACIONES 

 

Mediante auto del 05 de diciembre de 20191, este Despacho dispuso la admisión del 
presente medio de control en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – 
EJERCITO NACIONAL y en los numerales 5, 6 y 7 de dicha providencia, se dispuso: 

  
 “… 

5. Para efectos de surtir la notificación a las entidades demandadas, el apoderado de la 
parte demandante deberá tramitar los oficios que elabore y entregue la Secretaría 
del Juzgado, junto con el respectivo traslado, para lo cual se le concede un término 
máximo de cinco (05) días contados a partir de la ejecutoria del presente auto. Así 
mismo, se fija el término de cinco (05) días contados a partir de la fecha de retiro de los 
oficios descritos con precedencia, para que la parte demandante acredite ante la 
secretaría de este Juzgado el envío a través del servicio postal autorizado, de: copia de 
la demanda, sus anexos y el auto admisorio de la misma, al: i.) Demandado, ii.) Agente 
del Ministerio Público y iii.) Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, tal 
como lo establece el inciso 5 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011.  
 

6. Efectuado lo anterior, la secretaría de este juzgado, realizará notificación personal al 

buzón de notificaciones judiciales de las entidades en mención. 

 

7. PREVENIR a la parte demandante, que de no cumplir la carga anterior dentro de los 
treinta (30) días siguientes al término concedido en el numeral que precede ni en los 
quince (15) días posteriores, se entenderá desistida la demanda, quedará sin efectos la 
actuación y se procederá a su terminación, de conformidad con los incisos 1° y 2° del 
artículo 178 del CPACA y, eventualmente, se condenará en costas y perjuicios….” 

 
Igualmente, mediante auto del 27 de febrero de 2020, se le requirió dar cumplimiento al 
numeral 5. Pese a lo anterior, se observa que a la fecha no se ha dado cumplimiento a lo 
exhortado.  

 
Así las cosas, regula el artículo 178 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo:  

 
“Transcurrido un plazo de treinta (30) días sin que se hubiese realizado el acto necesario 
para continuar el trámite de la demanda, del incidente o de cualquier otra actuación que se 
promueva a instancia de parte, el juez ordenará a la parte interesada mediante auto que lo 
cumpla dentro de los quince (15) días siguientes. 
 
Vencido este último término sin que el demandante o quien promovió el trámite 
respectivo haya cumplido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin efectos la 
demanda o la solicitud, según el caso y el juez dispondrá la terminación del proceso o 
de la actuación correspondiente, condenara en costas y perjuicios siempre que como 
consecuencia de la aplicación de esta disposición haya lugar al levantamiento de 
medidas cautelares.   

                                                           
1Folio 35-36  
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El auto que ordena cumplir la carga o realizar el acto y el que tiene por desistida la demanda 
o la actuación, se notificará por estado. 
 
Decretado el desistimiento tácito, la demanda podrá presentarse por segunda vez, siempre 
que no haya operado la caducidad”.    

 
En ese orden de ideas, se tiene que en el actual caso la parte demandante no cumplió 
con lo ordenado en el numeral 5 del referido auto, es decir, con la carga procesal 
impuesta por este Despacho, a efectos de continuar con el trámite de la demanda,a 
pesar del requerimiento realizado por auto del 27 de febrero de 2020, estableciéndose 
que ha transcurrido el plazo señalado en la norma citada, por lo que se declarará el 
fenómeno jurídico del desistimiento tácito, dejándose sin efectos la demanda y 
declarándose terminado el presente proceso.  

 
Por las anteriores consideraciones, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 

DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO.- Declarar la terminación del proceso promovido por el señor GUILLERMO 
PINEDA LOPEZ, en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 
NACIONAL, de conformidad con la parte motiva de ésta providencia. 
 
SEGUNDO.- Dejar sin efectos la demanda presentada y declárese terminado el proceso, 
por los motivos expuestos. 
 
TERCERO.- Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría, devuélvase los anexos 
al interesado sin necesidad de desglose y archívese el proceso. Por Secretaría déjese las 
constancias del caso.  
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, contestada en término la demanda y 

habiéndose superado la suspensión de términos dispuesta por el Consejo Superior 

de la Judicatura entre el 16 de marzo y el 30 de junio de 20201, se hace necesario 

continuar con el trámite de la proceso. 

 

  
 

 

 
   

CGP]. 
 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la presente controversia, no se accedió a la 

formula conciliatoria presentada por la accionada, ya obran en el expediente las 

pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo y no se hace necesaria la 

práctica de otros medios de prueba; y que aquellas fueron solicitadas, aportadas y 

conocidas por las partes en alguna de las oportunidades previstas en el artículo 212 

del CPACA, en esta oportunidad es procedente dar aplicación al Decreto Legislativo 

aludido y dictar sentencia anticipada. 

 

No obstante, en amplia garantía del derecho al debido proceso de los implicados y 

como una medida de dirección procesal [art. 29 CP y art. 42.1 CGP], previo a correr traslado 

para alegar de conclusión, el Juzgado identificará e incorporará los medios de prueba 

que conformarán el material de evidencia para la solución de la controversia, 

probanzas que, aunque ya son conocidas por las partes, estarán disponibles para ser 

consultadas en medio digital, a través del hipervínculo respectivo. Así mismo, el 

                                                 
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA 
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NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
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Estudiado el expediente, en principio, sería del caso citar a las partes a audiencia 

inicial, sin embargo, el Despacho vislumbra que de conformidad con el artículo 13.1 

del Decreto Legislativo 806 de 2020, es deber de cada juzgador dictar sentencia 

anticipada2 “[a]ntes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 

derecho o no fuere necesario practicar pruebas. Caso en el cual correrá traslado para 

alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 

1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito”. Dicha normativa de orden 

procesal es de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento [art. 13

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20806%20DEL%204%20DE%20JUNIO%20DE%202020.pdf
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
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Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo normado por el 

artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 
proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 13.1 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020. 
 
SEGUNDO. Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 
la ley les otorga, las siguientes: 
 

2.1. Por la Parte Demandante: 

a. Antecedentes administrativos allegados en medio magnético (fl. 6) 

b. Petición del 26 de noviembre de 2019 mediante el cual la accionada presenta 

acuerdo de pago a la actora (fl.86). 

c. Resolución 0542 del 11 de febrero de 2015 mediante la cual se reconoció la 

pensión de jubilación a la accionada (fl. 88). 

d. Resolución GNR 222417 del 28 de julio de 2016, mediante la cual se reconoció 

a la actora una indemnización sustitutiva (Ffl. 90). 

e. Oficio BZ2020_9089573 del 22 de septiembre de 2020 mediante el cual 

Colpensiones da respuesta negativa a requerimiento de Juzgado frente a 

propuesta de conciliación de la accionada.  

 

2.2. Ana Doris Moreno Parra: 

 

a. Petición del 26 de noviembre de 2019 mediante el cual la accionada presenta 

acuerdo de pago a la actora (fl.86). 

 

 
TERCERO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 
Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 
digital, que podrá ser consultado aquí3. 
  

CUARTO. Alegatos de Conclusión: CORRER traslado común a las partes por el 
término de diez (10) días siguientes a la fecha de notificación de la presente 
providencia, a fin de que se sirvan rendir sus alegatos de conclusión.  
 
El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 
dentro del término dispuesto en el párrafo anterior.  
 
QUINTO. Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será 
proferida por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la 
oportunidad para alegar de conclusión. 
 

                                                 
3 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/EvuZrtEMEwlMuj1bLkciACQBjRxleRYqUrJA6wbToSqmnw?e=4Yq91L 

  
  
 

 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/EvuZrtEMEwlMuj1bLkciACQBjRxleRYqUrJA6wbToSqmnw?e=4Yq91L
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/EvuZrtEMEwlMuj1bLkciACQBjRxleRYqUrJA6wbToSqmnw?e=4Yq91L
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SEXTO. Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

  

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

mas 
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Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, y habiéndose superado la suspensión 

de términos dispuesta por el Consejo Superior de la Judicatura entre el 16 de marzo y 

el 30 de junio de 20201, se hace necesario continuar con el trámite de la proceso. 

 

Estudiado el expediente, en principio, sería del caso citar a las partes a audiencia 
inicial, sin embargo, el Despacho vislumbra que de conformidad con el artículo 13.1 
del Decreto Legislativo 806 de 2020, es deber de cada juzgador dictar sentencia 
anticipada2 “[a]ntes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. Caso en el cual correrá traslado para 
alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 
1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito”. Dicha normativa de orden 
procesal es de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento [art. 13 

CGP]. 
 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la presente controversia ya obran en el 

expediente las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo y no se hace 

necesaria la práctica de otros medios de prueba; y que aquellas fueron solicitadas, 

aportadas y conocidas por las partes en alguna de las oportunidades previstas en el 

artículo 212 del CPACA, en esta oportunidad es procedente dar aplicación al Decreto 

Legislativo aludido y dictar sentencia anticipada. 

 

No obstante, en amplia garantía del derecho al debido proceso de los implicados y 

como una medida de dirección procesal [art. 29 CP y art. 42.1 CGP], previo a correr traslado 

para alegar de conclusión, el Juzgado identificará e incorporará los medios de prueba 

que conformarán el material de evidencia para la solución de la controversia, 

probanzas que, aunque ya son conocidas por las partes, estarán disponibles para ser 

consultadas en medio digital, a través del hipervínculo respectivo. Así mismo, el 

Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo normado por el 

artículo 207 del CPACA. 

                                                 
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA 
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https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20806%20DEL%204%20DE%20JUNIO%20DE%202020.pdf
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
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En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TÉNGASE POR NO CONTESTADA la demanda, por parte de la 
NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
SEGUNDO: Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 
proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 13.1 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020. 
 
TERCERO: Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 
la ley les otorga, las siguientes: 
 
Por la Parte Demandante: 

a. Petición solicitando el pago de la sanción moratoria por pago tardío en las 

cesantías parciales. (fl. 18-19) 

b. Resolución de reconocimiento de una cesantía parcial para reparaciones 

locativas. (fl.20-22) 

c. Certificación de pago emitido por la Fiduprevisora. (fl.23) 

d. Copia de la Conciliación extrajudicial ante la Procuraduría II Judicial para 

asuntos administrativos. (fl.38-40) 

 
CUARTO: Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 
Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 
digital, que podrá ser consultado aquí3. 
  

QUINTO: Alegatos de Conclusión: CORRER traslado común a las partes por el 
término de diez (10) días siguientes a la fecha de notificación de la presente 
providencia, a fin de que se sirvan rendir sus alegatos de conclusión.  
 
El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 
dentro del término dispuesto en el párrafo anterior.  
 
SEXTO: Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será 
proferida por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la 
oportunidad para alegar de conclusión. 
 
SÉPTIMO: Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

                                                 
3 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/apiragam_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ehip4EQaKtFAgXbDGT4S1cUBxCjtl0kH8LR0DUFmyLbl5w?e=ESOE8s  

 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/apiragam_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ehip4EQaKtFAgXbDGT4S1cUBxCjtl0kH8LR0DUFmyLbl5w?e=ESOE8s
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/apiragam_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ehip4EQaKtFAgXbDGT4S1cUBxCjtl0kH8LR0DUFmyLbl5w?e=ESOE8s
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En audiencia inicial del 12 de febrero de 2020, se fijó audiencia de pruebas para el 

2 de abril de 2020,  por tanto, el Despacho se ve en la obligación de reprogramar 

la fecha y hora de la misma, ya que en atención al Consejo Superior de la 

Judicatura, mediante los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, 

PCSJA20- 11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, 

PCSJA20-11556 y PCSJA20-11567 se suspendieron los términos judiciales, 

estableciendo algunas excepciones y adoptando otras medidas por motivos de 

salubridad pública y fuerza mayor con ocasión de la pandemia de la COVID-19;  

siendo levantados, los mismos a partir del 1º de julio hogaño1, por tal razón, se fija 

para el día 14 de diciembre de 2020 a las 9:00 A.M. 

 

Se insta a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que alleguen la 

documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de 

poder, actualización de datos de contacto, número de celular, correos 

actualizados, solo en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día 

antes de la realización de la audiencia fijada en la presente fecha al 

correo memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les 

indica que a través de este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual 

LIFESIZE, aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la 

audiencia a través de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link   

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_

co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7ixFuSfUZHx9g?e=74abz8  del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.   

  

PONER a disposición de las partes y del Ministerio Público el expediente 

completo de la presente controversia en medio digital, que podrá ser 

consultado aquí2  

 

                                                           
1 Acuerdo PCSJA20-11581 de 27 de junio de 2020 

2 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EVw9XzBioxRBl23BjwApqK8Bry5r4ao9rAdGEJsy447ubQ?e=FL8GlT  
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N.R.D. 2019-00-2019-00236 
Demandante: Viviana Pastrana  

Demandada: SUB RED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
LYGM. 

 

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

  
CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
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JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre de  2020, 

a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

 
Cumplido el traslado que dispone el inciso 2) del artículo 233 de la Ley 1437 de 2011, 
ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida cautelar. 
 

I. ANTECEDENTES. 
 
El 07 de junio de 2019, el señor JOSE MAURICIO VERGARA OROZCO, radicó demanda 
en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-ARMADA NACIONAL, mediante la 
cual pretende se decrete la suspensión provisional de la Resolución No. 0820 del 6 de 
septiembre de 2018, a través de la cual, decide retirar del servicio activo de las Fuerzas 
Militares-Armada Nacional, en forma temporal con pase a la reserva, “Por llamamiento a 
Calificar Servicios”, al Señor Sargento Primero de Infantería Marina JOSÉ MAURICIO 
VERGARA OROZCO. Lo anterior en consideración que a juicio del demandante existió una 
violación al debido proceso y una desviación del poder por irrespeto a las normas legales, 
por cuanto no se tuvo en cuenta la excelente hoja de vida de mi poderdante y que además 
fueron ascendidos quienes tenían anotaciones negativas en el extracto de la hoja de vida 
 
En los folios 35 y 36 del plenario, se solicitó la suspensión provisional de la Resolución No. 
0820 del 6 de septiembre de 2018. 
 
Mediante auto de fecha 10 de octubre de 2019, se corrió traslado a la demandada de la 
medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término de cinco (5) días de 
conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011 (Fl.344). 
 
 

II. DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 
 
El apoderado de la parte demandante solicitó la suspensión provisional, bajo los siguientes 
supuestos fácticos: 
 
Al tenor del artículo 238 de la Constitución Política y en atención a los requisitos de 
procedencia a que se refiere el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, solicito la suspensión 
provisional de los actos atacados para que en su reemplazo se produzca la reincorporación 
del señor Mauricio Vergara Orozco, al que pertenecía al momento del retiro, hasta que se 
produzca un fallo definitivo que resuelva el conflicto planteado. 
 
Retomando los argumentos jurídicos que sostiene la presente demanda sólo basta ver los 
momentos en que se produjeron las actuaciones administrativas para concluir que existió 
una violación al debido proceso y una desviación del poder por irrespeto a las normas 
legales, por cuanto no se tuvo en cuenta la excelente hoja de vida de mi poderdante y que 
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además fueron ascendidos quienes tenía anotaciones negativas en el extracto de la hoja 
de vida. 
Con lo anterior y de acuerdo con todos los elementos jurídicos y fácticos que componen el 
libelo, solicito dar aplicación a la suspensión de los efectos del acto de retiro conforme al 
numeral 3 del artículo 230 del CPACA, a fin de garantizar la efectividad de la sentencia y 
en razón a la necesidad de una intervención inmediata del juez del acto por causa de la 
violación a los derechos fundamentales del demandante, en caso de una sentencia 
favorable que confirme la posición jurídica planteada. 
 
 

III. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
Cabe anotar que la entidad accionada, NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO 
NACIONAL, en su escrito de contestación, no especificó expresamente su posición frente 
a la medida cautelar, pero de la lectura del mismo, observa el Despacho que va encaminada 
a desestimar la solicitud de suspensión provisional de la Resolución 0820 de 6 de 
septiembre de 2018, cabe resaltar que mediante memorial radicado el 30 de enero de 
2020, visible a folios 285-317 del expediente digita, el accionado manifestó: 
 

“…Manifiesta la entidad accionada que la Resolución 820 del 6 de septiembre de 
2018, fue expedida por el funcionario competente, que para el caso concreto era el 
señor Almirante ERNESTO DURAN GONZALEZ, en consideración a las razones 
expuestas en la mencionada resolución goza de presunción de legalidad; 
respetándose el derecho de defensa en sede administrativa, el cual puede ejercerse 
una vez se notifique el acto, lo cual esta probado dentro del plenario. 
 
En cuanto al motivo y fin del acto administrativo, que son los elementos atacados, en 
este litigio, por ilegalidad sustancial, por falsa motivación y desviación del poder; es 
procedente central la defensa, en la facultad discrecional de la administración; en la 
causal de retiro de llamamiento a calificar servicios; figura que entraña la potestad 
del Estado que permite a la autoridad administrativa adoptar una u otra decisión; es 
decir, la permanencia o retiro del servicio cuando a su juicio, las necesidades del 
servicio así lo exijan. En estos eventos, el servidor público que la ejerce es libre para 
apreciar, valorar, juzgar y escoger la oportunidad y el contenido de su decisión dentro 
de las varias posibilidades. 
 
Por lo tanto, la esencia del llamamiento a calificar servicios es la evolución 
institucional, en este caso del Ejército Nacional, conduciendo necesariamente a la 
educación de su misión, de su visión, a los desafíos a los que se enfrenta una 
institución cuyo objetivo principal, es salvaguardar la soberanía en todo el territorio 
nacional. En este sentido estamos ante un valioso instrumento que permite un relevo 
dentro de la línea jerárquica de los cuerpos armados, facilitando el ascenso y 
promoción del personal, lo que corresponde a la manera corriente de culminar la 
carrera militar. 
 
Es de anotar, que el llamamiento a calificar servicios en términos prácticos conduce 
al cese de las funciones de un militar en servicio activo, ello no comporta una sanción, 
despido ni exclusión denigrante; por el contrario las normas que prevén tal 
instrumento consagran en favor del personal retirado, entre otras prerrogativas, el 
reconocimiento y pago de una asignación de retiro, con el fin de que puedan 
satisfacer sus necesidades; se desprende de lo expuesto que la facultad discrecional, 
encuentra su asidero en el principio de razonabilidad; motivo por el cual, la norma 
legal consagra como regla general, que debe haber proporcionalidad entre los 
hechos que le sirven de causa, que no es otra cosa que la acción del hecho causal 
sobre el efecto jurídico, la medida o razón que objetivamente debe existir entre la 
realidad del hecho y el derecho que supone la verdad de los hechos y su conexidad 
con la decisión; en conclusión la presunción de legalidad que ostenta la generalidad 
de los actos discrecionales, deben mantenerse intacta ante la sede jurisdiccional, en 
tanto la decisión esté precedida de supuestos de hechos reales, objetivos y ciertos…” 
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IV. CONSIDERACIONES: 
 

 DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  
 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto 
admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte 
debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger 
y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, 
de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la 
defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de 
tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán 
por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio.”. 

 

 DE LOS REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 
 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 
procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la 
solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del 
análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores 
invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la 
solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho 
y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la 
existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran 
los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos 
y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de 
intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar 
que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 
efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del texto original) 

 
El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago Valencia1, 
analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver una solicitud de 
suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 
 

                                                 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 
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“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto 
que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que se 
acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, 
surge, es decir, aparece presente, desde esta instancia procesal – cuando el proceso 
apenas comienza-, como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del 
estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta 
medida cautelar se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de 
violación de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez 
previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo análisis de la 
sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el perentorio 
señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI Medidas 
Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es preciso 
entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a fin que el decreto 
de esta medida cautelar no signifique tomar partido definitivo en el juzgamiento 
del acto ni prive a la autoridad pública que lo produjo o al demandado (en el 
caso el elegido o el nombrado cuya designación se acusa), de que ejerzan su 
derecho de defensa y que para la decisión final se consideren sus argumentos 
y valoren sus medios de prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica, el acervo probatorio allegado con la demanda y su 
contestación, los fundamentos que soportan la solicitud de la medida, considera este 
Juzgador que en el presente evento no se reúnen a plenitud los requisitos del artículo 231 
del C.P.A.C.A., para ordenar la suspensión provisional de la Resolución 0820 del 6 de 
septiembre de 2018, por la cual se retira del servicio temporalmente de las Fuerzas 
Militares a un suboficial de la Armada Nacional. 
 
 
El retiro de las fuerzas militares por llamamiento a calificar servicios. 
 
El artículo 99 del Decreto 1790 de 2000, por el cual se modifica el Decreto que regula las 
normas de carrera del personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares, 
contempló el retiro de las Fuerzas Militares en los siguientes términos: 

 
Artículo 99. Retiro. Retiro de las Fuerzas militares es la situación en la que los oficiales y 
suboficiales, sin perder su grado militar, por disposición de autoridad competente, cesan en la 
obligación de prestar servicios en actividad. El retiro de los oficiales en los grados de oficiales 
Generales y de insignia, coronel o Capitán de Navío, se hará por decreto del Gobierno; y para 
los demás grados incluyendo los suboficiales, por resolución ministerial, facultad que podrá 
delegarse en el Comandante General o Comandantes de Fuerza. 
Los retiros de oficiales deberán someterse al concepto previo de la Junta Asesora del 
Ministerio de Defensa para las Fuerzas Militares, excepto cuando se trate de oficiales 
generales o de insignia, e inasistencia al servicio sin causa justificada, de acuerdo con lo 
previsto en el Código Penal Militar para el delito de abandono del servicio. 
El retiro se producirá sin perjuicio de la posibilidad de reincorporación, llamamiento especial 
al servicio o movilización, previstos en este Decreto. 

 

Dentro de las causales de retiro el artículo 100 ibidem, contempla el llamamiento a calificar 
servicios. Dispone la norma lo siguiente:2 

 

                                                 
2 La norma que se cita corresponde a la vigente al año 2012 época en que se expidió el acto administrativo 
demandado, la Ley 1405 de 2010 que modificó el ordinal 2.° del literal a) que la Ley 1104 de 2006 que había 
modificado en el Decreto 1790 de 2000. Posteriormente, el Decreto 1790 de 200 fue modificado otra vez con la 
Ley 1792 de 2016 y el requisito de literal aludido varió al siguiente «2. Por cumplir cuatro (4) años en el Grado 
de General o Almirante, salvo lo dispuesto en el artículo 102 de este decreto».  
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Artículo 100. Causales del retiro. El retiro del servicio activo para el personal 
de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares se clasifica, según su forma 
y causales, como se indica a continuación:  
   
a) Retiro temporal con pase a la reserva:  
   
1. Por solicitud propia.  

 
2. Por cumplir dos (2) años en el Grado de General, Almirante o General del Aire, 
salvo lo dispuesto en el artículo 102 de este decreto.  
   
3. Por llamamiento a calificar servicios.  
   
4. Por sobrepasar la edad correspondiente al grado.  
   
5. Por disminución de la capacidad psicofísica para la actividad militar.  
   
6. Por inasistencia al servicio sin causa justificada de acuerdo con el tiempo previsto 
en el Código Penal Militar para el delito de abandono del servicio.  
   
7. Por incapacidad profesional de conformidad con el artículo 108 literal a) de este 
decreto.  
   
8. Por retiro discrecional de acuerdo con el artículo 104 de este decreto.  
   
9. Por no superar el período de prueba;  
   
b) Retiro absoluto:  
   
1. Por invalidez.  
   
2. Por conducta deficiente.  
   
3. Por haber cumplido la edad máxima permitida para los servidores públicos de 
acuerdo con la ley.  
   
4. Por muerte.  
   
5. Por incapacidad profesional de conformidad con el artículo 108 literales b) y c) del 
presente decreto.  
   
6. Por fuga del personal privado de la libertad por orden de autoridad judicial, sin 
perjuicio de la acción penal y disciplinaria que corresponda. (Resalta la Sala) 

   
 

A su vez, el artículo 103 del decreto aludido señaló que3  Los Oficiales y Suboficiales de las 
Fuerzas Militares solo podrán ser retirados por llamamiento a calificar servicios, cuando 
hayan cumplido los requisitos para tener derecho a la asignación de retiro.  (Negrilla 
fuera del texto original). 
 
De esta manera, procede el retiro por llamamiento a calificar servicios de los oficiales y 
suboficiales de las Fuerzas Militares cuando el respectivo servidor público ha cumplido con 
los requisitos necesarios para el reconocimiento de la asignación de retiro. Además, para 
el caso de los oficiales, excepto los de rango de general o de insignia, se requiere para el 
retiro, por ordenarlo el artículo 99 del decreto citado, concepto previo de la Junta Asesora 

                                                 
3 Ese es el texto con la modificado introducida por el artículo 25 de la Ley 1104 de 2006. 
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del Ministerio de Defensa. 
 
Lo anterior, porque conforme con la precitada jurisprudencia y, del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud, no se encuentran lo suficientemente acreditados los 
presupuestos para concluir en esta etapa procesal, en forma anticipada y ligera, que se 
deba acceder a la medida invocada. Aunado a lo anterior, el despacho considera que la 
medida cautelar deprecada no es procedente teniendo en cuenta que, el llamamiento a 
calificar servicios implica el ejercicio de una facultad discrecional que ejerce el gobierno 
nacional, dentro de un margen de oportunidad, necesidad y conveniencia,  para facilitar el 
relevo en la línea de jerarquía de las instituciones militares, de modo que permite el ascenso 
de algunos de sus miembros y conlleva también el retiro de otros, pero sin que este 
mecanismo se pueda equiparar a una sanción. 
 

Al respecto la Corte Constitucional en la sentencia C-072 de 19954 manifestó lo 

siguiente: 

 
…“calificar servicios", acepción que implica el ejercicio de una facultad discrecional que, si 
bien conduce al cese de las funciones del oficial o suboficial en el servicio activo, no significa 
sanción, despido ni exclusión infamante o desdorosa, sino valioso instrumento 
institucional de relevo dentro de la línea jerárquica en cuya virtud se pone término al 
desempeño de unos para permitir el ascenso y la promoción de otros, lo cual, en cuanto 
constituye ejercicio de una facultad inherente a la normal renovación del personal de los 
cuerpos armados y a la manera corriente de culminar la carrera oficial dentro de ellos, no 
puede equipararse con formas de retiro cuyos efectos son puramente laborales y 
sancionatorios, como la destitución. Tal atribución hace parte de las inherentes al ejercicio del 
poder jerárquico de mando y conducción de la fuerza pública, cuyas autoridades deben 
disponer de poderes suficientes para sustituir, en la medida de las necesidades y 
conveniencias, con agilidad y efectividad, al personal superior y medio de las jerarquías 
militares y de policía, con base en apreciaciones y evaluaciones de naturaleza institucional y 
según el cometido que les es propio.  

 

Bajo estos parámetros, el retiro por llamamiento a calificar servicios no es más que 
la materialización del poder de mando dentro de la fuerza pública que, por razones 
de necesidad y conveniencia, permite el relevo del personal tanto del mando 
superior como medio y, en palabras de esta corporación, atiende a un concepto de 
evolución institucional y permite un relevo dentro de la línea jerárquica de las fuerzas 
armadas, facilitando el ascenso y promoción del personal. 
 
FRENTE A LA DESVIACION DEL PODER 
 
Dentro de los elementos del acto administrativo, se destaca el elemento teleológico que 
hace referencia a los fines que se persiguen con su expedición. Así, el propósito de todo 
acto administrativo no lo fija la administración, sino el constituyente y el legislador, quienes 
lo entienden emitido para cumplir los fines previstos en el artículo 2 constitucional y 1º del 
CPACA, esto es, el buen servicio público, la buena marcha de la administración y el interés 
general. 
 
De lo anterior se deduce que el vicio de desviación de poder ocurre cuando la intención del 
empleado público al expedir el acto se aleja del interés general y del contenido de las 
normas que autorizan proferirlo. De este modo, se afecta el elemento teleológico del acto 
administrativo, ya que su propósito siempre ha de ser el previsto por el ordenamiento 
jurídico: el interés general. Según la doctrina «Hay desviación de poder cuando la 
administración utiliza una facultad otorgada por la ley, persiguiendo un fin distinto de aquél 
que se pretendía obtener cuando aquella atribuyó la competencia al órgano o funcionario 
público. 

                                                 
4 Magistrado ponente José Gregorio Hernández Galindo. 
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En este orden de ideas, la jurisprudencia y la doctrina han sido constantes en afirmar que 
esta causal se configura cuando el nominador dicta un acto que está dentro de sus 
atribuciones, observa las formalidades prescritas por la ley y se ajusta en sus términos a 
las normas superiores; sin embargo, al proferirlo, se tienen en cuenta motivos distintos de 
aquellos para los cuales se le confirió el poder, esto es, contrarios al buen servicio público 
a cargo de la entidad que representa. La desviación de poder se presenta, entonces, 
cuando la atribución de que está investido el funcionario se ejerce hacia un fin distinto del 
previsto en la ley. 
 
 
El Consejo de Estado en providencia de nueve (09) de julio de 2020, Radicación número: 
25000-23-42-000-2013-01241-01(2334-17), Actor: JUAN ANDRÉS ACOSTA PÉREZ, 
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA, ARMADA NACIONAL 
 
 

“…LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS - Buen desempeño no inhibe a la 
administración para el ejercicio de la facultad discrecional / DESVIACIÓN DE PODER 
– No configuración / CARGA DE LA PRUEBA  
 
Si bien es cierto que de la hoja de vida del señor Acosta Pérez se puede concluir que en 
servicio activo tuvo un desempeño tal que le hizo merecedor de múltiples felicitaciones y 
condecoraciones, ello no es un motivo que limite el ejercicio de la facultad discrecional de 
retirarlo por llamamiento a calificar servicios, puesto que esta no representa una sanción por 
un mal comportamiento, sino una herramienta válida que permite el relevo en la línea de 
jerarquía de las instituciones militares. En tal medida y por virtud de dicha prerrogativa, la 
institución militar puede ascender a unos miembros de la fuerza y retirar a otros, por razones 
de necesidad y de conveniencia. Ello debido a que no le es posible ascender a todos los que 
se encuentren en condiciones de ser ascendido, en tanto que la estructura de la entidad le 
impone límites, como el número de cargos. La decisión, entonces, debe atender situaciones 
que no se enmarcan solo en el buen desempeño y debe estar fundada en los requisitos que 
exigen los artículos 99, 100 y 103 del Decreto 1790 de 2000, según se expuso en el capítulo 
precedente. (…). En relación con el segundo punto del recurso, esto es, que se prefirió a 
otros oficiales de menor preparación para que continuaran en el servicio, la Sala no 
encuentra prueba de lo aseverado por el señor Acosta Pérez, puesto que, aunque su hoja 
de vida da cuenta de que contaba con un título de pregrado, una especialización, diplomados 
y diversos cursos en instituciones nacionales e internacionales, no se allegó la prueba de 
que los ascendidos tuvieran una hoja de vida inferior o de que sus ascensos se debieron a 
motivos ajenos al servicio. En efecto, en el expediente no reposa ningún documento que le 
permita a la Sala tener certeza si lo afirmado por el demandante es cierto. No se allegaron 
ni siquiera las hojas de vida de los ascendidos, de modo que pudiera compararse su 
desempeño con el del señor Acosta Pérez; tampoco existen medios de prueba que den 
cuenta de que la decisión pudo obedecer a favoritismos respecto de otros menos 
preparados. Así las cosas, el demandante incumplió su deber de probar que el acto contiene 
motivaciones ocultas, distintas a las previstas en los artículos 99, 100 y 103 del Decreto 1790 
de 2000, por lo que la presunción de legalidad del Decreto 1412 del 29 de junio de 2012 no 
fue desvirtuada…” 
 

 
En tal medida observa el Despacho, que la institución militar puede ascender a unos 
miembros de la fuerza y retirar a otros, por razones de necesidad y de conveniencia. Ello 
debido a que no le es posible ascender a todos los que se encuentren en condiciones de 
ser ascendido, en tanto que la estructura de la entidad le impone límites, como el número 
de cargos.  

 

La decisión, entonces, debe atender situaciones que no se enmarcan solo en el buen 
desempeño y debe estar fundada en los requisitos que exigen los artículos 99, 100 y 103 
del Decreto 1790 de 2000, anteriormente expuesto. 
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Así las cosas, es menester señalar que el Despacho en principio no evidencia que la 
decisión adoptada por la entidad demandada haya trasgredido manifiestamente las normas 
superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera sumariante la existencia del perjuicio 
irremediable alegado, por lo que deviene, ineludiblemente, negar la suspensión provisional 
aquí solicitada. De otro lado, se señala enfáticamente que la presente decisión no comporta 
prejuzgamiento alguno.  
 
Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: NEGAR la medida de suspensión provisional solicitada, por las razones 
expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
KHP 

 

    
 

 
                             

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de     Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

    
                           CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN 

ESTADOS    ELECTRÓNICOS  
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JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
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partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE 
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https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


Expediente 2019-00268 
Demandante: José Vergara Orozco 

Demandada: Nación-Mindefensa-Armada Nacional 
 

9 

 

 

Código de verificación: 

85f72fc2dbb9f6788c15add96076ac55b5421e5cb7b9363f4eda246e4e89cd9d 
Documento generado en 17/11/2020 09:26:03 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2) del artículo 233 de la Ley 1437 de 2011, 
ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida cautelar. 
 

ANTECEDENTES. 
 
El 22 de mayo de 2019, la señora BARBARA RAMIREZ RODRIGUEZ radicó demanda 
en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL  - UGPP, mediante 
la cual pretende se ordene pagar a favor de la ejecutante el saldo pendiente del 
retroactivo pensional de la liquidación de la pensión de vejez, los intereses moratorios del 
saldo pendiente a por pagar desde el 01 de agosto de 2018 hasta la fecha en que se 
efectúe el pago, así mismo, se ordene el pago a la entidad ejecutada las costas y 
agencias en derecho del proceso de nulidad y restablecimiento de derecho.  
 
En escrito separado el apoderado de la parte actora, solicitó el embargo y secuestro de 
cuentas bancarias que se encuentren a nombre de la ejecutada UNIDAD DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES - UGPP (fl.2vto). 
 
Mediante auto de fecha 12 de noviembre de 2019, este Despacho ordenó oficiar a las 
entidades bancarias relacionadas en auto precedente con el fin que suministren la 
información acerca de la existencia de cuentas de ahorro y cuentas corrientes a nombre 
de la ejecutada UGPP (fl.3). 
 

DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 
 
El demandante solicitó el embargo y secuestro de los dineros que la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones parafiscales de la 
protección social, posea en cuentas de ahorro, CDTS, o depósitos, siendo procedente 
dicha solicitud en atención a la Circular 032 de 06 de agosto de 2012 de la 
Superintendencia Financiera estableció que las órdenes de embargo que recaigan sobre 
recursos inembargables, recibidas en los establecimientos de crédito, deberán acatar el 
mandato judicial.  
 
DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
La entidad demandada mediante escrito radicado el 10 de diciembre de 2019, presentó 
oposición a la medida cautelar solicitada (fls.52-55), argumentando que en materia pensional, 
el pago de las mesadas liquidadas por la UGPP no se realiza con cargo a recursos 
públicos propios de la entidad, sino con los recursos parafiscales del Sistema General de 
Pensiones que le son asignados al FONDO DE PENSIONES PUBLICAS DEL NIVEL 
NACIONAL – FOPEP, como una cuenta de la nación adscrita al Ministerio de Trabajo 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00312-00 

DEMANDANTE: BARBARA RAMIREZ RODRIGUEZ 

DEMANDADO(A): UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES - UGPP 

MEDIO DE 
CONTROL: 

EJECUTIVO - LABORAL  
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cuyos recursos se administran mediante encargo fiduciario, resaltando que dicho fondo 
sustituyo a Cajanal respecto al pago del pago de las pensiones de vejez, de jubilación, de 
invalidez y de sustitución o de sobreviviente. 
 
Agregando que, la UGPP le corresponde reconocer los derechos pensionales y 
prestaciones económicas a cargo de las administradoras exclusivas de de servidores 
públicos de régimen de prima media del orden nacional o de las entidades públicas de 
ordena nacional que se encuentren en proceso de liquidación, resaltando que los recursos 
públicos de la UGPP, no corresponden a dineros del Sistema de Seguridad Social, 
además de estar amparados por la protección constitucional y legal de inembargabilidad 
por corresponder a rentas incorporadas en el presupuesto general de la nación.  
 
Indicó que, la UGPP se encuentra identificada con la sección presupuestal 131401 y sus 
rentas y recursos independientes de la denominación presupuestal o de la cuenta 
bancaria estando incorporadas en el Presupuesto General de la Nación.  
 
Concluyendo que los dineros depositados en las cuentas bancarias que se pretenden 
embargar a nombre de la UGPP no son dineros de la seguridad social, pues los mismos 
corresponden a recursos del prepuestos general de la nación que tiene carácter de 
inembargables, solicitando se niegue el decreto de las medidas cautelares.  
 

 
CONSIDERACIONES: 

 
I. DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  
 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto 
admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte 
debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para 
proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la 
sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la 
defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de 
tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se 
regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio.”. 
 

II. DE LOS REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 
 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus 
efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda 
o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja 
del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas 
con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del 
derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos 
sumariamente la existencia de los mismos. 
 

En atención que la medida cautelar es diferente a la suspensión provisional del acto 
administrativo en razón a que lo que solicita la ejecutante es el embargo y secuestro de 
unas cuentas bancarias que aparezca como titular la ejecutada UGPP; la misma deberá 
cumplir con unos requisitos1, a saber:  

                                                 
1 Consejo de Estado, auto 2013-00044  del 25 de agosto  de 2017,  
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En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran 
los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos 
y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de 
intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida 
cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 
efectos de la sentencia serían nugatorios. 

 

Así, acorde con la situación fáctica y el acervo probatorio allegado con la demanda, 
considera este Juzgador que en el presente evento no  reúnen a plenitud los anteriores 
requisitos debido a que el actor no realizó ninguna fundamentación fáctica, que permita 
establecer un perjuicio más gravoso al que presenta actualmente y al no encontrarse 
acreditados presupuestos para concluir en esta etapa procesal, de forma anticipada y 
ligera, que se deba acceder a la medida invocada, máxime cuando se debe establecer por 
este Despacho en la sentencia que en derecho se dicte al interior del presente proceso.  
 
En ese orden de ideas, este Juzgado considera que, para lograr establecer la 
configuración de alguna causal diferente a la suspensión del acto administrativo, es decir, 
causales  de nulidad de aquél, estas deben ser expuestas con detalle al Despacho, ya 
que la decisión de conceder o no la medida cautelar, debe estar inicialmente sujeta de la 
argumentación fáctica y jurídica expuesta en el escrito de solicitud, con la finalidad de 
demostrar y llevar al convencimiento a la autoridad judicial y no simplemente solicitar la 
medida cautelar sin argumentos, ya que y, tal como manda el artículo 306 del CPACA, 
existe norma especial contenciosa administrativa  que es concurrente y complementa las 
normas sobre embargo de bienes del CGP.  
 
Respecto de las medidas cautelares se ha entendido doctrinariamente que las mismas 
buscan precaver y prevenir las contingencias que puedan sobrevenir sobre las personas o 
los bienes, o sobre los medios de prueba mientras se inicia un proceso o se adelanta Y 
sobre la determinación de los bienes objeto de la medida cautelar, conforme lo indicado 
en el artículo 83 CGP, el Consejo de Estado ha tenido la oportunidad de pronunciarse, 
acogiendo las consideraciones expuestas por la doctrina nacional, ha considerado:  
 

“En relación con el requisito de que trata el inciso cuarto del artículo 76 debe 
advertirse que la expresión referente a la determinación de los bienes implica, no sólo 
para este caso sino siempre que se pidan medidas cautelares, que se den los datos más 
precisos posibles para poder identificar los bienes respecto de los cuales van a recaer las 
medidas... 2 ”. El requerimiento anterior deviene de las diferentes prohibiciones sobre los 
bienes que no son objeto de medidas ejecutivas, tal y como lo consagra el artículo 594 del 
Código General del Proceso, que al respecto dispone: 
 

“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes 
inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se 
podrán embargar: 1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el 
presupuesto general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 
sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad social. 2. Los 
depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en el monto 
señalado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos alimentarios. 
3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando este se 
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preste directamente por una entidad descentralizada de cualquier orden, o por 
medio de concesionario de estas; pero es embargable hasta la tercera parte de los 
ingresos brutos del respectivo servicio, sin que el total de embargos que se 
decreten exceda de dicho porcentaje 

 
Evidenciando la constancia de la ejecutada UGPP2 en donde aclara que las cuentas 
corrientes bancarias autorizadas son utilizadas de forma exclusiva para depositar los 
recursos que la Dirección del Tesoro Nacional asigna a la entidad para el pago de los 
impuestos nacionales y distritales y todos los pagos y obligaciones son pagados 
directamente por el Ministerio de Hacienda y Crédito Publico por cuanto a que el 
presupuesto asignado a la entidad corresponde a Recursos Nación del Presupuesto 
Nacional, rubro que no es para pagar pensiones por no corresponder al Sistema de 
Seguridad Social.  
 
Por lo anterior, y en atención a que no es posible para esta instancia determinar si los 
bienes sobre los cuales se solicita la medida de embargo, pueden ser o no objeto de la 
misma, y vencido el término concedido a la parte ejecutante para que realizará la 
determinación de los bienes objeto de la misma, lo procedente es negar la medida 
cautelar con carácter de previa de embargo y secuestro de los bienes relacionados a 
folios 1 del cuaderno de medidas cautelares. 
 
Así las cosas, es menester señalar que el Despacho en principio no evidencia que la 
decisión adoptada por la entidad demandada haya trasgredido manifiestamente las 
normas superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera sumariante la existencia de un 
perjuicio irremediable, o que de no darse la medida los efectos de la sentencia sean 
nugatorios,  por lo que deviene, ineludiblemente, negar la medida cautelar de embargo y 
secuestro de las cuentas bancarias en donde es titular la entidad ejecutada UGPP aquí 
solicitada. 
 
Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la medida cautelar de embargo y secuestro de los bienes 
relacionados a folios 1 del cuaderno de medidas cautelares, de conformidad con la 
parte motiva de esta providencia. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

 

 

 

Ampm 

 

 

 

 

 

 

                                                 
2 Folio 36 -38 C- Medida catelar  
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Bogotá D.C., Diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

Se decide sobre la documental presentada por la U.A.E DE GESTION 

PENSIONAL - UGPP, por medio del cual presentó convocatoria para celebrar 

Acuerdos de pago para obtener cancelación de los saldos pendientes que existan 

a favor de la ejecutante BARBARA RAMIREZ RODRIGUEZ.  

  

Teniendo en cuenta lo anterior, por Secretaría póngase en conocimiento a la 

parte actora de la propuesta de acuerdo de pago aportado por la parte ejecutada, 

para que en el término de diez (10) días, se manifieste respecto si tiene el interés 

de iniciar los trámites y voluntad para celebrar Acuerdos de Pago sobre las 

obligaciones, con el objeto de solucionar las acreencias judiciales que la Entidad 

ejecutada tenga pendiente por cancelar al 25 de mayo de 2019. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00312-00 

DEMANDATE: BARBARA RAMIREZ RODRIGUEZ 

DEMANDADO: U.A.E DE GESTION PENSIONAL - UGPP 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

EXPEDIENTE: 11001-33-35-025-2019-00312-00 

DEMANDANTE: BARBARA RAMIREZ RODRIGUEZ  

DEMANDADA: 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES  DE 
LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 

MEDIO DE CONTROL: Ejecutivo – Cumplimiento de sentencia 

 
 I. OBJETO. 

 
Se procede a resolver el recurso de reposición, interpuesto por el apoderado de la entidad 
ejecutada (fls.56-64) contra el auto proferido el veinte (20) de noviembre de dos mil 
diecinueve (2019), mediante el cual se libró mandamiento de pago (fls. 42-44vto). 

 
II. NORMATIVIDAD APLICABLE 

 
El artículo 318 del Código General del Proceso, respecto del recurso de reposición 
dispuso:  
 

“Artículo 318. Procedencia y oportunidades. Salvo norma en contrario, el 
recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del 
magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen. 
 
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso de 
apelación, una súplica o una queja. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, 
en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se 
pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito 
dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto. (…)” 

 
III. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

 
El apoderado de la entidad ejecutada frente a la decisión adoptada por el Despacho 
discrepó al considerar que en el presente caso no solo operó el fenómeno jurídico de la 
caducidad de la acción ejecutiva que señala el literal k) del artículo 164 del CPACA sino 
además la falta de requisitos formales del título, falta de legitimación en la causa por 
pasiva en razón a la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
condeno el pago de la reliquidacion de la mesada pensional a la CAJA DE PREVISION 
SOCIAL, sin referirse sobre la entidad ejecutada.   

 
V. DECISIÓN 

 
El Despacho encuentra, que el auto recurrido fue notificado en estado del 22 de 
noviembre de 2019, tal y como consta a folio 44 del expediente, de tal manera que la 
parte ejecutante tenía plazo para presentar el respectivo recurso de reposición hasta el 
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día 27 de noviembre de 2019, situación que no ocurrió, pues a folio 56, se observa que 
la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos recibió el memorial contentivo del 
recurso de reposición el día 10 de diciembre de 2019, es decir que el mismo fue 
presentado por fuera del término establecido en el precitado artículo 318 del Código 
General del Proceso, razón por la cual se rechazará por extemporáneo.  
 
Se reconoce personería adjetiva a la abogada JESSICA ALEJANDRA POVEDA 
RODRIGUEZ, identificado con cédula de ciudadanía 1.075.664.334 de Zipaquirá y T.P. 
259.322 del C.S.J., como apoderada sustituta de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES  DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP,en los términos y para los efectos del poder general 
conferido en los folios 70-76 y 272 del expediente y en su defecto se acepta la revocatoria 
de poder en sustitución de la doctora JOHANA PATRICIA MALDONADO VALLEJO. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
 
 
 

ampm 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Se resuelve sobre la fijación de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), el cual dispone: 

 
“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la demanda o de 

la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 

audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 

 

 

1. Oportunidad. La audiencia se llevará a cabo bajo la dirección del Juez o 

Magistrado Ponente dentro del mes siguiente al vencimiento del término de traslado 

de la demanda o del de su prórroga o del de la de reconvención o del de la 

contestación de las excepciones o del de la contestación de la demanda de 

reconvención, según el caso. El auto que señale fecha y hora para la audiencia se 

notificará por estado y no será susceptible de recursos.” –Subrayado fuera de texto- 

 

 

FIJACIÓN DE AUDIENCIA INICIAL. 

 

Antecedentes. 

 

A través de auto de fecha 7 de noviembre de 2019 (fol.308), el Despacho admitió la 

presente demanda, la cual fue notificada personalmente a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. 

 

La(s) parte(s) demandada(s) dentro del término de traslado correspondiente 

contestó la demanda,  constituyó apoderado no obstante mediante memorial 

allegado al despacho renunció a poder, razón por la cual se aceptó la 

renuncia de poder presentada en el auto que resolvió las excepciones 

previas.  

 

Análisis del Despacho. 

 

Una vez analizada la presente actuación, y atendiendo a que se efectuaron todas 

las notificaciones personales de la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00360-00 

ACTOR(A): JULIANA PATIÑO PACHECO  

DEMANDADO(A): SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
OCCIDENTE E.S.E.  

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 2019-00360-00 
Demandante: JULIANA PATIÑO PACHECO 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

Defensa Jurídica del Estado, le corresponde a este Despacho dar aplicación a lo 

ordenado en el numeral 1º del citado artículo 180 del CPACA, no sin antes advertir 

a los apoderados de las partes intervinientes, las siguientes disposiciones legales, 

relacionadas con la asistencia obligatoria a la misma y las consecuencias de su no 

comparecencia.  

 

Al respecto, el numeral 2º del artículo 180 Ibídem, establece: 

  
“2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. 

También podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la audiencia, 

salvo su aplazamiento por decisión del Juez o Magistrado Ponente.” –Subrayado 

fuera de texto- 

 

Además, el numeral 4º, consagra claramente: 

 
4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la audiencia 

sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes. –Subrayado fuera de texto- 

 

Este Despacho exhorta igualmente a la(s) parte(s) demandada(s), que si hubiese 

lugar, formule oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, 

previa aprobación del Comité de Conciliación, según lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 95 del CPACA y, allegue la respectiva acta de dicho Comité, para surtir 

la conciliación judicial. 

 

Se advierte a la(s) parte(s) demandada(s) que el incumplimiento al numeral 4º y 

parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), da lugar a falta disciplinaria gravísima 

del funcionario encargado del asunto; en este caso, se pondrá en conocimiento 

inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de su 

competencia. 

 

Finalmente, se pone de presente a las partes que como consecuencia de las 

medidas adoptadas con ocasión de la declaratoria del estado de emergencia y en 

general por la pandemia, como medida de organización del Juzgado ante la 

virtualidad se dispuso la creación de correo electrónico 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co con el fin de atender 

exclusivamente situaciones relacionadas con las audiencias que se encuentren 

calendadas, en aspectos tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados de las 

partes y también con el fin de enviarles de forma efectiva el link a través del cual 

se llevara a cabo la audiencia.  

 

Conforme a lo anterior, este Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: Téngase por CONTESTADA la demanda por la SUBRED 

INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E. 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co


N.R.D. 2019-00360-00 
Demandante: JULIANA PATIÑO PACHECO 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

SEGUNDO: Señálese el día 11 de diciembre de 2020, a las 9:30 a.m, para 

efectos de llevar a cabo audiencia inicial, conforme al numeral 1º del artículo 180 

del CPACA.  

 

TERCERO: Prevenir a las partes, a los terceros interesados y al Ministerio 

Público, que pueden asistir a la audiencia inicial, sin embargo, será de carácter 

obligatorio la asistencia de los apoderados de las partes. Además, se conmina a 

las partes a que aporten las pruebas que puedan obtener mediante derecho 

de petición, tal como lo prescribe el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P, 

acompasado con el artículo 173 ìdem. 

 
CUARTO: Prevenir a las partes que la inasistencia a esta audiencia, no impide su 

realización, y la justificación por la no comparecencia sólo es causal exonerativa 

de las consecuencias pecuniarias adversas que se hubiesen derivado de la 

inasistencia en relación a los apoderados de las partes. 

 

QUINTO: En la misma audiencia se fijará fecha y hora para llevar a cabo la de 

pruebas, pero se podrá prescindir de esta etapa, cuando el asunto sea de puro 

derecho, se hayan aportado o recaudado la totalidad de las pruebas, o no sea 

necesaria su práctica, para lo cual se dará aplicación al inciso final del artículo 179 

Ibídem, dando la oportunidad para alegar de conclusión y se procederá a dictar 

sentencia oral, la cual se notificará por estrados a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes, de conformidad con lo establecido en los artículos 202 del CPACA y 

291 del CGP. 

 

SEXTO: En caso de incumplimiento a lo ordenado en el numeral 4º y parágrafo 1º 

del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), por parte de la(s) demandada(s), se pondrá en 

conocimiento inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de 

su competencia. 

 

SÉPTIMO: Contra la decisión de fijar fecha no procede ningún recurso, de 

acuerdo a lo establecido en el numeral 1º del artículo 180 del CPACA. 

 

OCTAVO: Instar a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que 

alleguen la documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados, solo 

en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día antes de la realización 

de la audiencia fijada en la presente fecha al correo 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les indica 

que a través del este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual LIFESIZE, 

aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la audiencia a través 

de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link  https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm

7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8 contentivo del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.  

 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8


N.R.D. 2019-00360-00 
Demandante: JULIANA PATIÑO PACHECO 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

NOVENO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 

digital, que podrá ser consultado aquí1. 

Por Secretaria, notifíquese el presente auto por estado electrónico 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

LYGM 

 

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, escanee 
el siguiente código QR:   

  

CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS ELECTRÓNICOS  
  

 

                                 

 

 

                                                           
1 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/ErRauxlJqbpHvnSvWweTr7sBvQkXV1ZlrcWkoe1HccrtpA?e=XkSbIO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
Sería del caso programar la audiencia inicial contemplada en el artículo 180 del 
CPACA, no obstante, el Despacho vislumbra que de conformidad con el artículo 13.1 
del Decreto Legislativo 806 de 2020, es deber de cada juzgador dictar sentencia 
anticipada1 “[a]ntes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. Caso en el cual correrá traslado para 
alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 
1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito”. Dicha normativa de orden 
procesal es de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento [art. 13 

CGP]. 
 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la presente controversia ya obran en el 

expediente las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo y no se hace 

necesaria la práctica de otros medios de prueba; y que aquellas fueron solicitadas, 

aportadas y conocidas por las partes en alguna de las oportunidades previstas en el 

artículo 212 del CPACA, en esta oportunidad es procedente dar aplicación al Decreto 

Legislativo aludido y dictar sentencia anticipada. 

 

No obstante, en amplia garantía del derecho al debido proceso de los implicados y 

como una medida de dirección procesal [art. 29 CP y art. 42.1 CGP], previo a correr traslado 

para alegar de conclusión, el Juzgado identificará e incorporará los medios de prueba 

que conformarán el material de evidencia para la solución de la controversia, 

probanzas que, aunque ya son conocidas por las partes, estarán disponibles para ser 

consultadas en medio digital, a través del hipervínculo respectivo. Así mismo, el 

Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo normado por el 

artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

                                                 
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00372-00 

DEMANDANTE: VICTOR HERNANDO CAMPIÑO MORENO 

DEMANDADO(A): 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
POLICÍA NACIONAL-CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICÍA NACIONAL. 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20806%20DEL%204%20DE%20JUNIO%20DE%202020.pdf
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
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PRIMERO: TÉNGASE POR NO CONTESTADA la demanda, por parte de la 
NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL, por cuanto 
se presentó extemporánea. 
 
SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar al abogado EDWIN SAÚL 
APARICIO SUÁREZ, identificado con cédula de ciudadanía N° 1.090.389.916 de 
Cúcuta y T.P. N° 319.112 del C.S. de la J., como apoderado de la NACIÓN-
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL. 
 
TERCERO: TÉNGASE POR NO CONTESTADA la demanda, por parte de la CAJA 
DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL. 
 
CUARTO: Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 
proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 13.1 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020. 
 
QUINTO: Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que la 
ley les otorga, las siguientes: 
 

2.1. Por la parte demandante: 

a. Constancia de Conciliación Extrajudicial. [fs. 32]. 

b. Reclamación radicada ante el Director de la Policía Nacional, el 08 de junio de 

2018. (fs.34-37) 

c. Reclamación presentada ante CASUR, el 13 de junio de 2018. (fs.38-41) 

d. Copia del Oficio E-01524-201813480-CASUR de 13 de julio de 2018, a través 

del cual CASUR negó la solicitud de reliquidación [Fl.42]. 

e. Hoja de servicios del demandante. (fol.43) 

f. Copia de la resolución N° 3493 del 08 de mayo de 2013, por medio de al que 

se reconoce y ordena el pago de asignación mensual de retiro al demandante. 

(fs.44). 

g. Desprendible de pago de asignación de retiro del demandante. (fl.45) 

h. Copia de la certificación emitida por la Función Pública de fecha 29 de mayo 

de 2019, por medio de la que se establece el promedio ponderado de salarios 

de los servidores de la administración central para los años 1997 a 2004. (fs. 46-

47) 

i. Informe veeduría ciudadana delegada para la Policía Nacional. (fs.48-64) 

j. Copia oficio 037025 del 1 de julio de 2018, por medio del que la Policía 

Nacional donde le indican que solo son competentes para liquidar los haberes 

del personal activo de la Policía Nacional. (fs.64ª) 

 

SEXTO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 
Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 
digital, que podrá ser consultado aquí2. 
  

SÉPTIMO: Alegatos de Conclusión: CORRER traslado común a las partes por el 
término de diez (10) días siguientes a la fecha de notificación de la presente 
providencia, a fin de que se sirvan rendir sus alegatos de conclusión.  
 
El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 
dentro del término dispuesto en el párrafo anterior.  
 

                                                 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EexWlCta1zJLrTAAbeIK4gkBzwd32bmOLYfcvyobVRDSQw?e=STbQag  

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EexWlCta1zJLrTAAbeIK4gkBzwd32bmOLYfcvyobVRDSQw?e=STbQag
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EexWlCta1zJLrTAAbeIK4gkBzwd32bmOLYfcvyobVRDSQw?e=STbQag
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OCTAVO: Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será 
proferida por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la 
oportunidad para alegar de conclusión. 
 
NOVENO: Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

LYGM 
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

677fec72740546e67643dd9865d4da3fe4a9142362270f72ad21b90a68497fa3 

 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre 

DE 2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

  
 

 

 

 

_______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 
 

 

 

Para ingresar al micrositio web del 

Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 
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CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN 

EN ESTADOS ELECTRÓNICOS   

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, sin que la parte accionada hubiere 

contestado la misma y habiéndose superado la suspensión de términos dispuesta por 

el Consejo Superior de la Judicatura entre el 16 de marzo y el 30 de junio de 20201, 

se hace necesario continuar con el trámite de la demanda. 

 

Estudiado el expediente, en principio sería del caso citar a las partes a audiencia 
inicial, sin embargo, el Despacho vislumbra que de conformidad con el artículo 13.1 
del Decreto Legislativo 806 de 2020, es deber de cada juzgador dictar sentencia 
anticipada2 “[a]ntes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. Caso en el cual correrá traslado para 
alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 
1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito”. Dicha normativa de orden 
procesal es de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento [art. 13 

CGP]. 
 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la presente controversia ya obran en el 

expediente las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo y no se hace 

necesaria la práctica de otros medios de prueba; y que aquellas fueron solicitadas, 

aportadas y conocidas por las partes en alguna de las oportunidades previstas en el 

artículo 212 del CPACA, en esta oportunidad es procedente dar aplicación al Decreto 

Legislativo aludido y dictar sentencia anticipada. 

 

No obstante, en amplia garantía del derecho al debido proceso de los implicados y 

como una medida de dirección procesal [art. 29 CP y art. 42.1 CGP], previo a correr traslado 

para alegar de conclusión, el Juzgado identificará e incorporará los medios de prueba 

que conformarán el material de evidencia para la solución de la controversia, 

probanzas que, aunque ya son conocidas por las partes, estarán disponibles para ser 

consultadas en medio digital, a través del hipervínculo respectivo. Así mismo, el 

                                                 
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00374-00 

DEMANDANTE: AMANDA PINTO PINTO 

DEMANDADO(A): 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQuQvbONY8JBqdYvvcR_aGgBDOYgvD6u6HsUiemMI3CIhA?e=9SnTMT
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20806%20DEL%204%20DE%20JUNIO%20DE%202020.pdf
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
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Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo normado por el 

artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TÉNGASE POR NO CONTESTADA la demanda, por parte de la 
NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
SEGUNDO: Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 
proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 13.1 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020. 
 
TERCERO: Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 
la ley les otorga, las siguientes: 
 

2.1. Por la Parte Demandante: 

a. Petición del 11 de diciembre de 2018, mediante la cual solicitó el 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria (PP.23-26 pdf). 

b. Resolución 7809 del 14 de agosto de 2018 mediante la cual se reconoció la 

cesantía parcial a la accionante (pp.28-30 pdf). 

c. Constancia de pago del BBVA de la cesantía parcial (p. 31) 

d. Constancia conciliación extrajudicial (pp.32-38 pdf) 
 

2.2. Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio: 

a. No contestó la demanda. 

 
CUARTO: Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 
Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 
digital, que podrá ser consultado aquí3. 
 
QUINTO: Alegatos de Conclusión: CORRER traslado común a las partes por el 
término de diez (10) días siguientes a la fecha de notificación de la presente 
providencia, a fin de que se sirvan rendir sus alegatos de conclusión.  
 
El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 
dentro del término dispuesto en el párrafo anterior.  
 
SEXTO: Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será 
proferida por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la 
oportunidad para alegar de conclusión. 
 
SÉPTIMO: Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

                                                 
3 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/ElPcD0dHG1lAj2hPuHhtbbcBYS6rWS7YW60CoEwcxY6Rmw?e=EOYki3 

 

 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/ElPcD0dHG1lAj2hPuHhtbbcBYS6rWS7YW60CoEwcxY6Rmw?e=EOYki3
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/ElPcD0dHG1lAj2hPuHhtbbcBYS6rWS7YW60CoEwcxY6Rmw?e=EOYki3


Radicación núm. 2019-00374 
 

Demandante: Amanda Pinto Pinto 
Demandada: FOMPREMAG 

 

Página 3 de 3 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

  

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

LYGM. 
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_______________________________________ 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss, 162 ss, del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) y de 
conformidad con lo previsto en los artículos 171 y 172 Ibidem, este Despacho ADMITE LA 

DEMANDA interpuesta por el señor HERNAN JIMENEZ YUNDA en contra de la CAJA 
DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES (CREMIL) En tal virtud, dispone: 
  
1. Notifíquese personalmente al(a) LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 

MILITARES (CREMIL), y por estado, a la parte actora.  
 
2. Notifíquese personalmente a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 

ESTADO1. 
 

3. Notifíquese personalmente al(a) AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO, destacado 
ante este Despacho. 

 
4. Córrase traslado a las entidades antes enunciadas y al Ministerio Público, por el 

término de treinta (30) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 de la 
Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 199 Ibidem, modificado por el 
artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. Por Secretaría, remítanse los documentos de 
que trata la parte final del inciso 5º del precitado artículo.  
 

5. Para efectos de surtir la notificación a las entidades demandadas, requiérase al 
apoderado de la parte demandante, conforme lo dispuesto en el artículo 6° del 
Decreto 806 de 2020, deberá cumplir con la carga procesal, atendiendo los 
requisitos formales:  

 
 

1. El demandante debe enviar por correo electrónico copia de la demanda y de sus 
anexos a los demandados.  Si no conoce el canal digital de la parte demandada, 
enviará la misma en físico mediante correo certificado. En cualquiera de los dos 
casos, debe allegar la constancia que así lo acredite. 
 

                                                 
1 Artículo 199. Notificación personal del auto admisorio y del mandamiento de pago a entidades públicas, al ministerio público, a 
personas privadas que ejerzan funciones públicas y a particulares que deban estar inscritos en el registro mercantil.…  
En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde sea demandada una entidad pública, deberá notificarse 
también a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los mismos términos y para los mismos efectos previstos en este 
artículo. En este evento se aplicará también lo dispuesto en el inciso anterior. 
La notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se hará en los términos establecidos y con la remisión de los 
documentos a que se refiere este artículo para la parte demandada. 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00452-00 

DEMANDANTE: HERMAN JIMENEZ YUNDA 

DEMANDADO(A): CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 
(CREMIL) 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2019-000452 
Demandante: Herman Jimenez Yunda 

Demandada: Cremil 

2. El demandante debe enviar por correo electrónico copia de la demanda y de sus 
anexos a los demandados.  Si no conoce el canal digital de la parte demandada, 
enviará la misma en físico mediante correo certificado. En cualquiera de los dos 
casos, debe allegar la constancia que así lo acredite. 
 

para lo cual se le concede un término máximo de cinco (05) días contados a partir de la 
ejecutoria del presente auto, para que la parte demandante acredite ante la secretaría de 
este Juzgado el envío a través del canal digital o del servicio postal autorizado, de: copia 
de la demanda, sus anexos y el auto admisorio de la misma, al: i.) Demandado, ii.) Agente 
del Ministerio Público y iii.) Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, tal 
como lo establece el inciso 5 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011.  
  
6. Efectuado lo anterior, la secretaría de este juzgado realizará notificación personal al 

buzón de notificaciones judiciales de las entidades en mención.   
 

7. PREVENIR a la parte demandante, que de no cumplir la carga anterior dentro de los 
treinta (30) días siguientes al término concedido en el numeral que precede ni en los 
quince (15) días posteriores, se entenderá desistida la demanda, quedará sin efectos 
la actuación y se procederá a su terminación, de conformidad con los incisos 1° y 2° 
del artículo 178 del CPACA y, eventualmente, se condenará en costas y perjuicios. 

8. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 
obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 
posterior. 

 
9. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las documentales 

que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 del artículo 162 de la 
Ley 1437 de 2011. 

 
10. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) ALFREDO 

FRANCISCO LANDINEZ MERCADO, identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía 
No. 77.010.539 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 50.951 del H. Consejo 
Superior de la Judicatura (Fl.7), del expediente digital. 

 
11. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo dispuesto en 

el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar con la contestación de la 
demanda el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación 
objeto del proceso. La inobservancia de este deber constituye falta disciplinaria 
gravísima del(os) funcionario(s) encargado(s) del asunto. Vencido el término de 
traslado, si no se allegaren los antecedentes administrativos, por Secretaría 
requiérase, por una sola vez, a la(s) accionada(s) para que en forma inmediata 
envíe(n) la mencionada documentación, so pena de compulsar copias a la instancia 
disciplinaria respectiva. 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

 

 

KHP 



N.R.D. 2019-000452 
Demandante: Herman Jimenez Yunda 

Demandada: Cremil 
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https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Sería del caso programar la audiencia inicial contemplada en el artículo 180 del 
CPACA, no obstante, el Despacho vislumbra que de conformidad con el artículo 13.1 
del Decreto Legislativo 806 de 2020, es deber de cada juzgador dictar sentencia 
anticipada1 “[a]ntes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro 
derecho o no fuere necesario practicar pruebas. Caso en el cual correrá traslado para 
alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 
1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito”. Dicha normativa de orden 
procesal es de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento [art. 13 

CGP]. 
 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la presente controversia ya obran en el 

expediente las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo y no se hace 

necesaria la práctica de otros medios de prueba; y que aquellas fueron solicitadas, 

aportadas y conocidas por las partes en alguna de las oportunidades previstas en el 

artículo 212 del CPACA, en esta oportunidad es procedente dar aplicación al Decreto 

Legislativo aludido y dictar sentencia anticipada. 

 

No obstante, en amplia garantía del derecho al debido proceso de los implicados y 

como una medida de dirección procesal [art. 29 CP y art. 42.1 CGP], previo a correr traslado 

para alegar de conclusión, el Juzgado identificará e incorporará los medios de prueba 

que conformarán el material de evidencia para la solución de la controversia, 

probanzas que, aunque ya son conocidas por las partes, estarán disponibles para ser 

consultadas en medio digital, a través del hipervínculo respectivo. Así mismo, el 

Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo normado por el 

artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 
 
 
 
 

                                                 
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00453-00 

DEMANDANTE: JUAN BAUTISTA CAMACHO HURTADO 

DEMANDADO(A): 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20806%20DEL%204%20DE%20JUNIO%20DE%202020.pdf
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/EQsY_Sc_6rNFuVKVUwRnGM8BhewYpWB6CyNRfN0HufRpVA?e=MAeziu


Radicación núm. 2019-00453 
 

Demandante: Juan Bautista Camacho 
Demandada: Ejército Nacional 

 

Página 2 de 3 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TÉNGASE POR NO CONTESTADA la demanda, por parte de la 
NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJÉRCITO NACIONAL. 
 
SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar a la abogada LUISA XIMENA 
HERNÁNDEZ PARRA, identificada con cédula de ciudadanía N° 52.386.018 y T.P. 
N° 139.800 del C.S. de la J., como apoderada de la NACIÓN-MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL-EJÉRCITO NACIONAL. 
 
TERCERO: Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 
proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 13.1 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020. 
 
CUARTO: Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 
la ley les otorga, las siguientes: 
 

2.1. Por la parte demandante: 

a. Copia del oficio OFI19-58310, por medio de que la demandada niega la 

reliquidación. [p37-38 pdf.]. 

b. Resolución N° 10449 del 18 de julio de 1996, por la cual se reconoce y ordena 

el pago de prestaciones sociales, consolidadas por el retiro del trabajador 

oficial del Ejército Nacional. (pp.39-43 pdf) 

c. Certificado de tiempo de servicios del demandante. (p.45 pdf). 

 
QUINTO: Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 
Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 
digital, que podrá ser consultado aquí2. 
 
SEXTO: Alegatos de Conclusión: CORRER traslado común a las partes por el 
término de diez (10) días siguientes a la fecha de notificación de la presente 
providencia, a fin de que se sirvan rendir sus alegatos de conclusión.  
 
El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 
dentro del término dispuesto en el párrafo anterior.  
 
SÉPTIMO: Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será 

proferida por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la 

oportunidad para alegar de conclusión. 

 
OCTAVO: Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

LYGM 

                                                 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZgUrwrfT0tDnPNdiQIADl4BFkyu1V44zvm3oCAcgT3p-w?e=wWlx5R  

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZgUrwrfT0tDnPNdiQIADl4BFkyu1V44zvm3oCAcgT3p-w?e=wWlx5R
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/lgrijalm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EZgUrwrfT0tDnPNdiQIADl4BFkyu1V44zvm3oCAcgT3p-w?e=wWlx5R
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Demandada: Ejército Nacional 
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Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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Documento generado en 17/11/2020 09:26:21 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre 

DE 2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

  
 

 

 

 

_______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 
 

 

 

Para ingresar al micrositio web del 

Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, 

escanee el siguiente código QR: 
 

 
 

CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN 

EN ESTADOS ELECTRÓNICOS   

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Se resuelve sobre la fijación de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), el cual dispone: 

 
“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la demanda o de 

la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 

audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 

 

 

1. Oportunidad. La audiencia se llevará a cabo bajo la dirección del Juez o 

Magistrado Ponente dentro del mes siguiente al vencimiento del término de traslado 

de la demanda o del de su prórroga o del de la de reconvención o del de la 

contestación de las excepciones o del de la contestación de la demanda de 

reconvención, según el caso. El auto que señale fecha y hora para la audiencia se 

notificará por estado y no será susceptible de recursos.” –Subrayado fuera de texto- 

 

 

FIJACIÓN DE AUDIENCIA INICIAL. 

 

Antecedentes. 

 

A través de auto de fecha 12 de diciembre de 2019 (fol.151), el Despacho admitió la 

presente demanda, la cual fue notificada personalmente a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. 

 

La(s) parte(s) demandada(s) dentro del término de traslado correspondiente 

contestó la demanda, y constituyó apoderado a quien habrá de reconocerle 

personería. 

 

Análisis del Despacho. 

 

Una vez analizada la presente actuación, y atendiendo a que se efectuaron todas 

las notificaciones personales de la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, le corresponde a este Despacho dar aplicación a lo 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00499-00 

ACTOR(A): MARÍA ALEJANDRA OSPINA ALZATE   

DEMANDADO(A): SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
OCCIDENTE ESE  

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 2019-00499-00 
Demandante: MARÍA ESPERANZA OSPINA ALZATE 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

ordenado en el numeral 1º del citado artículo 180 del CPACA, no sin antes advertir 

a los apoderados de las partes intervinientes, las siguientes disposiciones legales, 

relacionadas con la asistencia obligatoria a la misma y las consecuencias de su no 

comparecencia.  

 

Al respecto, el numeral 2º del artículo 180 Ibídem, establece: 

  
“2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. 

También podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la audiencia, 

salvo su aplazamiento por decisión del Juez o Magistrado Ponente.” –Subrayado 

fuera de texto- 

 

Además, el numeral 4º, consagra claramente: 

 
4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la audiencia 

sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes. –Subrayado fuera de texto- 

 

Este Despacho exhorta igualmente a la(s) parte(s) demandada(s), que si hubiese 

lugar, formule oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, 

previa aprobación del Comité de Conciliación, según lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 95 del CPACA y, allegue la respectiva acta de dicho Comité, para surtir 

la conciliación judicial. 

 

Se advierte a la(s) parte(s) demandada(s) que el incumplimiento al numeral 4º y 

parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), da lugar a falta disciplinaria gravísima 

del funcionario encargado del asunto; en este caso, se pondrá en conocimiento 

inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de su 

competencia. 

 

Finalmente, se pone de presente a las partes que como consecuencia de las 

medidas adoptadas con ocasión de la declaratoria del estado de emergencia y en 

general por la pandemia, como medida de organización del Juzgado ante la 

virtualidad se dispuso la creación de correo electrónico 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co con el fin de atender 

exclusivamente situaciones relacionadas con las audiencias que se encuentren 

calendadas, en aspectos tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados de las 

partes y también con el fin de enviarles de forma efectiva el link a través del cual 

se llevara a cabo la audiencia.  

 

Conforme a lo anterior, este Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: Téngase por CONTESTADA la demanda por la SUBRED 

INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE ESE. 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co


N.R.D. 2019-00499-00 
Demandante: MARÍA ESPERANZA OSPINA ALZATE 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

SEGUNDO: Señálese el día 02 de diciembre de 2020, a las 9:30 a.m, para 

efectos de llevar a cabo audiencia inicial, conforme al numeral 1º del artículo 180 

del CPACA.  

 

TERCERO: Prevenir a las partes, a los terceros interesados y al Ministerio 

Público, que pueden asistir a la audiencia inicial, sin embargo, será de carácter 

obligatorio la asistencia de los apoderados de las partes. Además, se conmina a 

las partes a que aporten las pruebas que puedan obtener mediante derecho 

de petición, tal como lo prescribe el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P, 

acompasado con el artículo 173 ìdem. 

 
CUARTO: Prevenir a las partes que la inasistencia a esta audiencia, no impide su 

realización, y la justificación por la no comparecencia sólo es causal exonerativa 

de las consecuencias pecuniarias adversas que se hubiesen derivado de la 

inasistencia en relación a los apoderados de las partes. 

 

QUINTO: En la misma audiencia se fijará fecha y hora para llevar a cabo la de 

pruebas, pero se podrá prescindir de esta etapa, cuando el asunto sea de puro 

derecho, se hayan aportado o recaudado la totalidad de las pruebas, o no sea 

necesaria su práctica, para lo cual se dará aplicación al inciso final del artículo 179 

Ibídem, dando la oportunidad para alegar de conclusión y se procederá a dictar 

sentencia oral, la cual se notificará por estrados a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes, de conformidad con lo establecido en los artículos 202 del CPACA y 

291 del CGP. 

 

SEXTO: En caso de incumplimiento a lo ordenado en el numeral 4º y parágrafo 1º 

del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), por parte de la(s) demandada(s), se pondrá en 

conocimiento inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de 

su competencia. 

 

SÉPTIMO: Contra la decisión de fijar fecha no procede ningún recurso, de 

acuerdo a lo establecido en el numeral 1º del artículo 180 del CPACA. 

 

OCTAVO: Instar a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que 

alleguen la documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados, solo 

en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día antes de la realización 

de la audiencia fijada en la presente fecha al correo 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les indica 

que a través del este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual LIFESIZE, 

aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la audiencia a través 

de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link  https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm

7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8 contentivo del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.  

 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8


N.R.D. 2019-00499-00 
Demandante: MARÍA ESPERANZA OSPINA ALZATE 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

NOVENO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 

digital, que podrá ser consultado aquí1. 

Por Secretaria, notifíquese el presente auto por estado electrónico 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAS 

 

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, escanee 
el siguiente código QR:   

  
CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
  

 

                                                           
1 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ej6k8QvWGr1CmO2JhWcDfTUBvOfmR80LMN_Ln0i4-ftieg?e=SotN9H 

  
  

 
  
 
 

 

                        
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de 

noviembre 2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 
SECRETARIO  

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ej6k8QvWGr1CmO2JhWcDfTUBvOfmR80LMN_Ln0i4-ftieg?e=SotN9H
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/Ej6k8QvWGr1CmO2JhWcDfTUBvOfmR80LMN_Ln0i4-ftieg?e=SotN9H


N.R.D. 2019-00499-00 
Demandante: MARÍA ESPERANZA OSPINA ALZATE 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   

 

                  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 



N.R.D. 2019-00499-00 
Demandante: MARÍA ESPERANZA OSPINA ALZATE 

Demandada: SUBRED SUR OCCIDENTE   
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Documento generado en 17/11/2020 09:26:25 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Se resuelve sobre la fijación de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), el cual dispone: 

 
“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la demanda o de 

la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una 

audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 

 

 

1. Oportunidad. La audiencia se llevará a cabo bajo la dirección del Juez o 

Magistrado Ponente dentro del mes siguiente al vencimiento del término de traslado 

de la demanda o del de su prórroga o del de la de reconvención o del de la 

contestación de las excepciones o del de la contestación de la demanda de 

reconvención, según el caso. El auto que señale fecha y hora para la audiencia se 

notificará por estado y no será susceptible de recursos.” –Subrayado fuera de texto- 

 

 

FIJACIÓN DE AUDIENCIA INICIAL. 

 

Antecedentes. 

 

A través de auto de fecha 30 de enero de 2020 (fol.201), el Despacho admitió la 

presente demanda, la cual fue notificada personalmente a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado. 

 

La(s) parte(s) demandada(s) dentro del término de traslado correspondiente 

contestó la demanda, y constituyó apoderado a quien ya se le reconoció 

personería. 

 

Análisis del Despacho. 

 

Una vez analizada la presente actuación, y atendiendo a que se efectuaron todas 

las notificaciones personales de la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, le corresponde a este Despacho dar aplicación a lo 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00557-00 

ACTOR(A): MARTHA OFELIA GARCÍA HERNÁNDEZ   

DEMANDADO(A): SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
ESE  

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 2019-00557-00 
Demandante: MARTHA OFELIA GARCÍA HERNÁNDEZ 

Demandada: SUBRED SUR ESE   

 

ordenado en el numeral 1º del citado artículo 180 del CPACA, no sin antes advertir 

a los apoderados de las partes intervinientes, las siguientes disposiciones legales, 

relacionadas con la asistencia obligatoria a la misma y las consecuencias de su no 

comparecencia.  

 

Al respecto, el numeral 2º del artículo 180 Ibídem, establece: 

  
“2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. 

También podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la audiencia, 

salvo su aplazamiento por decisión del Juez o Magistrado Ponente.” –Subrayado 

fuera de texto- 

 

Además, el numeral 4º, consagra claramente: 

 
4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la audiencia 

sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes. –Subrayado fuera de texto- 

 

Este Despacho exhorta igualmente a la(s) parte(s) demandada(s), que si hubiese 

lugar, formule oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, 

previa aprobación del Comité de Conciliación, según lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 95 del CPACA y, allegue la respectiva acta de dicho Comité, para surtir 

la conciliación judicial. 

 

Se advierte a la(s) parte(s) demandada(s) que el incumplimiento al numeral 4º y 

parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), da lugar a falta disciplinaria gravísima 

del funcionario encargado del asunto; en este caso, se pondrá en conocimiento 

inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de su 

competencia. 

 

Finalmente, se pone de presente a las partes que como consecuencia de las 

medidas adoptadas con ocasión de la declaratoria del estado de emergencia y en 

general por la pandemia, como medida de organización del Juzgado ante la 

virtualidad se dispuso la creación de correo electrónico 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co con el fin de atender 

exclusivamente situaciones relacionadas con las audiencias que se encuentren 

calendadas, en aspectos tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados de las 

partes y también con el fin de enviarles de forma efectiva el link a través del cual 

se llevara a cabo la audiencia.  

 

Conforme a lo anterior, este Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: Téngase por CONTESTADA la demanda por la SUBRED 

INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE ESE. 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co


N.R.D. 2019-00557-00 
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Demandada: SUBRED SUR ESE   

 

SEGUNDO: Señálese el día 02 de diciembre de 2020, a las 11:30 a.m, para 

efectos de llevar a cabo audiencia inicial, conforme al numeral 1º del artículo 180 

del CPACA.  

 

TERCERO: Prevenir a las partes, a los terceros interesados y al Ministerio 

Público, que pueden asistir a la audiencia inicial, sin embargo, será de carácter 

obligatorio la asistencia de los apoderados de las partes. Además, se conmina a 

las partes a que aporten las pruebas que puedan obtener mediante derecho 

de petición, tal como lo prescribe el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P, 

acompasado con el artículo 173 ìdem. 

 
CUARTO: Prevenir a las partes que la inasistencia a esta audiencia, no impide su 

realización, y la justificación por la no comparecencia sólo es causal exonerativa 

de las consecuencias pecuniarias adversas que se hubiesen derivado de la 

inasistencia en relación a los apoderados de las partes. 

 

QUINTO: En la misma audiencia se fijará fecha y hora para llevar a cabo la de 

pruebas, pero se podrá prescindir de esta etapa, cuando el asunto sea de puro 

derecho, se hayan aportado o recaudado la totalidad de las pruebas, o no sea 

necesaria su práctica, para lo cual se dará aplicación al inciso final del artículo 179 

Ibídem, dando la oportunidad para alegar de conclusión y se procederá a dictar 

sentencia oral, la cual se notificará por estrados a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes, de conformidad con lo establecido en los artículos 202 del CPACA y 

291 del CGP. 

 

SEXTO: En caso de incumplimiento a lo ordenado en el numeral 4º y parágrafo 1º 

del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), por parte de la(s) demandada(s), se pondrá en 

conocimiento inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de 

su competencia. 

 

SÉPTIMO: Contra la decisión de fijar fecha no procede ningún recurso, de 

acuerdo a lo establecido en el numeral 1º del artículo 180 del CPACA. 

 

OCTAVO: Instar a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que 

alleguen la documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados, solo 

en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día antes de la realización 

de la audiencia fijada en la presente fecha al correo 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les indica 

que a través del este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual LIFESIZE, 

aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la audiencia a través 

de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link  https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm

7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8 contentivo del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.  

 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
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N.R.D. 2019-00557-00 
Demandante: MARTHA OFELIA GARCÍA HERNÁNDEZ 

Demandada: SUBRED SUR ESE   

 

NOVENO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 

digital, que podrá ser consultado aquí1. 

Por Secretaria, notifíquese el presente auto por estado electrónico 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAS 

 

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de Bogotá, escanee 
el siguiente código QR:   

  
CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
  

 

                  
                                                           
1 https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/EtRvnOjkbBJDgqPMPBhdh6IBqGjc1bhVulAxexFgwssrQQ?e=11WrHf 

 

                        
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 de 

noviembre 2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 
SECRETARIO  

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/msaaveds_cendoj_ramajudicial_gov_co/EtRvnOjkbBJDgqPMPBhdh6IBqGjc1bhVulAxexFgwssrQQ?e=11WrHf
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


N.R.D. 2019-00557-00 
Demandante: MARTHA OFELIA GARCÍA HERNÁNDEZ 

Demandada: SUBRED SUR ESE   

 
 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

3b0e143ea25348bd171d39df4eda5f4dcbaf3b99fc69f8a439291d75eb056cc3 

Documento generado en 17/11/2020 09:26:29 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad, en el efecto 

suspensivo, para ante el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se concede 

el RECURSO DE APELACIÓN, interpuesto por el apoderado judicial de la PARTE 

ACTORA (fls.109-119), contra la providencia proferida el 31 de agosto de 2020, 

en la cual se decidió rechazar la demanda presentada.  

 

Ejecutoriado este auto y, previas las anotaciones a que haya lugar, envíese el 

expediente al superior, de conformidad con lo establecido en el artículo 243 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA).  

 

                                                                                                                          

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
KHP 

 
 

                             
Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de     Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

    
                           CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN 

ESTADOS    ELECTRÓNICOS  

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00049-00 

ACTOR(A): MARIO ENRIQUE MALDONADO PAZMIÑO 

DEMANDADO(A): NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA 

NACIONAL 

MEDIO DE 

CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 
las partes la providencia anterior hoy 18 DE 
NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho de la mañana (8:00 
a.m.) 
 

__________________________________ 
FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


        
 

 
 
                            
 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

5900616007ad816eddb3c80c46d4ec089f694fdcf1dd0e3ea54f08554fe747d5 
Documento generado en 17/11/2020 09:26:34 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

EXPEDIENTE: 11001-33-35-025-2020-00065-00 

DEMANDANTE: SECUNDINO GARCIA PERDOMO 

DEMANDADA: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-
COLPENSIONES 

MEDIO DE CONTROL: Ejecutivo – Cumplimiento de sentencia  

 
I. OBJETO 

 
Decidir lo pertinente respecto de las excepciones propuestas por la entidad ejecutada, en 
la contestación al mandamiento de pago radicada el 9 de septiembre de 2020 (fls 170-186). 
  

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 
Como el proceso ejecutivo, en virtud del artículo 306 del C.P.A.C.A., se regula por las 
normas establecidas en el Código General del Proceso, es preciso señalar que respecto de 
las excepciones y su trámite reguló:  
 

“Artículo 442. Excepciones. 
 
La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas: 
 
1. Dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del mandamiento 
ejecutivo el demandado podrá proponer excepciones de mérito. Deberá expresar 
los hechos en que se funden las excepciones propuestas y acompañar las pruebas 
relacionadas con ellas. 
  
2. Cuando se trate del cobro de obligaciones contenidas en una providencia, 
conciliación o transacción aprobada por quien ejerza función jurisdiccional, sólo podrán 
alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, 
prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a la 
respectiva providencia, la de nulidad por indebida representación o falta de 
notificación o emplazamiento y la de pérdida de la cosa debida. 
  
3. El beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones previas 
deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento de pago. De 
prosperar alguna que no implique terminación del proceso el juez adoptará las medidas 
respectivas para que el proceso continúe o, si fuere el caso, concederá al ejecutante un 
término de cinco (5) días para subsanar los defectos o presentar los documentos 
omitidos, so pena de que se revoque la orden de pago, imponiendo condena en costas 
y perjuicios. 
 
Artículo 443. Trámite de las excepciones. 
 
El trámite de excepciones se sujetará a las siguientes reglas: 
 
1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado 
al ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, 
y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. 



Proceso: NYR 2020-00065 
Demandante: Secundino García Perdomo 

Demandada: Colpensiones 

2 

 

 

 
2. Surtido el traslado de las excepciones el juez citará a la audiencia prevista en el 
artículo 392, cuando se trate de procesos ejecutivos de mínima cuantía, o para 
audiencia inicial y, de ser necesario, para la de instrucción y juzgamiento, como lo 
disponen los artículos 372 y 373, cuando se trate de procesos ejecutivos de menor y 
mayor cuantía. 
 
Cuando se advierta que la práctica de pruebas es posible y conveniente en la audiencia 
inicial, el juez de oficio o a petición de parte, decretará las pruebas en el auto que fija 
fecha y hora para ella, con el fin de agotar también el objeto de la audiencia de 
instrucción y juzgamiento de que trata el artículo 373. En este evento, en esa única 
audiencia se proferirá la sentencia, de conformidad con las reglas previstas en el 
numeral 5 del referido artículo 373. 
 
3. La sentencia de excepciones totalmente favorable al demandado pone fin al proceso; 
en ella se ordenará el desembargo de los bienes perseguidos y se condenará al 
ejecutante a pagar las costas y los perjuicios que aquel haya sufrido con ocasión de las 
medidas cautelares y del proceso. 
 
4. Si las excepciones no prosperan o prosperan parcialmente, en la sentencia se 
ordenará seguir adelante la ejecución en la forma que corresponda. 
 
5. La sentencia que resuelva las excepciones hace tránsito a cosa juzgada, excepto en 
el caso del numeral 3 del artículo 304. 
 
6. Si prospera la excepción de beneficio de inventario, la sentencia limitará la 
responsabilidad del ejecutado al valor de los bienes que le hubieren sido adjudicados 
en el proceso de sucesión.” Negrillas del Juzgado. 

 
En primer lugar, acorde con lo expuesto con el contenido del numeral 1º del artículo 442 
del C.G.P., encuentra el Despacho que la contestación de la demanda radicada el 9 de 
septiembre de 2020 fue presentada por la ejecutada en tiempo, conforme a lo establecido 
en los artículos 199 del CPACA, 290 y 442 numeral 1º del Código General del Proceso. 
 
En segundo lugar, resulta claro por virtud del numeral 2º de la misma disposición, que ante 
el cobro de obligaciones contenidas en una providencia, como es el presente caso, las 
únicas excepciones de mérito que pueden alegarse son las de pago, compensación, 
confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en 
hechos posteriores a la respectiva providencia; Igualmente, podrán alegarse las de 
nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento y la de pérdida 
de la cosa debida. 
 
Así entonces, como en la aludida contestación se propuso como excepción de mérito la de 
PAGO, PRESCRIPCIÓN Y COMPENSACIÓN el Despacho dispondrá correr traslado de la 
misma por el término de diez (10) días a la parte ejecutante, como lo dispone el numeral 1 
del artículo 443 del C.G.P., a fin de que actué de conformidad con dicha disposición 
procesal.  
 
Por las anteriores razones, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.: 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO. - Correr traslado a la parte ejecutante de la excepción de mérito de PAGO, 
PRESCRIPCIÓN Y COMPENSACIÓN propuesta en forma oportuna por la 
ADMINISTARDORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES, por el término de 
diez (10) días de que trata el numeral 1 del artículo 443 del C.G.P., a fin de que actué de 
conformidad con dicha disposición procesal. 
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SEGUNDO. – Se reconoce personería adjetiva al Doctora PAOLA JULIETH 
GUEVARA OLARTE, identificado con la cédula de ciudadanía número 
1.031.153.546 de Bogotá D.C, y portador de la Tarjeta Profesional número 287.149 
del C. S. de la J, como apoderado sustituto de la parte ejecutada, en los términos y 
para los efectos del poder allegado al expediente (fl.187). 
 
TERCERO. - En firme esta providencia, por secretaria del Juzgado, ingrese el proceso a fin 
de resolver lo pertinente.  
 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
KHP 

 
 
 

 
                             

Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de     Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

  
                           CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN 

ESTADOS    ELECTRÓNICOS  

 
 
 

 
 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA 
 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a las 
partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE 
DE 2020, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.) 
 

__________________________________ 
FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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Documento generado en 17/11/2020 09:26:37 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Subsanada y en tiempo, por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 
ss, 162 ss, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA) y de conformidad con lo previsto en los artículos 171 y 172 Ibidem, este 
Despacho ADMITE LA DEMANDA interpuesta por el señor BLAS FELIPE RAMIREZ 
QUIÑONEZ en contra de la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO En tal 
virtud, dispone: 
 
  
1. Notifíquese personalmente al(a) SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 

COMERCIO., y por estado, a la parte actora.  
 

2. Notifíquese personalmente a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO1. 
 

3. Notifíquese personalmente al(a) AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO, destacado 
ante este Despacho. 

 
4. Córrase traslado a las entidades antes enunciadas y al Ministerio Público, por el 

término de treinta (30) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 de la 
Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 199 Ibídem, modificado por el 
artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. Por Secretaría, remítanse los documentos de 
que trata la parte final del inciso 5º del precitado artículo.  
 

5. Para efectos de surtir la notificación a las entidades demandadas, requiérase al 
apoderado de la parte demandante, conforme lo dispuesto en el artículo 6° del 
Decreto 806 de 2020, deberá cumplir con la carga procesal, atendiendo los 
requisitos formales:  

 
1. El demandante debe enviar por correo electrónico copia de la demanda y de sus 

anexos a los demandados.  Si no conoce el canal digital de la parte demandada, 
enviará la misma en físico mediante correo certificado. En cualquiera de los dos 
casos, debe allegar la constancia que así lo acredite. 

 
Para lo cual se le concede un término máximo de cinco (05) días contados a partir de la 
ejecutoria del presente auto, para que la parte demandante acredite ante la secretaría de  

                                                 
1 Artículo 199. Notificación personal del auto admisorio y del mandamiento de pago a entidades públicas, al ministerio público, a 
personas privadas que ejerzan funciones públicas y a particulares que deban estar inscritos en el registro mercantil.…  
En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde sea demandada una entidad pública, deberá notificarse 
también a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los mismos términos y para los mismos efectos previstos en este 
artículo. En este evento se aplicará también lo dispuesto en el inciso anterior. 
La notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se hará en los términos establecidos y con la remisión de los 
documentos a que se refiere este artículo para la parte demandada. 
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N.R.D. 2020-00200-00 
Demandante: Blas Felipe Ramírez 

Demandada: SIC  

este Juzgado el envío a través del canal digital o del servicio postal autorizado, de: copia 
de la demanda, sus anexos y el auto admisorio de la misma, al: i.) Demandado, ii.) Agente 
del Ministerio Público y iii.) Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, tal 
como lo establece el inciso 5 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011.  

 
6. Efectuado lo anterior, la secretaría de este juzgado realizará notificación personal al 

buzón de notificaciones judiciales de las entidades en mención.   
 

7. PREVENIR a la parte demandante, que de no cumplir la carga anterior dentro de los 
treinta (30) días siguientes al término concedido en el numeral que precede ni en los 
quince (15) días posteriores, se entenderá desistida la demanda, quedará sin efectos 
la actuación y se procederá a su terminación, de conformidad con los incisos 1° y 2° 
del artículo 178 del CPACA y, eventualmente, se condenará en costas y perjuicios. 

8. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 
obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 
posterior. 

 
9. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las documentales 

que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 del artículo 162 de la 
Ley 1437 de 2011. 

 
10. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) JUAN CARLOS 

BERNAL GONZALEZ, identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía No. 79.302835 y 
portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 175.602 del H. Consejo Superior de la 
Judicatura (Fl.20-21), del expediente digital. 

 
11. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo dispuesto en 

el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar con la contestación de la 
demanda el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación 
objeto del proceso. La inobservancia de este deber constituye falta disciplinaria 
gravísima del(os) funcionario(s) encargado(s) del asunto. Vencido el término de 
traslado, si no se allegaren los antecedentes administrativos, por Secretaría 
requiérase, por una sola vez, a la(s) accionada(s) para que en forma inmediata 
envíe(n) la mencionada documentación, so pena de compulsar copias a la instancia 
disciplinaria respectiva. 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

 
Cumplido el traslado que dispone el inciso 2) del artículo 233 de la Ley 1437 de 2011, ingresa 
el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida cautelar. 
 

I. ANTECEDENTES. 
 
El 14 de agosto de 2020, la señora OLGA RAMIREZ RESTREPO, radicó demanda en contra 
de la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD 
MILITAR DEL EJERCITO NACIONAL “DISAN” -CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES “CREMIL” mediante la cual pretende se declare la nulidad de la Resolución No. 
265 de enero 30 de 2020, a través de la cual, se ordena el reconocimiento y pago de los 
haberes dejados de cobrar por el causante y el reconocimiento y pago de la sustitución de 
asignación de retiro del señor Sargento Mayor (RA) del Ejército, GERARDO CAMPO DIAZ y 
se niega, que se declare el silencio administrativo negativo ficto presunto del recurso de 
reposición presentado en febrero 14 de 2020 y por último la nulidad del acto administrativo de 
fecha 21 de enero de 2020, enviado por la Dirección General de Sanidad Militar consecutivo 
(50685) el cual ordenó la suspensión de servicio de salud de las fuerzas militares a la señora 
OLGA RAMIREZ RESTREPO. 
 
En los folios 1 a 26 del plenario, se solicitó la suspensión provisional de la Resolución No. 265 
de enero 30 de 2020, que se declare el silencio administrativo negativo y presunto del recurso 
de reposición presentado en febrero 14 de 2020 y la nulidad del acto administrativo de fecha 
21 de enero de 2020, consecutivo (50685). 
 
Mediante auto de fecha 07 de septiembre de 2020, se corrió traslado a la demandada de la 
medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término de cinco (5) días de conformidad 
al artículo 233 de la ley 1437 de 2011 (Fl.28). 
 

II. DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 
 
La entidad demandante solicitó la suspensión provisional, bajo los siguientes supuestos 
fácticos: 
 
El accionante solicita conceder la SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LA RESOLUCIÓN  265 
DE ENERO 30 DE 2020 y declarar el silencio administrativo negativo ficto presunto del recurso 
de reposición presentado en febrero 14 de 2020 y consecuencialmente se ordene el 
reconocimiento y pago e inclusión provisional de la cuota parte del cincuenta (50%) por ciento 
de la sustitución de la asignación de retiro por la muerte del conyugue supérstite, el señor 
SARGENTO MAYOR (RA) DEL EJÉRCITO NACIONAL, GERARDO CAMPO DIAZ, desde la 
presentación de la demanda para amprar el mínimo vital  y móvil así como la afiliación al 
servicio activo de los derechos de salud en el subsistema de las Fuerzas Militares, en aras de 
evitar un perjuicio grave e inminente a la demandante persona mayor de edad. 
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Lo anterior debido a que la señora Angelica Campo Campo, no es hija biológica del señor 
Gerardo Campo Diaz, aunque este reconocida en un registro civil, sino hija de la señora Sonia 
Campo, alega el accionante que la señora Angelica esta usufructuando un derecho que por ley 
no le corresponde, generando un presunto cobro de lo no debido; Cabe anotar que la señora 
Sonia Campo es sobrina del causante y esta última solicitó ante Cremil la sustitución de retiro, 
en calidad de compañera permanente. 
 
Que mediante Resolución No. 265 de enero 30 de 2020, le niega a la señora Olga Ramírez 
Restrepo en calidad de conyugue supérstite el reconocimiento y pago de la sustitución de 
asignación de retiro del señor Sargento Mayor (RA) del Ejército, Gerardo Campo Diaz, y en su 
lugar ordena el reconocimiento y pago de los haberes dejados de cobrar por el causante hasta 
el 12 de septiembre de 2019 el reconocimiento y pago de la sustitución de asignación de retiro 
del señor Gerardo. 
 
En ese orden de ideas solicita la integración del litis consorcio necesario en contra de la señora 
Angelica Campo Campo, por cuanto Cremil le otorgo el beneficio pensional al 100%. 
 
Que el 23 de julio de 2020 el apoderado de la parte demandante, mediante derecho de petición 
solicita a CREMIL, copia integra de los documentos soporte aportados con el recurso de 
reposición presentando el 14 de febrero de 2020 y hasta el mes de agosto de 2020, Cremil no 
ha dado respuesta a la petición, por lo cual solicita al Despacho mencionadas pruebas en la 
etapa procesal correspondiente. 
 
De otra parte manifiesta el accionante que tiene la edad de 83 años, que contrajo matrimonio 
católico con el causante, en noviembre 14 de 1953 y el matrimonio se extinguió con el deceso 
del conyugue el 12 de septiembre de 2019, que el 2 de abril de 2001 el señor Gerardo Campo 
Diaz firma declaración juramentada ante la notaria 4° de Palmira, y afirma que es casado con 
la señora Olga desde hace 47 años y manifiesta que su esposa depende económicamente de 
él; Por otra parte manifiesta el demandante que es falso la afirmación hecha por Cremil, en el 
sentido que esta alega que la señora Olga convivió con el militar hasta el 14 de noviembre de 
1953, cuando realmente la fecha prescrita, fue a fecha cuando se realizó el matrimonio católico. 
 
Que por los hechos anteriormente decantados el accionante solicita medida cautelar, en virtud 
que la demandada, con la negatividad del derecho pensional de la demandante y sin justificante 
alguna prescrito en la Resolución No. 265 de enero 30 de 2020, aunado a la presentación del 
recurso de reposición en febrero 14 de 2020, en término ante la entidad, y los funcionarios de 
turno del ente acusado, guardaron silencio negativo presunto. 
 
De otra parte, el accionante solicita la SUSPENSION PROVISIONAL de los efectos del acto 
administrativo de fecha 21 de enero de 2020 enviado de la Dirección General de Sanidad Militar 
consecutivo (50685). 
 
Que, desde noviembre 14 de 1953, el señor Gerardo Campo Diaz, tenía afiliada al subsistema 
de salud de las fuerzas militares a la beneficiaria en calidad de conyugue a la señora Olga 
Ramírez Restrepo, que los conyugues compartieron techo, lecho de manera ininterrumpida de 
67 años y 9 meses. 
 
Que, en respuesta en enero 1 de 2020, a la señora Olga le fue suspendido el servicio de salud 
y hasta la fecha de presentación de la demanda, no cuenta con servicio de salud ni con pensión, 
por ninguna entidad privada y pública. 
 
Que en febrero 20 de 2020, el accionante presenta acción de tutela con radicado 
1100133350243030000, siendo esta asignada al juzgado 24 Administrativo del Circuito de 
Bogotá, con el fin de amparar el derecho fundamental a la salud, en contra del Hospital Militar 
Central Sanidad Militar del Ministerio de Defensa Nacional, el 4 de marzo el Despacho le 
ampara el derecho a la salud y le da un término de cuatro (4) meses para que impetre acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho, ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa de 
reconocimiento de sustitución de asignación de retiro que e vida devengaba el señor 
GERARDO CAMPO DIAZ. 
 



Que con el fallecimiento del señor Gerardo, el demandante quedó desprotegida 
económicamente y de su derecho a la salud y seguridad social y pensión, de forma total para 
subsistencia. 
 
Que la señora Olga alega que tiene un diagnóstico de. Catarata ambos ojos, mayor ojo derecho, 
que hace 28 años le diagnosticaron una disritmia cerebral, antecedentes patológicos 
hipertensión arterial 2010, hipotiroidismo postmenopáusico, sin fractura, hipoacusia conductiva 
bilateral, trastorno de arterias y arteriolas no especificado. 
 
Finalmente, el accionante solicita decretar medida cautelar en virtud que la demandada, con el 
retiro del servicio activo de salud en el subsistema de las fuerzas militares y sin justificante 
alguna prescrito en el acto administrativo de fecha enero 21 de 202 
0, por el funcionario de turno del ente acusado, vulneró los derechos fundamentales al mínimo 
vital y móvil y seguridad social en salud a la demandante como persona de la tercera edad. 
 
 
 

III. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
El apoderado de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, mediante memorial 
radicado el 18 de septiembre de 2020, manifestó (Fls. 136-147): 
 

Que se opone a la medida cautelar solicitada por el demandante, que el Sargento Mayor 
del Ejército Gerardo Campo Diaz, devengaba asignación de retiro a cargo de esta 
Entidad y fue reconocida mediante Resolución No 411 del 10 de julio de 196, que el 
citado militar falleció el 12 de septiembre de 2019. 
 
Que a reclamar la sustitución de asignación de retiro del fallecido militar se presentaron 
las siguientes personas: Sonia Campo en calidad de compañero permanente, Angélica 
Campo Campo en calidad de hija legítima y Olga Ramírez Restrepo en calidad de 
conyugue. 
 
Que mediante escrito radicado bajo No. 20444802 de 1 de noviembre de 2019, los 
señores LEYDA JANETH CAMPO RAMIREZ, JAIRO HUMBERTO CAMPO RAMIREZ Y 
MARIA DEL PILAR CAMPO RAMIREZ (hijos extramatrimoniales del militar), indican que 
existen irregularidades respecto a la solicitud presentada por la señora SONIA CAMPO. 
 
Mediante escrito radicado en la entidad bajo el N°. 20470628 del 21 de enero del 2020, 
se allega el informe técnico de investigación COSINTE LTDA, empresa con la que tiene 
convenio la entidad, llegando a la siguiente conclusión: No se acreditó el contenido y la 
veracidad de la solicitud presentada por Sonia Campo, una vez analizada y revisadas 
cada una de las pruebas aportadas en la presente investigación administrativa, es decir 
no se logro establecer que el señor Gerardo Campo Diaz y la señora Sonia Campo, 
hubiesen convivido como pareja, compartiendo el lecho y mesa; Cabe anotar que entre 
el causante y la señora Sonia Campo existía un grado de parentesco. Tío-Sobrina. 
 
Que una vez examinadas las pruebas aportadas por los peticionarios y los documentos 
obrantes en el expediente del militar se tiene lo siguiente: 
 
Respecto a la solicitud presentada por la señora Olga Ramírez, quien solicita en calidad 
de esposa, que mediante solicitud radicada en la entidad bajo el No. 20436150 del 2 de 
octubre de 2019, la peticionaria manifestó que convivió con el militar hasta el 14 de 
noviembre de 1953. 
 
Que el artículo 12 del Decreto 4433 de 2004 establece que habrá lugar a la pérdida de 
la condición de beneficiario y por lo tanto se pierde el derecho a la pensión de 
sobrevivientes o a la sustitución de la asignación de retiro o de la pensión de invalidez, 
en cualquiera de las circunstancias según el caso. 
 
12.5 Cuando lleve 5 años o más años de separación de hecho 
 
(Resalta en negrilla y fuera de texto) 
 
Que respecto a la solicitud presentada por la señora Sonia Campo, quien solicita en 
calidad de compañera permanente: Que pese a la escritura pública No. 1567 del 31 de 
mayo de 2017, otorgada en la Notaria Segunda del Circuito de Palmira Valle del Cauca, 



que constituyó una unión marital de hecho y sociedad patrimonial, que pese al escrito 
radicado bajo el No, 2014758 del 22 de junio de 2017, en donde el militar indica a la 
entidad que dejó de convivir con la señora Olga Ramírez, desde hace 35 años y que por 
el contrario indica que desde hace 24 años convive junto con la señora Sonia Campo, 
así mismo indica que, de esa unión existen 2 hijas. 
 
Los documentos aportados por los hijos extramatrimoniales antes mencionados y las 
pruebas practicadas de oficio por la Entidad evidencian: 
 

 Que el grado de consanguinidad entre la peticionaria y el militar era de tío-
sobrina 

 Que no se logró establecer la veracidad de la convivencia como pareja en los 
últimos años de vida militar. 

 Que el literal a) del parágrafo 2° del artículo 11 del Decreto 4433 de 2004, 
estipula lo siguiente: 

 
“(…) 
 
PARÁGRAFO 2°. Para efectos de la sustitución de la asignación de retiro o de la pensión 
de invalidez, cuando exista cónyuge y compañero o compañera permanente, se 
aplicarán las siguientes reglas: 
 
“…deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y 
haya convivido con el fallecido no menos de 5 años continuos inmediatamente anteriores 
a su muerte. 
 
 
Razón por la cual mediante Resolución No. 265 de 30 de enero de 2020, se negó el 
reconocimiento y pago de la sustitución pensional del señor  Sargento Mayor R del 
Ejército GERARDO CAMPO DIAZ, a la señora Olga Ramírez Restrepo en su calidad de 
cónyuge y a la señora Sonia Campo en su calidad de compañera y se ordenó el 
reconocimiento y pago de la sustitución pensional a favor de la hija Angélica Campo 
Campo  en un 100%, de conformidad con lo dispuesto en el literal a), del parágrafo 2, del 
artículo 11, del Decreto 4433 del 2004. 
 
Resalta la entidad demandada que las decisiones adoptadas por la Entidad tuvieron su 
fundamento en el Decreto Ley 4433 de 2004, motivo por el cual no se desvirtúa la 
presunción de legalidad de estos, por lo que solicita no acceder la medida cautelar y para 
ello aporta pruebas documentales que soportan la decisión de dicha entidad. 

 
 
 

IV. CONSIDERACIONES: 
 

 DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  
 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos 
que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la 
demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, 
podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas 
cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 
objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el 
presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa 
y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de tutela del 
conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán por lo 
dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio.”. 

 

 DE LOS REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 
 



“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda 
la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá 
por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que 
se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los 
siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y 
justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 
resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos 
de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del texto original) 

 
El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago Valencia1, analizó 
los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver una solicitud de suspensión 
provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 
 

“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto que: 
1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que se acusa 
de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, surge, es decir, 
aparece presente, desde esta instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-
, como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las 
normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar se debía 
solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación de la demanda, o 
ya en lo que el demandante sustente al respecto en escrito separado. 
… 
 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez 
previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo análisis de la 
sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el perentorio señalamiento 
del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI Medidas Cautelares- procedencia), 
conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es preciso 
entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a fin que el decreto de 
esta medida cautelar no signifique tomar partido definitivo en el juzgamiento del acto 
ni prive a la autoridad pública que lo produjo o al demandado (en el caso el elegido 
o el nombrado cuya designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y 
que para la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de 
prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica, el acervo probatorio allegado con la demanda y su 
contestación, los fundamentos que soportan la solicitud de la medida, considera este Juzgador 
que en el presente evento no se reúnen a plenitud los requisitos del artículo 231 del C.P.A.C.A., 
para ordenar la suspensión provisional de la Resolución 265 de 30 de enero de 2020 y por 
ende declarar el silencio administrativo negativo ficto, presunto del recurso de 
reposición presentado en febrero 14 de 2020  a través de la cual, se ordenó el 
reconocimiento y pago de la sustitución pensional de asignación de retiro a favor de la hija 

                                                 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 

 
 



ANGÉLICA CAMPO CAMPO en un 100% y en su lugar negó a la señora Olga Ramírez 
Restrepo en su calidad de cónyuge. 
 
Lo anterior, porque conforme con la precitada jurisprudencia y, del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud, no se encuentran lo suficientemente acreditados los presupuestos 
para concluir en esta etapa procesal, en forma anticipada y ligera, que se deba acceder a la 
medida invocada. Aunado a lo anterior, el despacho considera que la medida cautelar 

deprecada resulta totalmente desproporcionada en la medida que las normas trascritas se 
colige, que la medida cautelar negativa de «suspensión provisional» procederá 
siempre y cuando pueda comprobarse la vulneración de las disposiciones normativas 
invocadas en la demanda o en la solicitud de la cautela; trasgresión normativa que 
puede constatarse: (i) a partir de la confrontación del acto administrativo demandado 
con las normas superiores señaladas como violadas por quien pide la cautela, con 
aquellas disposiciones en las que el acto administrativo debía fundarse, o, (ii) del 
estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 
 
Por último, el Despacho resalta que de acuerdo con el artículo 231 de la Ley 1437 de 
2011, si la demanda, además de la nulidad del acto administrativo acusado, pretende 
el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios, para efectos de 
decretarse la medida cautelar de «suspensión provisional» el juez deberá verificar, no 
solo que exista una violación de las normas superiores invocadas, sino que también 
esté probada, al menos sumariamente, la existencia de tales perjuicios. 
 
 
Aclara el Despacho, que la decisión que en esta providencia se adopta, no implica 
prejuzgamiento, tal como lo señala el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Así mismo, el Despacho anota que en esta oportunidad sólo se realizó una aprehensión 
sumaria, esto es, una valoración inicial o análisis preliminar, que solo comprendió un 
estudio inaugural respecto de la legalidad de los actos administrativos acusados, por lo 
que será con la totalidad de los elementos materiales de la litis, que se realizará un 
estudio integral de legalidad éstos. 
 
Por lo tanto, el estudio y resolución de la solicitud de medida cautelar de «suspensión 
provisional» exige del juez de lo contencioso administrativo, un análisis o estudio inicial 
de legalidad, así como del material probatorio hasta entonces recaudado, estudios que 
apenas pueden ser inaugurales, introductorios o «ab initio», puesto que aún no se 
cuenta con la totalidad de los elementos de la litis, pero que permiten abordar el objeto 
del proceso, esto es, la discusión de ilegalidad en la que se enfoca la demanda, a partir 
de una aprehensión o conocimiento sumario, que posibilite efectuar interpretaciones o 
valoraciones normativas preliminares. 
 
Así las cosas, la regulación de la medida cautelar de «suspensión provisional», prevista 
en la Ley 1437 de 2011, le confiere al juez de lo contencioso administrativo un margen 
de estudio más amplio que el previsto por la legislación anterior (Decreto 01 de 1984), 
pero ello implica a su vez, mayores exigencias de seriedad, juicio y rigor en los análisis 
y razonamientos que se emprendan para resolver la solicitud. 
 
En ese orden de ideas, es menester señalar que el Despacho en principio no evidencia que la 
decisión adoptada por la entidad demandada haya trasgredido manifiestamente las normas 
superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera sumariante la existencia del perjuicio 
irremediable alegado, por lo que deviene, ineludiblemente, negar la suspensión provisional aquí 
solicitada de la Resolución 265 de enero 30 de 2020. 
 
Procede el Despacho a resolver sobre la solicitud presentada por el apoderado de la parte 
demandante en lo que respecta a la suspensión provisional de los efectos del acto 
administrativo de fecha 21 de enero de 2020, expedido por la Dirección General de 
Sanidad Militar consecutivo (50685). 
 



 

El artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, numeral 4° establece: 
 
Que de no decretarse la medida cautelar se causaría un perjuicio 
irremediable: 
 
Tanto en la solicitud de la medida cautelar como en el escrito de demanda, la 
parte actora sostiene que dada su avanzada edad y sus condiciones de salud 
requiere de determinados tratamientos que implican la erogación de ciertos 
costos respecto de los cuales manifiesta estar en la imposibilidad de incurrir por 
sí misma, dado que dependía económicamente del señor GERARDO CAMPO 
DÍAZ. Bajo este contexto, no decretar la medida reclamada podría desembocar 
en la vulneración de los derechos fundamentales a la seguridad social y vida 
digna de la demandante, y consecuencialmente, en la causación de un perjuicio 
irremediable para la misma, tal como la disminución y/o merma de las condiciones 
de su salud y vida. 
 

En sentencia T-043 de 2005, la Corte constitucional ha reconocido de forma 
transitoria prestaciones de carácter pensional, la cual sostuvo: 
 

(…) 
 
En este orden, en lo que al perjuicio irremediable se refiere, la Sala reitera que 
algunos grupos con características particulares, como los niños, los ancianos, las 
personas discapacitadas o las mujeres cabeza de familia entre otros, pueden 
llegar a sufrir daños o amenazas que, aun cuando para la generalidad de la 
sociedad no representan un perjuicio irremediable, sí lo representa para ellos, en 
virtud de las especiales circunstancias de debilidad o vulnerabilidad en que se 
encuentran. 

 

Es importante aclarar que  si bien es cierto el argumento planteado fue 
desarrollado en sede de tutela ,ello no es óbice para que el mismo sea aplicado 
por el juez contencioso administrativo tratándose de medidas cautelares, pues en 
este caso la lógica de uno y otro mecanismo jurídico es precisamente  la de evitar 
la consumación de un perjuicio, que en el contexto del proceso contencioso 
administrativo conlleva a que los efectos de la sentencia sean nugatorios, 
haciendo improbable la tutela judicial efectiva . 

 

Aunado a ello, se considera necesario señalar que en torno al prejuicio 
irremediable y los sujetos de especial protección constitucional (como lo 
son las personas de la tercer a edad), la Corte Constitucional ha dicho:  
 
En el mismo orden de ideas, como la prueba del perjuicio irremediable no es 
rigurosa ni se encuentra sometida a ritualidades específicas, la Corte 
Constitucional ha sostenido que, frente a casos especiales, el perjuicio 
irremediable puede presumirse. La Corte reitera en este punto que lo que se exige 
es que "en la demanda al menos se señalen los hechos concretos que permitan 
al juez constitucional deducir la ocurrencia de dicho perjuicio". Por ello, por 
ejemplo, en el caso de los sujetos de especial protección constitucional, a favor 
de los cuales la jurisprudencia constitucional ha dispuesto un tratamiento singular, 
la existencia del perjuicio irremediable se somete a reglas probatorias más 
amplias, derivadas de la sola condición del afectado, lo cual implica una apertura 
del ángulo de presunción. 
 
No sobra decir que, mediante la Ley 2055 de 10 de septiembre de 2020, el Estado 
Colombiano aprobó la CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA 
PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES, 
adoptada en Washington el 15 de junio de 2015. El artículo 6° de dicha ley, vale la 



pena resaltar para el presente caso la definición de derecho a la vida y a la dignidad 
en la vejez establece que los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias 
para garantizar a la persona mayor el goce efectivo del derecho a la vida y el 
derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en igualdad de 
condiciones con otros sectores de la población. 
 
Los Estados Parte tomarán medidas para que las instituciones públicas y ofrezcan 
a la persona mayor un acceso no discriminatorio a cuidados incluidos los cuidados 
paliativos, eviten el aislamiento y manejen apropiadamente los problemas 
relacionados con el miedo a la muerte de los enfermos terminales, el dolor, y eviten 
el sufrimiento innecesario y las intervenciones fútiles e inútiles, de conformidad con 
el derecho de la persona mayor a expresar el consentimiento informado. …” y, entre 
sus principios encontramos los siguientes: 
 
 
 

 

Vale recordar, que la anterior Ley que inserta la Convención al ordenamiento 
jurídico, recuerda las diferentes normas internacionales que propenden por la 
protección especial del adulto mayor así: 

“…Recordando lo establecido en los Principios de las Naciones Unidas en favor 
de las Personas de Edad (1991); la Proclamación sobre el Envejecimiento (1992); 
la Declaración Política y el Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el 
Envejecimiento (2002), así como los instrumentos regionales tales como la 
Estrategia Regional de implementación para América Latina y el Caribe del Plan 
de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2003); la Declaración 
de Brasilia (2007), el Plan de Acción de la Organización Panamericana de la 
Salud sobre la salud de las personas mayores, incluido el envejecimiento activo 
y saludable (2009), la Declaración de Compromiso de Puerto España (2009) y la 
Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América 
Latina y el Caribe (2012);..” 

 
Además, el artículo 12, establece que: Artículo 12 Derechos de la persona mayor 
que recibe servicios de cuidado a largo plazo 
 
“…La persona mayor tiene derecho a un sistema integral de cuidados que 
provea la protección y promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, 



seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario y vivienda; promoviendo que 
la persona mayor pueda decidir permanecer en su hogar y mantener su 
independencia y autonomía. 

 
Igualmente, en esta clase de problemas jurídicos donde se involucra la salud de 
las personas mayores adultas, la misma Convención señala que: 

 
“La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se 
encuentre en la salud o la vida de la persona mayor…” 
 

Observa el Despacho que después de estar afiliada mucho tiempo la señora Olga 
Ramírez Restrepo, donde se le ha evaluado sus patologías, donde tiene sus 
médicos de cabecera y de su confianza y que conocen su historia clínica, es 
indefectible señalar que la medida tomadas por la Dirección General de Sanidad 
Militar, se den a pesar de su legal desproporcionada y abrupta frente a los 
derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas, lo anterior 
se puede evidenciar en las historias clínicas aportadas por el apoderado de la 
parte demandante, visible a folios 68-169 del expediente digital. 
 
Así las cosas, es menester señalar que el Despacho evidencia en esta etapa procesal que la 
decisión adoptada por la entidad demandada trasgredió manifiestamente las normas 
superiores aquí invocadas, razón por la cual en el presente evento se reúnen los requisitos del 
artículo 231 del C.P.A.C.A., para ordenar la suspensión de los efectos del siguiente acto 
administrativos: 

 

 Acto administrativo de fecha 21 de enero de 2020 expedido por la 
Dirección General de Sanidad Militar, consecutivo (50685). 

 
Finalmente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 232 del C.P.A.C.A, 
este Despacho se abstendrá de fijar caución, toda vez que, en el caso de la referencia, se trata 
de la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos acusados, evento 
exceptuado de la prestación de la misma para la procedencia de la respectiva medida cautelar.  
 
 
Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: DECRETAR. - como medida cautelar, la suspensión provisional de los efectos 
del siguiente acto administrativo: 
 

 acto administrativo de fecha 21 de enero de 2020 de la Dirección General de Sanidad 
Militar, consecutivo (50685). 

 
SEGUNDO. - NEGAR la medida de suspensión provisional de la Resolución 265 de 30 de 
enero de 2020, por medio del cual negó la sustitución de la asignación de retiro a la señora 
OLGA RAMÍREZ RESTREPO. 
 
TERCERO. - Notifíquese personalmente el presente proveído al representante legal de la Caja 
de Retiro de las Fuerzas Militares, solicitándole que debe informar a este Juzgado el 
cumplimiento oportuno de la misma.   
 
CUARTO. - Sin lugar. - a prestar caución por las razones ya expuestas.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 



 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
                                                                                                                                            KHP 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

 
Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

 
1. VALORACIONES PREVIAS.  

 

Ingresa el proceso al Despacho con solicitud de desistimiento de las pretensiones 
de la demanda con fundamento en el Código General del Proceso, aplicable a la 
jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 306 
del Ley 1437 de 2011. 
 
Por lo anterior, se  

C O N S I D E R A: 

 

El artículo 314 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del 
artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, establece: 
 

“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante 
podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 
sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 
presente ante el superior por haberse interpuesto por la demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el 
del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda 
en todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria 
habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia…”. 
 
Artículo 316. Desistimiento de ciertos actos procesales.  
 
(…) 4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las 
pretensiones que de forma condicionada presente el demandante 
respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. De la solicitud del 
demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00275-00 

DEMANDANTE: AURA LISETH DURAN BAUTISTA 

DEMANDADO(A): NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO. 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

ASUNTO: ACEPTA DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES 
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caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así 
solicitado. Si no hay oposición, el juez decretará el desistimiento son 
condena en costas y expensas. 

 

De conformidad con la anterior disposición, en consideración a que dentro del 
expediente de la referencia no se ha dictado sentencia y el apoderado se 
encuentra facultado para presentar la solicitud de desistimiento de la demanda, 
según se desprende del poder que obra a folio 17-19 del expediente digital. 
 
El Despacho,  
 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento de la demanda presentada por la señora 
AURA LISETH DURAN BAUTISTA, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia. 
 
SEGUNDO: Se declara desistimiento de la demanda y a no ser condenados en 
costas y perjuicios, de conformidad a las razones expuestas en la parte motiva del 
presente auto. 
 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría archívese el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
 

KHP 

 
 

    
 

 
                             
Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo de     Bogotá, 
escanee el siguiente código QR:   

    
                           CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 
las partes la providencia anterior hoy 18 DE 
NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho de la mañana (8:00 
a.m.) 
 

__________________________________ 
FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


 
 
 

3 

 

ESTADOS    ELECTRÓNICOS  

        
 

 
 
                            

 
 

Firmado Por: 
 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

538e2d20bbd15aa458f2f4cefd45eba01de1a476bae60d86dc329763ba1869db 
Documento generado en 17/11/2020 09:26:45 a.m. 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313


 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., Diecisiete (17) de Noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

REFERENCIA: 11001-33-35-025-2020-00282-00 

CONVOCANTE: FREDY HERNAN PALENCIA JEREZ 

CONVOCADA: 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL – 
CASUR 

ASUNTO: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  

 
 
Procedente de la Procuraduría Ciento Noventa y dos (192) Judicial II Para Asuntos 
Administrativos de Bogotá, llegan a este Juzgado las diligencias de conciliación extra 
judicial, adelantada ante dicha dependencia, con el Acta Radicación No. 359886 de 21 
de julio de 2020, para celebrar Audiencia de Conciliación extrajudicial NO PRESENCIAL 
el 18 DE SEPTIEMBRE DE 2020. Lo anterior, con el objeto de que se apruebe por este 
Despacho la mencionada actuación. 
 

1. ANTECEDENTES 

 
El apoderado de la parte convocante presentó solicitud de conciliación extra judicial ante 
la Procuraduría General de la Nación, correspondiéndole a la Procuraduría Ciento 
Noventa y dos (192) Judicial I Para Asuntos Administrativos de Bogotá, instancia que fijó 
el dieciocho (18) de septiembre de dos mil veinte (2020), a las ocho y treinta (03:30 p.m.) 
de la tarde, para llevar a cabo la mencionada audiencia a través de la plataforma 
Microsoft Teams. 
 
Llegados el día y hora señalados para celebrar la diligencia, se hicieron presente los 
apoderados de las partes, abierta la audiencia y concedida la palabra al apoderado de la 
entidad convocada, presentó oferta de conciliación en los siguientes términos, respecto de 
la solicitud de reajuste de la asignación de retiro propuesta conciliatoria que fue 
presentada en los siguientes términos:  
 

“… 
El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 36 del 03 de 
SEPTIEMBRE de 2020 considero: En el caso del señor IJ (r) FREDDY HERNAN 
PALENCIA JEREZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.265.039, al 
Comité de Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la 
Policía Nacional le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido por 
este Cuerpo Colegiado en Acta 16 del 16 de enero de 2020, respecto a la 
actualización de las partidas computables de la asignación mensual de retiro 
denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, 
servicios y vacaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 42 del Decreto 
4433 de 2004. 
 
La conciliación se rige bajo los siguientes parámetros: 1. Se reconocerá el 100% del 
capital. 2. Se conciliará el 75% de la indexación 3. Las sumas dinerarias se 
cancelarán dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta de cobro 
con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al 
pago de intereses. 4. Se aplicara la prescripción trienal contemplada en el artículo 
43 del Decreto 4433 de 2004, norma prestacional vigente al momento de la 
adquisición del derecho a gozar de la prestación, es decir, la propuesta económica 
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se realizará desde el 02 de septiembre de 2016, en razón a la petición radicada en 
la Entidad el 02 de septiembre de 2019. 
 
 

Los valores correspondientes a la formula económica son los siguientes: 
 
CAPITAL: 100% equivalente a $4458421  

INDEXACIÓN 75% equivalente a $200206  

Total valor conciliado $4658627 DESCUENTO CASUR: $-168507 

DESCUENTO SANIDAD: $ -161380 

TOTAL A PAGAR: $4328740 

 
Corrido el traslado a la parte convocante, para que manifieste si acepta el citado 
ofrecimiento, indicó: “Acepto en su totalidad la propuesta presentada por la entidad 
convocada”. 
 
Interviene luego el Procurador Judicial, manifestando, entre otros aspectos, que el 
acuerdo contiene obligaciones claras, expresas y exigibles y que en cuanto al tiempo, 
modo y lugar de su cumplimiento reúne los siguientes requisitos: i) la eventual acción 
contenciosa que se ha podido llegar a presentar no ha caducado, ii) el acuerdo 
conciliatorio versa sobre o derechos económicos disponibles por las partes, iii) las partes 
se encuentran debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para 
conciliar, iv) obran en el expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo y,v) 
el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la ley, no resulta lesivo para el 
patrimonio público. 
 

2. CONSIDERACIONES 
 

2.1. Sobre la conciliación extrajudicial.  
 
 
Los artículos61 y 65A de la Ley 23 de 1991, modificados por los artículos 73 y 81 de 
la ley 446 de 1998, prevén como supuestos para la aprobación de la conciliación los 
siguientes: 
 

“1. Que no haya operado la caducidad de la acción; 
2. Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos 
disponibles por las partes; 
 
3. Que las entidades y los particulares que concilien estén debidamente representados 
y tengan capacidad y facultad para hacerlo; 
 
4. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, 
y; 
 
5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público.” 

 
Por su parte la Ley 640 de 2001, “Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y 

se dictan otras disposiciones.”, en materia de conciliación extrajudicial, en la parte pertinente 
dispone: 
 

“De la conciliación extrajudicial en derecho 
 
Artículo 19. Conciliación. Se podrán conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de 
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centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados para conciliar a los que 
se refiere la presente ley y ante los notarios. 
…  
 
De la Conciliación Contencioso-Administrativa 
 
Artículo 23.Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso 
administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los agentes del Ministerio Público 
asignados a esta jurisdicción  
 
Artículo   24. Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en materia de 
lo contencioso administrativo. Las actas que contengan conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar 
dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al juez o corporación que 
fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 
imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable. 

 
Adicionalmente, el artículo 2º del Decreto 1716 de 2009,“Por el cual se reglamenta el 

artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y del Capítulo V de la Ley 

640 de 2001.”,preceptúa: 
 

“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso-administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades 
públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 
órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter 
particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 
87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 
 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo 
contencioso administrativo: 
 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
 
– Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el 
artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
 
– Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. (…)”  
 

 
Por su parte, el H. Consejo de Estado se ha pronunciado sobre la posibilidad de conciliar 
frente a los efectos patrimoniales de un acto administrativo, en los siguientes términos:1 
 

“Aclarado lo anterior, considera la Sala que el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009 debe 
ser armonizado para el caso con los artículos 70 y 71 de la Ley 446 de 19982, para 
entender cómo funciona este mecanismo de solución de conflictos cuando se pretende 
conciliar sobre los efectos patrimoniales de un acto administrativo, en ese orden, la 
administración y el afectado, sólo podrán transigir sobre un eventual restablecimiento 
de tipo económico del derecho conculcado por la expedición del acto, siempre y 
cuando en el escenario propuesto para la solución amistosa se tenga conocimiento de 
alguna de las causales de revocatoria directa de la decisión administrativa descritas en 
el artículo 69 del C. C. A.”(…) 
 
“Así las cosas, se concluye que para que se pueda transigir sobre los efectos 
económicos de un acto administrativo de carácter particular, se deben cumplir dos 
condiciones: i) que con la expedición del acto se incurra en alguna de las causales de 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Expediente No. 13001-23-31-
000-2009-00254-01(1823-09), Bogotá D.C.,  veinte (20) de enero del año dos mil once (2011), C.P. Dr. Gerardo Arenas 
Monsalve. 
2 Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del 
Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989,  se modifican y expiden 
normas del Código Contencioso Administrativo y se  dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a 
la justicia. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34710#13
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3992#75
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6059#V
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revocación directa establecidas en el artículo 69 del C. C. A., es decir, cuando la 
administración advierta una ilegalidad o inconstitucionalidad manifiesta, una 
contravención al orden público o la producción de un perjuicio injustificado y; ii) que la 
cuestión verse sobre derechos o asuntos susceptibles de disposición.” 
 

 
2.2. La asignación mensual de retiro debe mantener el poder adquisitivo constante 
 
Ahora bien, la Constitución Política de 1991 y su reforma, mediante el Acto Legislativo 01 
de 2005, modificatorio del artículo 48 de la Constitución Política de 1991, se señaló lo 
siguiente:  
 

“ARTÍCULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se 
prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se garantiza 
a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social 
 
La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su 
poder adquisitivo constante. 
 
Acto Legislativo 1 de 2005 artículo 1º. Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán 
en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las 
cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mí- [ 27 ] Constitución Política 
de Colombia 1991 mínimo legal mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los 
casos en que se puedan conceder beneficios económicos periódicos inferiores al salario 
mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas 
para tener derecho a una pensión. Inciso Adicionado por Acto Legislativo 1 de 2005 
artículo 1º. A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes 
especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al presidente 
de la República y a lo establecido en los parágrafos del presente artículo… 
 
ARTÍCULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá 
en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de 
oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios 
mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre 
derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en 
la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad 
sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la 
seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección 
especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El Estado garantiza el 
derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. Los 
convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación 
interna. La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo no pueden menoscabar 
la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
 
ARTÍCULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: 
 
19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales 
debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: …e) Fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 
Fuerza Pública.  
 
ARTÍCULO 218. La ley organizará el cuerpo de Policía. La Policía Nacional es un cuerpo 
armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el 
mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz. La ley 
determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario. 

 
ARTICULO 220.  Los miembros de la Fuerza Pública no pueden ser privados de sus 
grados, honores y pensiones, sino en los casos y del modo que determine la Ley.” 

 

Según el mandato imperativo de la Constitución Política de 1991, las pensiones (la 
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asignación es una especie de pensión que amerita igual tratamiento, salvando ciertas 
características especiales y, según el régimen, hay aspectos que se aplican de forma 
general que no pueden ser modificados por las partes, pues deviene de una orden 
constitucional; es por ello que, esos elementos mínimos, como por ejemplo, poder 
adquisitivo constante, es una premisa por ahora inmodificable por el legislador para hacer 
discriminación a ciertos grupos sociales de pensionados.  
 

Teniendo en cuenta lo dicho, es necesario establecer que se entiende por poder 
adquisitivo constante3:  
 

“…El poder adquisitivo está determinado por los bienes y servicios que pueden 
ser comprados con una suma específica de dinero,n. 1 dados los precios de estos 
bienes y servicios.<letr>«Purchasing power». Collins Dictionary of Business (en 
inglés). Londres: Collins. 2006. Consultado el 13 de mayo de 2011.</ref> Así, 
cuanto mayor sea la cantidad de bienes y servicios que pueden ser adquiridos con 
determinada suma de dinero, mayor será el poder adquisitivo de dicha moneda.1 
Por ello, la medición del poder adquisitivo está directamente relacionado con 
el índice de precios al consumidor y puede ser usado para comparar la riqueza de 
un individuo promedio para un período anterior al presente1 o en diferentes países 
en una misma época. 

Como notó Adam Smith, poseer dinero otorga la habilidad de «tener el mando» del 
trabajo de otros, por lo que el poder adquisitivo puede convertirse en poder sobre 
otras personas, en tanto estas estén dispuestas a negociar su trabajo o bienes por 
dinero…” 

  

A su vez, el portal4de definiciones económicas señala lo siguiente:  
 
 

“…El poder adquisitivo es la cantidad de bienes o servicios que pueden 
conseguirse con una cantidad de dinero fija según sea el nivel de precios. 

Los individuos, las empresas o los países emplean sus recursos para satisfacer las 
necesidades que tienen. La relación entre el precio que se paga por ellas y el nivel 
de recursos que se posee es conocida como poder adquisitivo. 

Poder adquisitivo y necesidades 

Es importante tener en cuenta la idea básica que hay tras esta definición: 
tendremos mayor poder adquisitivo cuantas más necesidades podamos cubrir con 
una determinada cantidad de dinero. Para ello, debemos definir la situación en que 
nos encontramos o, en otras palabras, el valor de la moneda con la que estemos 
comprando. 

De lo anterior podemos observar que la medición del poder adquisitivo es una 
buena herramienta a la hora de establecer comparaciones entre sujetos de 
diferentes países o de distintos periodos de tiempo. A través de esta comparación, 
es posible distinguir el nivel económico de individuos del pasado y del presente, o 
de otros individuos que comparten el mismo tiempo, pero en diferentes países con 
sus correspondientes monedas. 

Ejemplo de poder adquisitivo 

Por ejemplo, supongamos que nuestro amigo Miguel tiene un sueldo de 1000 
euros y gasta en su cesta de la compra mensual 200. Si España, su país, sufre 

                                                           
3https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_adquisitivo 
4https://economipedia.com/definiciones/poder-adquisitivo.html 

https://es.wikipedia.org/wiki/Bienes_econ%C3%B3micos
https://es.wikipedia.org/wiki/Servicio
https://es.wikipedia.org/wiki/Dinero
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_adquisitivo#cite_note-1
https://es.wikipedia.org/wiki/Precio
http://www.credoreference.com/entry/collinsbus/purchasing_power
https://es.wikipedia.org/wiki/Moneda
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_adquisitivo#cite_note-collinsecon-2
https://es.wikipedia.org/wiki/IPC
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_adquisitivo#cite_note-collinsecon-2
https://es.wikipedia.org/wiki/Adam_Smith
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_adquisitivo
https://economipedia.com/definiciones/poder-adquisitivo.html
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una inflación que provoca una subida de los precios en alimentos, la misma cesta 
que Miguel solía adquirir ahora tiene un valor de 230 euros. 

Observaremos que con la nómina mileurista de Miguel ahora este podrá adquirir 
menos productos si decide gastar 200 euros en su compra. Otra alternativa es 
aumentar su cantidad destinada a lo mismo. En resumen, su poder adquisitivo 
habrá decrecido. 

Queda claro entonces que para establecer medidas y comparaciones de poder 
adquisitivo, un dato importante a tener en cuenta es el mostrado por el IPC…” 

A su vez, la Ley 923 de 2004 estableció en sus artículos 1, 2 y 3 determinan: 
 

“LEY 923 DE 2004 

(diciembre 30) 

Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el 
Gobierno Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de los 

miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 150, 
numeral 19, literal e) de la Constitución Política 

El Congreso de Colombia 

 
Artículo 1°. Alcance. El Gobierno Nacional con sujeción a las normas, criterios y objetivos 
contenidos en esta Ley, fijará el régimen de la asignación de retiro, la pensión de invalidez 
y sus sustituciones, la pensión de sobrevivientes, y los reajustes de estas, 
correspondientes a los miembros de la Fuerza Pública. 

Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de asignación de 
retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta 
además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, equidad, responsabilidad 
financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes objetivos y criterios:… 

2.4. El mantenimiento del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y de las 
pensiones legalmente reconocidas… 
 
Artículo 3°. Elementos mínimos. El régimen de Artículo 3°. Elementos mínimos. El 
régimen de asignación de retiro, la pensión de invalidez y sus sustituciones, la pensión de 
sobrevivientes, y los reajustes de estas, correspondientes a los miembros de la Fuerza 
Pública, que sea fijado por el Gobierno Nacional, tendrá en cuenta como mínimo los 
siguientes elementos: y los reajustes de estas5, correspondientes a los miembros de la 
Fuerza Pública, que sea fijado por el Gobierno Nacional, tendrá en cuenta como mínimo 
los siguientes elementos:… 3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las 
mismas sobre las cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública… 
3.8. Las asignaciones de retiro, las pensiones de invalidez de los miembros de la Fuerza 
Pública y su sustitución, así como las pensiones de sobrevivientes en ningún caso serán 
inferiores al salario mínimo legal mensual vigente… 3.13. El incremento de las 
asignaciones de retiro y de las pensiones del personal de la Fuerza Pública será el mismo 
porcentaje en que se aumenten las asignaciones de los miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo…” 

 
La anterior Ley, fue reglamentada por el Decreto 4433 de 2004, el cual señaló:  
 

“…Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del 
personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, 
sobre las siguientes partidas así:..Aportes 

Artículo 26. Aportes del personal de la Policía Nacional. Los Oficiales, 

                                                           
5Como vemos, cuando la Ley 923 de 2004, se refiere a reajustes de estas, está haciendo un pronombre posesivo de los 

sustantivos asignación de retiro, la pensión de invalidez y sus sustituciones, la pensión de sobrevivientes, sin hacer 
distinción entre unas y otras.  

https://economipedia.com/definiciones/ipc-indice-precios-al-consumo.html
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Suboficiales, personal del Nivel Ejecutivo y Agentes de la Policía Nacional en 
servicio activo, aportarán a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional: 

26.1 Un treinta y cinco por ciento (35%) del primer sueldo básico, como aporte de 
afiliación. 

26.2 Sobre las partidas contempladas en el artículo 23 del presente decreto, un 
aporte mensual del cuatro punto setenta y cinco por ciento (4.75%), porcentaje que 
se incrementará en cero punto veinticinco por ciento (0.25%) a partir del 1° de 
enero de 2006, para quedar a partir de dicha fecha en el cinco por ciento (5%). 

26.3 El monto del aumento de sus haberes, equivalente a los siguientes diez (10) 
días a la fecha en que se cause dicho aumento. 

Parágrafo. El personal de Suboficiales y Agentes que se vincule al Nivel Ejecutivo, 
no estará obligado a contribuir con el treinta y cinco por ciento (35%) del primer 
sueldo básico como afiliación a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Nacional…Artículo 37. Destinación de los aportes y administración de los 
recursos. Los aportes previstos en el presente Decreto se destinarán en forma 
exclusiva al pago de asignaciones de retiro. El manejo, inversión y control de estos 
recursos estará sometido a las disposiciones que rigen para las entidades 
administradoras del régimen de prima media con prestación definida, y a la 
inspección y vigilancia del Estado…Artículo 42. Oscilación de la asignación de 
retiro y de la pensión. Las asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en 
el presente decreto, se incrementarán en el mismo porcentaje en que se 
aumenten las asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal mensual 
vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a 
menos que así lo disponga expresamente la ley…” 

 

Con todo, tanto la Ley 923 de 2004 y su reglamentaria, establecen el reajuste periódico de 
la asignación mensual de retiro, la cual como premisa mayor está compuesta de varios 
elementos o factores para liquidar sobre los cuales hicieron los aportes respectivo para 
concretizar la masa universal, denominada “asignación”; por ello, es impertinente 
diseccionar la mesada de asignación o considerar los factores pensionales a parte de 
aquella, las normas que la desarrollan y que, tienen asidero en el artículo 48 
Constitucional, permiten que las pensiones o asignaciones mantengan su poder 
adquisitivo con el fin de que las mismas puedan tener una sindéresis frente a la evolución 
del mercado o costo de vida que es analizado por el DANE, por ende, el reajuste de una 
sola partida no se acompasa con lo mandado tanto por la Constitución, como por las 
normas cuadro o marco y sus reglamentarias, orden que se evidencia en que el 
mantenimiento del poder adquisitivo  se realiza sobre la asignación de retiro y como se 
puede ver, aquella no es solo la asignación básica, sino otras partidas que componen y 
todo o una universalidad.   

 
Sobre la naturaleza jurídica de la asignación mensual de retiro vale la pena recordar lo 
analizado por la Corte Constitucional y el Consejo de estado, quienes dijeron:  
 

“…Después de recordar la Caja que el régimen de pensiones de los miembros de la Fuerza 
Pública es de naturaleza especial de conformidad con los mandatos de los artículos 217 y 
218 de la Constitución Política, dijo que a partir de la expedición de esta, la competencia 
para establecer el régimen prestacional de aquellos miembros le corresponde al Gobierno 
Nacional dentro de los señalamientos que haga el legislador a través de una ley marco (art. 
150, numeral 19 de la C.P.). A partir de la vigencia de la ley 238 de 1995, el grupo de 
pensionados de los sectores excluidos de la aplicación de la ley 100 de 1993, sí tienen 
derecho a que se les reajuste sus pensiones teniendo en cuenta la variación porcentual del 
Índice de Precios al Consumidor certificado por el DANE como lo dispuso el artículo 14 de 
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la última, y a la mesada 14 en los términos del artículo 142 ibídem… 
 
Al punto la Sala tiene en cuenta que desde la Constitución Política de 1886 a los 
reconocimientos periódicos que les hace el estado a los retirados de la fuerzas militares se 
les denominó genéricamente  PENSIONES (art. 169) y que en la actual sucedió otro tanto 
(art. 220), habiéndose ampliado a los miembros de la fuerza pública (militares y policías). 
Pero, hasta ahora fue la Corte Constitucional la que llegó en principio a concluir que las 
asignaciones de retiro no son pensiones (sentencia C-941 del 15 de octubre de 2003), 
criterio este que posteriormente fue rectificado mediante la sentencia C-432 de 2004 para 
reconocer que se asimilaba la asignación de retiro a las pensiones de vejez o de jubilación. 
Porque, estima la Sala que las asignaciones de retiro, obviamente son una especie de 
pensión, como también lo son las pensiones de invalidez y las pensiones de sobrevivientes 
del personal de la fuerza pública, de donde resulta irrelevante el argumento esgrimido por 
el Tribunal frente a los mandatos del artículo 220 de la Constitución Política, máxime que 
no pueden ser compatibles con las pensiones de invalidez ni de sobrevivientes militares o 
policiales y no son reajustables por servicios prestados a entidades de derecho público, 
pero el interesado puede optar por la más favorable, como expresamente lo establece el 
inciso 2º del artículo 36 del decreto 4433 de 2004…” 

 
La Corte Constitucional en fallo C-432 de 2004, desglosó la naturaleza jurídica de la asignación 
mensual de retiro, conmemoró que:  
 

“…Es una modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza 
de un cierto grado de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza especial del 
servicio y las funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce. Se 
trata, como bien lo afirman los intervinientes, de establecer con la denominación 
de “asignación de retiro”, una pensión de vejez o de jubilación para los miembros de la 
fuerza pública, en la medida que el resto del ordenamiento especial de dichos servidores 
públicos, se limita a regular las pensiones de invalidez y sobrevivientes. 
  
Un análisis histórico permite demostrar su naturaleza prestacional. Así, el artículo 112 del 
Decreto 501 de 1955, es inequívoco en establecer a la asignación mensual de retiro dentro 
del catálogo de prestaciones sociales a que tienen derecho los oficiales o suboficiales de la 
fuerza pública[29]. En idéntico sentido, se reitera la naturaleza prestacional de dicha 
asignación, en los artículos 101 y subsiguientes del Decreto 3071 de 1968…” 
 

Por otro lado, la Corte Constitucional ha desarrollado el tema del poder adquisitivo 
constante de todas las pensiones, elevando a rango constitucional tal elemento pensional, 
por ello mediante sentencia de Unificación concretó que:  
 

“…8.3.2. Derecho constitucional de los pensionados a mantener el poder adquisitivo de su 
mesada pensional. Ahora bien, en relación con la garantía del poder adquisitivo pensional, la 
doctrina lo ha denominado “un principio legal de rango constitucional”[71] y la 
jurisprudencia constitucional, de manera reiterada -tanto en sede de tutela como de 
constitucionalidad- le ha reconocido un rango constitucional al derecho a mantener el poder 
adquisitivo de las pensiones (sentencias C-862 de 2006 y C-397 de 2011). Criterio fijado a 
partir de la interpretación sistemática de las siguientes normas constitucionales: 

  
·        Artículo 53, del que se deriva la obligación del Estado de garantizar el reajuste periódico 

de las pensiones legales, 
·        Artículo 48, al establecer que la ley definirá los medios para que los recursos destinados 

a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante; y 
·        Artículos 1º, 13 y 46, que acompasan los principios de Estado Social de Derecho, 

igualdad, in dubio pro operario[72] y la especial protección constitucional de las personas 
de la tercera edad, en especial con el amparo a su mínimo vital[73]. 

  
Además, ha indicado la jurisprudencia constitucional[74] que el ejercicio de este 
derecho fundamental no puede estar restringido para un determinado grupo de 
pensionados, pues un trato diferenciado en esta situación carecería de 
justificación constitucional y se tornaría discriminatorio. La consideración de que la 
actualización de las pensiones es exclusiva de aquellos pensionados determinados por 
la ley[75], no es ajustada a los principios constitucionales anteriormente mencionados y 
excluiría del goce efectivo de sus derechos, a aquellas personas que no hacen parte del 
grupo sujeto a la especificidad legal. 
  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/C-432-04.htm#_ftn29
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn71
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn72
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn73
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn74
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn75
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Al existir un mandato emanado de la Carta y del bloque de constitucionalidad de dar 
especial protección a la seguridad social, la Sala Plena considera que las pensiones, como 
subsistema de la seguridad social, (i) cumplen un papel fundamental en la vigencia del 
Estado Social de Derecho “en razón a que ampara el mínimo vital de las personas de la 
tercera edad, discapacitados, menores de edad, viudas, todas ellas sujetos de especial 
protección constitucional”[76] y (ii) se “constituyen en un ahorro hecho por el trabajador a la 
largo de su vida laboral, por tanto, deben corresponden a la efectivamente devengado 
durante ella”[77]…” 

 

A su vez, el Consejo de Estado6 en consonancia con la Corte Constitucional señalan 
como derecho fundamental el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones así:  
 
 

“[L]a Sala encuentra que ante el vacío normativo existente en relación con la indexación 
del ingreso base de liquidación de una pensión gracia, la jurisprudencia de ésta 
Corporación y de las demás altas cortes, han establecido de forma pacífica, que la pérdida 
del poder adquisitivo de la moneda y el fenómeno inflacionario, son hechos notorios que el 
servidor no está obligado a soportar, y que por tal razón, tiene derecho a que su prestación 
sea indexada con el fin de no ver transgredidos sus derechos fundamentales, y en tal 
virtud, debe darse aplicación a la fórmula adoptada por cada una de ellas para que la 
pensión garantice su poder adquisitivo. (…) Se advierte, entonces, que el tribunal 
demandado denegó las pretensiones de la demanda, al estimar que el poder adquisitivo 
del salario que se tuvo en cuenta para liquidar la pensión de la [actora] no sufrió una 
depreciación que diera lugar a la indexación. Que, en particular, el acto administrativo que 
reconoció la pensión ordenó el reajuste anual, conforme con el artículo 14 de la Ley 100 de 
1993. (…) Para la Sala es claro que la autoridad judicial demandada incurrió en 
desconocimiento del precedente judicial fijado por el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional, que indica que, en virtud de los principios de justicia y equidad, el 
trabajador no tiene por qué soportar las consecuencias negativas de la inflación y de la 
pérdida del poder adquisitivo de la moneda. Que, por tanto, no debe verse obligado a 
recibir, por concepto de pensión, sumas de dinero desvalorizadas, que no son equivalentes 
al valor del salario que devengaban mientras estaban en servicio. (…)…” 

 
De lo anterior se puede decir sin dubitación alguna que toda pensión, sin importar el 
rango, especialidad o grupo, tiene como mínimo el reajuste periódico de aquella, la forma 
de reajuste o movilidad de la pensión dependiendo la normativa tendrá posibilidad de 
algunas adendas diferenciales, pero lo que no puede pasar es dejar de movilizar el salario 
o la pensión con pretextos no establecidos, ni en la Constitución, ni en la Ley; ahora, dejar 
por fuera varios factores que configuran el todo de la asignación de retiro congelando su 
reajuste, permite que este Juzgador diga que se ha congelado en parte el reajuste 
periódico constitucional de la asignación mensual de retiro que al final es una especie de 
pensión a las luces de los artículos 48, 53 y 220 de la Constitución de 1991. Ahora, el 
mismo reglamentario de la fuerza pública, con el Decreto 4433 de 2004 señaló el principio 
de oscilación, dogma que permite el reajuste periódico de las asignaciones y pensiones 
de estos miembros.   
 

 

2.3. DEL MARCO NORMATIVO DEL REGIMEN PRESTACIONAL DE LOS MIEMBROS 
DEL NIVEL EJECUTIVO DE LA POLICIA NACIONAL Y EL PRINCIPIO DE 
OSCILACIÓN 
 
RÉGIMEN LEGAL 
APLICABLE –  

 DECRETO 1091 DE 1995: 
 Artículo 49, Bases de Liquidación 
 Artículo 8° En cuanto concierne a la partida “Prima de retorno a 

la experiencia 
 Artículo 12, subsidio de alimentación 
 Artículo 13, bases de liquidación primas de servicio, 

vacaciones y navidad. 
 Artículo 56, En lo concerniente a la manera en que las 

                                                           
6Consejo de Estado, SECCIÓN CUARTA Consejero ponente: JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ Bogotá, D.C., ocho (8) de 

noviembre de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 11001-03-15-000-2017-01564-01(AC) Actor: INÉS MARIELA GAMBOA 

DE GIL Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CHOCÓ 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn76
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU654-17.htm#_ftn77
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asignaciones de retiro y las pensiones allí previstas para el personal 
del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían su poder 
adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los 
principios al mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución 
Política por el artículo 53 y el segundo, la aplicación del principio de 
inescindibilidad normativa para garantizar la efectividad de los 
derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. 

 DECRETO 1091 DE 1995. Los procedimientos y principios 
consagrados para el reconocimiento, liquidación y preservación de 
las asignaciones de retiro y pensiones del personal del nivel 
ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados posteriormente 
por el DECRETO 4433 DE 2004, que desarrolló la Ley 923 de 
2004, previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas 
computables para la liquidación de las asignaciones de retiro, en su 
artículo 23 y de otro lado, la constante actualización de las 
prestaciones sociales para los servidores públicos allí cobijados, en 
los términos del artículo 42. 

  

 

 

 

 

 

JURISPRUDENCIA 
APLICABLE –  

Sección Segunda, subsección “A” del consejo de Estado, 
dentro del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-
00088-01 (3675-17), en sentencia del 6 de septiembre de 2018, 
con ponencia del consejero Rafael Francisco Suarez Vargas, 
expresó: 
El Principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los 
temas relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del 
personal de la Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que 
perciben los miembros activos de la institución o, a quienes se 
encuentran en uso de buen retiro. 
La oscilación plantea una regla de dependencia entre la 
asignación que perciben los miembros de la fuerza pública en 
servicio activo y aquellos que se encuentran en retiro y que en tal 
virtud gozan de una prestación, ya sea asignación de retiro o 
pensión de invalidez o los beneficiarios que reciben pensión de 
sobrevivientes. 

 

 
3. TRAMITE JUDICIAL 

 
Sentada la base teórica a partir de la cual la administración pública puede conciliar sobre 
asuntos de carácter particular y contenido económico de que conozca esta jurisdicción, 
procede el Despacho a analizar el contenido de la presente conciliación prejudicial, y las 
pruebas allegadas al expediente, para establecer si el acuerdo logrado por las partes se 
ajusta al ordenamiento jurídico, así: 
 
3. 1. Caducidad de la acción. Teniendo en cuenta que el litigio que se busca precaver 
versa sobre prestaciones periódicas, el medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho se puede interponer en cualquier tiempo, tal como lo dispone el literal c) del 
artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.Lo anterior sin perjuicio de la prescripción de los derechos causados 
y no reclamados oportunamente. 
 
3.2. Acuerdo conciliatorio sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes. El caso que ocupa la atención del Despacho en esta oportunidad, gira en 
torno respecto a la actualización de las partidas computables en cuanto al reajuste de las 
partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de 
alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los 
siguientes parámetros: 1. Se reconocerá el 100% del capital. 2. Se conciliará el 75% de la 
indexación 3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la cuenta 
de cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar 
al pago de intereses. 4. Se aplicara la prescripción trienal contemplada en el artículo 43 
del Decreto 4433 de 2004, norma prestacional vigente al momento de la adquisición del 
derecho a gozar de la prestación, es decir, la propuesta económica se realizará desde el 
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02 de septiembre de 2016, en razón a la petición radicada en la Entidad el 02 de 
septiembre de 2019. Por último el Cuerpo Colegiado manifiesta que en aplicación a lo 
establecido en el artículo 2.2.4.3.1.1.9 del Decreto 1069 de 2015 por tratarse el presente 
asunto de los efectos económicos del acto administrativo identificado bajo el ID 516516 
del 27 de noviembre de 2019 expedido por la Entidad convocada, en anuencia con lo 
previsto en el numeral 1 del artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, el acuerdo al que llegaran 
las partes es TOTAL lo que produce o conlleva a la revocatoria total del citado acto 
administrativo y, por ende, es jurídicamente viable el acuerdo logrado, habida cuenta que 
el derecho a la pensión al ser cierto e indiscutible, no resulta lesionado. Adicionalmente, el 
acuerdo perfeccionado incluye, también, la indexación de tales valores, derechos sobre 
los cuales es posible conciliar, toda vez que no afecta el derecho pensional en sí mismo, 
sino el ajuste o corrección monetaria que surge a causa de la inflación y, que no 
constituye derechos laborales irrenunciables, sino una depreciación monetaria que puede 
ser transada, tal como lo ha dicho el Consejo de Estado7.    
 
 
Consecuentemente, es jurídicamente viable el acuerdo logrado, teniendo en cuenta que no 
estamos frente a derechos cierto e indiscutibles que resulten lesionados.  
 
3.3. Representación y poder para conciliar. A folios 03 y 40 de las diligencias, aparecen 
copias de los poderes otorgados en debida forma por la convocante, y por la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policia Nacional, con facultad expresa para conciliar.   
 
3.4. Soportes del alcance del contenido patrimonial del acuerdo. Aparecen 
igualmente en el expediente las siguientes pruebas: 
 

 Copia de la resolución No. 9218 del 05 de noviembre del año 2013, emitida por 
CASUR por medio de la cual se le reconoce asignación de retiro al señor Freddy 
Hernán Palencia Jerez. (fl.16-17) 

 Copia de la liquidación de la asignación de retiro del señor Freddy Hernán 
Palencia Jerez. (fl.18) 

 Copia de la hoja de servicios del señor Freddy Hernán Palencia Jerez. (fl.19) 

 Copia del último desprendible de pago del señor Freddy Hernán Palencia Jerez. 
(fl.20) 

 Copia de la solicitud de reliquidación presentada el día 02 de septiembre del año 
2019. (fl.21-25)  

 Acta de comité de conciliación de fecha 08 de septiembre de 2018, en donde se 
presentan las partidas computables asignadas. (fl.52-61)  

 Acta Radicación No. 359886 de 21 de julio de 2020, ante la Procuraduría 192 
Judicial I Para Asuntos Administrativos, en la cual consta el acuerdo 
conciliatorio logrado entre las partes, en los mismos términos recomendados por el 
Comité de Conciliación y Defensa Jurídica del ente convocado. (fl.62-68)  

 
3.5. El acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público. Del acervo documental 
contenido en el expediente y del análisis de los fundamentos jurídicos que originan el 
derecho objeto de la aludida conciliación, es evidente que el acuerdo logrado no lesiona el 
patrimonio público, habida cuenta que versó sobre el derecho que tiene la parte 
convocante, a que la mesada de su asignación de retiro sea reajustada anualmente con 
base en el índice precios al consumidor del año inmediatamente anterior, cuando éste 
resulte más favorable frente al reajuste obtenido en virtud del principio de oscilación, así 
como del pago indexado de las diferencias resultantes.  

 
Luego, evidenciado está que el Acta Radicación No. 359886 de 21 de julio de 2020, 
ante la Procuraduría 192 Judicial I Para Asuntos Administrativos,, contiene una 
obligación clara, expresa y exigible, y de conformidad con las pruebas allegadas al 

                                                           
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segundad, Subsección “B”, Radicación número: 
54001-23-31-000-2005-01044-01(1135-10), Sentencia del 20 de enero de 2011, C.P: Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila 
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expediente, este Despacho considera procedente impartirle aprobación, dada la 
naturaleza de la prestación solicitada, esto es, el pago de los reajustes en la asignación 
de retiro con base en el índice de precios al consumidor y su respectiva indexación, por 
un valor de CUATRO MILLONES SEICIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL SEICIENTOS 
VEITISIETE PESOS ($4.658.627.oo) M/TE, efectuados los descuentos de ley, a favor de 
la parte convocante y a cargo de la parte convocada, acorde con los soportes obrantes en 
el expediente. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C., administrando justica en nombre de la 
República y por autoridad de la ley,        
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO.- APRUÉBESE la conciliación extrajudicial celebrada el 18 de septiembre de 
2020 ante la Procuraduría 192 Judicial I Para Asuntos Administrativos, entre la CAJA 
DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL y el señor FREDDY HERNAN 
PALENCIA JEREZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 91.265.039 expedida 
en Bucaramanga (Santander), contenida en el Acta Radicación No. 359886 de 21 de 
julio de 2020, ante la Procuraduría 192 Judicial I Para Asuntos Administrativos, por 
un valor de CUATRO MILLONES SEICIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL SEICIENTOS 
VEITISIETE PESOS ($4.658.627.oo) M/TE, efectuados los descuentos de ley, acorde con 
los soportes obrantes en el expediente. 
 
SEGUNDO. - En firme ésta providencia archívese el expediente.  

 
 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
 
 

 
 

Ampm 

 
Para ingresar al micrositio web del Juzgado 25 Administrativo 
de     Bogotá, escanee el siguiente código QR:   

  
CONSULTE AQUÍ LA ANOTACIÓN EN ESTADOS    

ELECTRÓNICOS  
 

 

 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRONICO notifico a 

las partes la providencia anterior hoy 18 DE 
NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho de la mañana (8:00 

a.m.) 
__________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 
SECRETARIO 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-25-administrativo-de-bogota/313
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Firmado Por: 

 

ANTONIO JOSE REYES MEDINA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 025 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: d3f4889bef720ed6d4a677d4e7f886ca01c6873f7d296cc38e3e48d1ba550c04 

Documento generado en 17/11/2020 09:26:50 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2017-00317-00 

Demandante: JAIRO ESTEBAN GAMBA ESPINOSA 

Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Litisconsortes:  NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y OTRO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

                                                                                                                                       Auto No. 608 

El Despacho avoca conocimiento del proceso en virtud de las competencias establecidas en los 

Acuerdos PCSJA 20-11482 del 30 de enero1 y PCSJA 20-11573 del 24 de junio de 20202 del Consejo 

Superior de la Judicatura, por lo que dispone continuar con el trámite o etapa subsiguiente 

conforme con la normativa procesal vigente.  

En esa medida, se tiene que, al asunto de la referencia le resultan aplicables las previsiones 

contempladas en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 

agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, como quiera que al tenor del 

artículo 624 del Código General del Proceso, las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad 

de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  

 

El articulado es del siguiente tenor literal: 

 

“Artículo 624.  Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así 
Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores 
desde el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes 
en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se 
interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, 
empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 
notificaciones.  
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de 

formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 
(Negrillas fuera de texto).  

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” 
2 “Por el cual se prorrogan las medidas transitorias adoptadas en el Acuerdo PCSJA 20-11482 del 30 de enero de 2020 en la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo” 
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En esa medida, examinado el expediente, encuentra el Despacho que la parte demandada y los 

litisconsortes necesarios presentaron escrito de contestación de demanda a través del cual 

además de oponerse a las pretensiones de esta, formularon diferentes medios exceptivos, que 

conforme el artículo 12 del Decreto 806 del 2020, deberán resolverse de forma preliminar.   

 

En efecto, el artículo en mención señala:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De las 
excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma regulada en 
el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, la parte 
demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en las 
excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 102 
del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso 
segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita a la 
audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas 
que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la 
causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera instancia 
por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso 
apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo de Estado. 
Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de Estado se decidirá 
por el magistrado ponente y será suplicable”.  (Negrillas fuera de texto).  

 

Previo a resolver las excepciones planteadas, forzoso resulta aclarar a las partes, que en el 

presente asunto el traslado de las excepciones fue cumplido conforme el artículo 110 del Código 

General del Proceso en concordancia con el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo que, el requisito se 

encuentra efectivamente cumplido, antes de la entrada en vigor del Decreto 806 del 2020, lo que 

impone en consecuencia resolver las mismas, para determinar su procedencia o no.  

 

1. Excepciones propuestas por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

El apoderado judicial de la cartera ministerial planteó, los siguientes medios exceptivos en el 

escrito de contestación de la demanda. 

 

.- Cosa juzgada constitucional sobre la legalidad de pagos que no constituyen factor salarial.  

 

Considera que no resulta de recibo afirmar como se hace en la demanda que es ilegal o que 

constituya un indebido ejercicio de las competencias del Gobierno Nacional, establecer que la 

bonificación judicial del Decreto 383 de 2013 constituya únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud, por las 

razones que se han expuesto y por contar con pleno respaldo en las sentencias de la H. Corte 

Constitucional C-279 de 1996, y C-052 de 1992, del Magistrado Fabio Morón Díaz.  

 

Igualmente refiere que la prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, no tiene 

carácter salarial, esto es, no se toma como base para liquidar las prestaciones sociales, 

exceptuando cuando se trate de aportes a Pensión de Jubilación, para lo cual cita la sentencia 

del Consejo de Estado dictada el 19 de septiembre de 1996, C.P. Clara Forero de Castro. 
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-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Fundamenta la excepción en la necesidad de revisar por parte del juez del cumplimiento de los 

presupuestos procesales del medio de control respectivo, considerando que la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y activa se encuentren debidamente demostrados.  

 

Citando variados pronunciamientos del H. Consejo de Estado, considera que, en el caso del 

asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, pues los actos administrativos que se someten a control de 

jurisdiccionalidad no fueron expedidos por autoridades pertenecientes a ese organismo y por 

tanto no se encuentra obligado a defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo 

vínculo de ninguna naturaleza.  

 

Sostiene que, para que exista una eventual condena al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

es indispensable que los hechos que fundamentan las pretensiones hayan sido generados por la 

cartera ministerial y tal situación no se evidencia en el presente asunto, por lo que concluye que, 

se encuentra demostrado que se carece de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que 

no hubo injerencia en la producción ni de las decisiones demandadas, ni de los fundamentos 

fácticos que soportan las pretensiones del libelo incoatorio.  

 

Finalmente indica que de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda en el Decreto 4712 

del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público”, no se evidencia ninguna que pueda satisfacer las pretensiones reclamadas en 

vía jurisdiccional, por lo que es incuestionable que se carece de competencia para resolver lo 

pretendido por la parte actora.  

 

Solicita en consecuencia se desvincule, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del proceso.  

 

-. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones.  

 

Sostiene que las pretensiones relacionadas con la inconstitucionalidad del Decreto 383 de 2013, 

debieron ser resueltas a través de la vía del medio de control de simple nulidad y no de nulidad y 

restablecimiento del derecho, con lo que se determina que existe ineptitud de la demanda.  

 

Argumenta que no es posible que no es factible que el Decreto 383 de 2013 sea susceptible de 

control jurisdiccional por parte del Juez Administrativo, pues le correspondía la competencia al 

juez competente para resolver la nulidad simple del decreto referido.  

 

-. Pleito pendiente.  

 

Solicita que, se suspenda el presente proceso, hasta tanto no se resuelvan las demandas que 

cursan en el Consejo de Estado que se relacionan a continuación:  

 “ 

MEDIO 
DE 

CONTROL 

RADICADO DEL 
PROCESO 

AUTORIDAD QUE CONOCE MAGISTRADO 
PONENTE 

DEMANDANTE 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00398-00 
(4257-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Jaime de Jesús 
García León 
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NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00876-00 
(4008-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Jorge Iván 
Acuña Arrieta 

María Clara 
Espitia 
Ramírez 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00050-00 
(0163-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

Lianna Yaneth 
Laiton Díaz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-01072-00 
(3845-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Pedro 
Simón Vargas 
Saénz 

Mario William 
Hernández 
Muñoz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-01014-00 
(4562-2016) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Esperanza 
Beatriz Bonilla 
Lozano 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00021-00 
(0065-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

César Augusto 
Ortiz Perdomo 

      

2. Excepciones planteadas por la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho.  

 

-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva 

 

Argumenta la excepción al señalar que los actos administrativos no fueron expedidos por esa 

cartera ministerial y en que dentro de la competencia establecida por la ley a esta entidad,  no se 

encuentra la de resolver reclamaciones salariales de los empleados o  funcionarios de la Rama 

Judicial, máxime cuando, la entidad competente para defender la legalidad de los actos aquí 

acusados, es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, como quiera que de allí emanan 

las decisiones que se someten a control jurisdiccional aunado al hecho jurídico cierto de que  

cuenta con personería jurídica propia, para acudir al proceso. 

 

Trae en mención varios pronunciamientos del H. Consejo de Estado, para considerar que, en el 

presente asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del 

Ministerio de Justicia y del Derecho, toda vez que, los actos demandados no fueron expedidos 

por autoridades pertenecientes a ese organismo, de manera que, no se encuentra obligado a 

defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo vínculo de ninguna naturaleza.  

 

.- Prescripción  

 

- Consideró que los derechos laborales prescriben en tres años contados de la exigibilidad del 

derecho, en aplicación de lo previsto en el artículo 41 del Decreto 3135 del 1968 y 102 del Decreto 

1848 de 1969. 

 

3. Excepciones planteadas por la Nación – Rama Judicial.  

 

-. Planteó una única excepción previa, denominada “Integración de Litis consorcio Necesario”, 

que sustentó de la siguiente forma:  

 

Considera que en el presente asunto no se encuentra debidamente conformado el litisconsorcio 

necesario, y por tanto debió en su momento, aplicarse por parte del Despacho el artículo 61 del 

Código General del Proceso, que establece la necesidad de vincular a la Nación – Presidencia de 

la República, Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, 

como entidades que, a su juicio, deben comparecer al proceso para que se resuelva de manera 

uniforme el proceso.  

 



Rad. 11001-33-35-025-2017-00317-00 

 

 

 

Solicita en consecuencia que se integre el litisconsorcio necesario con el objetivo de ser 

vinculados al proceso.  

 

CONSIDERACIONES A LAS EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS PLANTEADAS  

 

1. Excepción de Pleito Pendiente.  

 

En este aspecto, corresponde analizar previamente esta excepción atendiendo que de su 

fundamento se extrae que se refiere a una solicitud de prejudicialidad, que considera el 

apoderado debe aplicarse en el presente proceso.  

 

Examinado el Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 respecto a la suspensión del proceso, 
se consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 161 SUSPENSIÓN DEL PROCESO. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la 
sentencia, decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en “otro 

proceso judicial” que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como 
excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá 
porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la 
validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos 
hechos como excepción.  

 
 “Artículo 162. DECRETO DE LA SUSPENSIÓN Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del 
proceso resolver sobre la procedencia de la suspensión. La suspensión a que se refiere el numeral 
1 del artículo precedente solo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que 
la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar 
sentencia de segunda o de única instancia. La suspensión del proceso producirá los mismos 
efectos de la interrupción a partir de la ejecutoria del auto que la decrete. El curso de los 
incidentes no se afectará si la suspensión recae únicamente sobre el trámite principal”. (Negrillas 
fuera de texto).  
 
“Artículo 163 REANUDACIÓN DEL PROCESO. La suspensión del proceso por prejudicialidad durará 
hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia 
ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce 
dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a 
petición de parte, decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso. 
Vencido el término de la suspensión solicitada por las partes se reanudará de oficio el proceso. 
También se reanudará cuando las partes de común acuerdo lo soliciten. La suspensión del 
proceso ejecutivo por secuestro del ejecutado operará por el tiempo en que permanezca 
secuestrado más un periodo adicional igual a este. En todo caso la suspensión no podrá 
extenderse más allá del término de un (1) año contado a partir de la fecha en que el ejecutado 
recuperé su libertad”.  

 
En el presente asunto, advierte el Despacho, que se indicaron una serie de radicados a través de 

los cuales la parte demandada – La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público- quiere dar 

a conocer los procesos en los cuales versan pretensiones fundamentadas en que la bonificación 

judicial, sea solamente liquidada como factor salarial, para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, asunto que, a su juicio se discute en el presente 

medio de control.  

 

Sin embargo, tal referencia no constituye una verdadera prueba de la existencia de los mismos, 

pues si bien el Despacho puede realizar una consulta de los radicados en los distintos software 

de información o incluso en la página web de la Rama Judicial, tal situación, no permite evidenciar 

con claridad meridiana, la información concerniente a las pretensiones de las demandas, partes, 
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estado de los procesos y en especial qué tipo de actos administrativos se encuentran siendo 

sometidos a control de legalidad a través del medio de control de nulidad simple.  

 

El aporte de la prueba, carga procesal que le corresponde asumir a quien solicita la declaratoria 

de prejudicialidad, para lograr la suspensión del proceso, no puede ser trasladada al Despacho 

Judicial donde cursa el mismo, pues tal labor, no le corresponde a éste.  Hubiese sido importante 

el aporte como mínimo de la copia de los libelos incoatorios, con el objetivo de determinar qué 

actos se encuentran siendo sometidos a control de legalidad, para con ello, poder efectuar un 

análisis minucioso que llevara a considerar si era pertinente o no, suspender el proceso.  

 

Desafortunadamente con la nula información aportada, no es dable entrar a considerar la 

posibilidad de suspender el proceso, máxime que los efectos de la suspensión procesal 

peticionada generan un impacto inmediato en el trámite de este y, por tanto, podrían poner en 

riesgo la celeridad debida que las partes reclaman en los procesos judiciales.  

 

En esa medida, este Despacho considera que la solicitud de suspensión del proceso expuesta a 

través de un medio exceptivo, con fundamento en el numeral 1º de artículo 161 del Código 

General del Proceso no está llamada prosperar y será efectivamente negada. 

 

2 -. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y Ministerio de Justicia y del Derecho 

 

Bien, para resolver la excepción planteada, resulta procedente examinar el contenido de los 

decretos a través de los cuales se previeron las funciones y competencias del Ministerio de 

Hacienda y el Ministerio de Justicia como litisconsortes necesarios.  

 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Decreto 4712 de 2008 artículo 3º. 

Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Decreto 1427 del 29 de agosto de 2017. 

1. Participar en la definición y dirigir la ejecución 
de la política económica y fiscal del Estado. 
  
2. Coordinar con la Junta Directiva del Banco de 
la República las políticas gubernamentales en 
materia financiera, monetaria, crediticia, 
cambiaria y fiscal. 
  
3. Preparar, para ser sometidos a consideración 
del Congreso de la República, los proyectos de 
acto legislativo y ley, los proyectos de ley del 
Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto 
General de la Nación y en general los 
relacionados con las áreas de su competencia. 
  
4. Preparar los proyectos de decreto y expedir 
las resoluciones, circulares y demás actos 
administrativos de carácter general o 
particular, necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 
  
5. Cumplir las funciones y atender los servicios 
que le están asignados y dictar, en desarrollo 
de la ley y de los decretos respectivos, las 
normas necesarias para el efecto. 

1. Articular la formulación, adopción, 
ejecución y evaluación de la política pública 
del Sector Administrativo de Justicia y del 
Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama 
Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el 
desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar 
las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; 
gestión jurídica pública del derecho; ejercicio 
de la profesión de abogado; socialización de 
la información jurídica; justicia transicional y 
restaurativa; y las que faciliten el acceso a la 
justicia formal y a la alternativa, en el marco 
del mandato contenido en las normas 
vigentes, al igual que las de lucha contra las 
drogas ilícitas, lavado de activos, corrupción, 
crimen organizado, enriquecimiento ilícito, 
administración de bienes incautados y 
acciones de extinción de dominio. 
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6. Coordinar, dirigir y regular la administración 
y recaudación de los impuestos que administra 
la Unidad Administrativa Especial, Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de 
conformidad con la ley, la administración y 
recaudo de las rentas, tasas, contribuciones 
fiscales y parafiscales, multas nacionales y 
demás recursos fiscales, su contabilización y 
gasto. 
  
7. Preparar los proyectos para reglamentar el 
proceso de aforo, tasación y recaudo de los 
gravámenes arancelarios y los demás temas 
relacionados. 
  
8. Coordinar y preparar los proyectos para 
reglamentar la administración de los servicios 
aduaneros. 
  
 

4. Diseñar y coordinar las políticas para el 
ejercicio de la función jurisdiccional a cargo 
de autoridades administrativas y particulares, 
de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y 
proponer el mejoramiento de las mismas. 
 
5. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la 
política en materia criminal, carcelaria y 
penitenciaria, en la prevención del delito y las 
acciones contra la corrupción y la criminalidad 
organizada. 
 
6. Promover las normas legales y 
reglamentarias, la protección jurídica, 
garantía y restablecimiento de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, en 
coordinación con el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF -bajo los principios de 
interés superior, protección integral y 
enfoque diferencial, y las demás entidades 
competentes. 
 
7. Diseñar la política y promover los 
instrumentos aplicables dentro del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes, 
hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su 
finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
 
8. Participar en el diseño de las políticas 
relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
 

 

Pues bien, examinadas las funciones atrás referenciadas y los fundamentos fácticos de las 

demandas presentadas contra la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial-, que ocupan la atención del Despacho, no se logra evidenciar la relación jurídico – 

procesal por pasiva, que permita determinar que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y 

de Justicia y del Derecho, sean los sujetos llamados a responder por las pretensiones que son 

objeto de controversia.  

 

Tampoco se advierte, la participación real de las personas jurídicas vinculadas como 

litisconsortes necesarios, en los hechos, actos jurídicos o actos administrativos, que originaron 

la presentación de la demanda. Se considera que los Ministerios mencionados no tienen la 

legitimación material en la causa por pasiva, para poder responder por las pretensiones ni 

tampoco pueden esgrimir argumentos tendientes a defender la legalidad de los actos acusados, 

pues de ellos no se logra advertir que incidieran en su expedición o motivación.  

 

Ahora bien, refuerza aún más la tesis de este Despacho advertir, que, la entidad demandada 

citada en el libelo incoatorio, esto es la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, goza de personería jurídica propia, autonomía administrativa y, además 

expidió los actos acusados, por tanto, le asiste la competencia funcional para responder por las 

reclamaciones o pretensiones relacionadas con la aplicación del Decreto 383 de 2013.  
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Por lo antes expuesto se declara probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA planteada por el litisconsorte necesario Nación- Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho con relación al presente proceso.  

 

Esta declaratoria impone que no se examinen los restantes medios exceptivos planteados por 

los litisconsortes vinculados, quedando conformado el extremo pasivo de la Litis, únicamente 

por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración judicial, respecto de la cual 

se realizará el análisis de las excepciones planteadas, conforme las consideraciones 

subsiguientes: 

 

3. Integración del litisconsorcio necesario.  

 

La Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fundamenta este 

medio exceptivo indicando que, debe vincularse al presente asunto a la Nación – Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República, la Nación - Departamento Administrativo de la 

Función Pública y a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público ante la imposibilidad 

material de la demandada para reconocer el derecho reclamado. 

 

Pues bien, argumentos de similares características a las planteadas en precedencia, que 

sustentaron para despachar de forma favorable la excepción de falta de legitimación en la causa 

por pasiva, resultan aplicables en esta oportunidad para analizar la necesidad de conformar el 

litisconsorcio requerido por la parte demandada.  

 

En esa medida, se tiene que los actos administrativos cuya nulidad se discute, fueron proferidos 

por la Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, cuyo representante 

judicial conforme el numeral 8º de la Ley 270 de 1996 corresponde al Director Ejecutivo de 

Administración Judicial; por tanto, los actos enjuiciados, no generan una relación jurídica - 

material – única e indivisible que deba resolverse de manera uniforme tanto para la Nación - 

Rama Judicial como para la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, Nación -Departamento Administrativo de la Función Pública, y Nación - Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público; como quiera que, esos órganos de la administración no ostentan 

ninguna relación sustancial con los demandantes y no profirieron las decisiones acusadas, pues 

carecen de competencia para resolver peticiones como las reclamadas.  

 

En el hipotético caso de acceder a las pretensiones de la demanda, cuya consecuencia sería 

ordenar el pago de sumas dinerarias a favor de la parte demandante, sería la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la encargada de responder frente al pago 

de una eventual condena. 

 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, la excepción denominada “INTEGRACIÓN DEL LITIS 

CONSORCIO NECESARIO” planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial no está llamada a prosperar.  

 

Conforme con las consideraciones expuestas, y no existiendo actuación previa pendiente de 

resolver, este Despacho considera procedente, que una vez cobre firmeza el presente proveído 

se continúe el trámite del proceso, por lo que ordenará fijar fecha y hora, para llevar a cabo 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, atendiendo la obligación de utilizar las tecnologías de la 

información y de las comunicaciones, establecida en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020. 
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En mérito de lo expuesto, la suscrita Jueza del Juzgado Segundo Administrativo Transitorio de 

Bogotá - Sección Segunda -, 

RESUELVE: 

 

Primero. - Declarar probada la excepción previa de “Falta de legitimación en la causa por pasiva” 

planteada por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Nación - Ministerio de 

Justicia y del Derecho, conforme con la parte motiva de este proveído.  

 

Segundo. - Declarar terminado el presente proceso respecto de los litisconsortes necesarios 

vinculados al presente proceso, esto es, respecto de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, y ordenar que el único extremo de la 

litis esté conformado por la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, conforme con la parte motiva del presente auto.  

 

Tercero. - Declarar no probada la excepción de “Integración del litisconsorcio necesario” 

planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

conforme la parte motiva de este proveído.  

 

Cuarto. - Fijar fecha y hora para llevar a cabo, de manera concentrada, audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, para el día: 27 de noviembre de 2020, a las 2:30 p.m., en relación al expediente 

descrito en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Quinto. - Advertir a los apoderados de las partes, que el incumplimiento a la diligencia generará 

la aplicación de las sanciones previstas en el numeral 4º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.   

 

Las partes deberán ingresar el día y hora señalada a través del enlace de la plataforma “Lifesize, 

que informará el Despacho, previo a la diligencia. 

 

Sexto. - Reconocer personería a: la doctora CLAUDIA LORENA DUQUE SAMPER, identificada con 

la C.C. No. 1.014.219.631 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 264.044 del C.S.J., para 

actuar como apoderada judicial de la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, en los términos y para los efectos del poder y actos de delegación, 

obrantes a folios 50 a 52 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Séptimo. - Reconocer personería a la doctora YENNY PAOLA PELÁEZ ZAMBRANO, identificada 

con la C.C. No. 1.022.382.430 expedida en Bogotá y portador de la T.P. No. 252.962 del C.S.J., para 

actuar como apoderada judicial de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los 

términos y para los efectos del poder obrante a folio 80 del expediente, de acuerdo a lo 

dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Octavo. - Reconocer personería a la doctora  MARLENY ALVAREZ ALVAREZ, identificada con la 

C.C. No. 51.781.886 y T.P. No. 132.973 del C.S. de la J, para que actué como apoderada judicial de 

la Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos y para los efectos del poder 

obrante a folio 88, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Noveno. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente. 

 

Parte Dirección electrónica 

Parte demandante: Jackson Ignacio Castellanos 
Anaya 

ancasconsultoria@gmail.com 
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Parte demandada: Claudia Lorena Duque Samper 
 

cduques@deaj.ramajudicial.gov.co, 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  

Litisconsorte 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Ministerio de Justicia y del Derecho 

notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co  

Ministerio Público: Procurador 195 Judicial l para 
Asuntos Administrativos 
Mauricio Román Bustamante 

mroman@procuraduria.gov.co  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

Jueza 
  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 412 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el 

decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: c276b9bee84308b57f971c537d13252d52ec51d287c90049f21a5259d28e2da2 

Documento generado en 17/11/2020 10:24:38 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

 
 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.) 

 

______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2017-00332-00 

Demandante: MELBA VARÓN RAMÍREZ 

Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Litisconsortes:  NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y OTRO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

                                                                                                                                       Auto No. 609 

El Despacho avoca conocimiento del proceso en virtud de las competencias establecidas en los 

Acuerdos PCSJA 20-11482 del 30 de enero1 y PCSJA 20-11573 del 24 de junio de 20202 del Consejo 

Superior de la Judicatura, por lo que dispone continuar con el trámite o etapa subsiguiente 

conforme con la normativa procesal vigente.  

En esa medida, se tiene que, al asunto de la referencia le resultan aplicables las previsiones 

contempladas en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 

agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, como quiera que al tenor del 

artículo 624 del Código General del Proceso, las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad 

de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  

 

El articulado es del siguiente tenor literal: 

 

“Artículo 624.  Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así 
Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 
cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 
diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones.  
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de 

formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 
(Negrillas fuera de texto).  

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” 
2 “Por el cual se prorrogan las medidas transitorias adoptadas en el Acuerdo PCSJA 20-11482 del 30 de enero de 2020 en la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo” 
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En esa medida, examinado el expediente, encuentra el Despacho que la parte demandada y los 

litisconsortes necesarios presentaron escrito de contestación de demanda a través del cual 

además de oponerse a las pretensiones de esta, formularon diferentes medios exceptivos, que 

conforme el artículo 12 del Decreto 806 del 2020, deberán resolverse de forma preliminar.   

 

En efecto, el artículo en mención señala:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De 
las excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma 
regulada en el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en las excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 
102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere 
el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita 
a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones 
previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en 
la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados 
anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera 
instancia por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá 
el recurso apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de 
Estado se decidirá por el magistrado ponente y será suplicable”.  (Negrillas fuera de texto).  

 

Previo a resolver las excepciones planteadas, forzoso resulta aclarar a las partes, que en el 

presente asunto el traslado de las excepciones fue cumplido conforme el artículo 110 del Código 

General del Proceso en concordancia con el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo que, el requisito se 

encuentra efectivamente cumplido, antes de la entrada en vigor del Decreto 806 del 2020, lo que 

impone en consecuencia resolver las mismas, para determinar su procedencia o no.  

 

1. Excepciones propuestas por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

El apoderado judicial de la cartera ministerial planteó, los siguientes medios exceptivos en el 

escrito de contestación de la demanda. 

 

.- Cosa juzgada constitucional sobre la legalidad de pagos que no constituyen factor salarial.  

 

Considera que no resulta de recibo afirmar como se hace en la demanda que es ilegal o que 

constituya un indebido ejercicio de las competencias del Gobierno Nacional, establecer que la 

bonificación judicial del Decreto 383 de 2013 constituya únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud, por las 

razones que se han expuesto y por contar con pleno respaldo en las sentencias de la H. Corte 

Constitucional C-279 de 1996, y C-052 de 1992, del Magistrado Fabio Morón Díaz.  

 

Igualmente refiere que la prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, no tiene 

carácter salarial, esto es, no se toma como base para liquidar las prestaciones sociales, 

exceptuando cuando se trate de aportes a Pensión de Jubilación, para lo cual cita la sentencia 

del Consejo de Estado dictada el 19 de septiembre de 1996, C.P. Clara Forero de Castro. 
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-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Fundamenta la excepción en la necesidad de revisar por parte del juez del cumplimiento de los 

presupuestos procesales del medio de control respectivo, considerando que la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y activa se encuentren debidamente demostrados.  

 

Citando variados pronunciamientos del H. Consejo de Estado, considera que, en el caso del 

asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, pues los actos administrativos que se someten a control de 

jurisdiccionalidad no fueron expedidos por autoridades pertenecientes a ese organismo y por 

tanto no se encuentra obligado a defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo 

vínculo de ninguna naturaleza.  

 

Sostiene que, para que exista una eventual condena al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

es indispensable que los hechos que fundamentan las pretensiones hayan sido generados por la 

cartera ministerial y tal situación no se evidencia en el presente asunto, por lo que concluye que, 

se encuentra demostrado que se carece de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que 

no hubo injerencia en la producción ni de las decisiones demandadas, ni de los fundamentos 

fácticos que soportan las pretensiones del libelo incoatorio.  

 

Finalmente indica que de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda en el Decreto 4712 

del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público”, no se evidencia ninguna que pueda satisfacer las pretensiones reclamadas en 

vía jurisdiccional, por lo que es incuestionable que se carece de competencia para resolver lo 

pretendido por la parte actora.  

 

Solicita en consecuencia se desvincule, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del proceso.  

 

-. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones.  

 

Sostiene que las pretensiones relacionadas con la inconstitucionalidad del Decreto 383 de 2013, 

debieron ser resueltas a través de la vía del medio de control de simple nulidad y no de nulidad y 

restablecimiento del derecho, con lo que se determina que existe ineptitud de la demanda.  

 

Argumenta que no es posible que no es factible que el Decreto 383 de 2013 sea susceptible de 

control jurisdiccional por parte del Juez Administrativo, pues le correspondía la competencia al 

juez competente para resolver la nulidad simple del decreto referido.  

 

-. Pleito pendiente.  

 

Solicita que, se suspenda el presente proceso, hasta tanto no se resuelvan las demandas que 

cursan en el Consejo de Estado que se relacionan a continuación:  

 “ 

MEDIO 
DE 

CONTROL 

RADICADO DEL 
PROCESO 

AUTORIDAD QUE CONOCE MAGISTRADO 
PONENTE 

DEMANDANTE 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00398-00 
(4257-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Jaime de Jesús 
García León 
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NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00876-00 
(4008-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Jorge Iván 
Acuña Arrieta 

María Clara 
Espitia 
Ramírez 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00050-00 
(0163-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

Lianna Yaneth 
Laiton Díaz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-01072-00 
(3845-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Pedro 
Simón Vargas 
Saénz 

Mario William 
Hernández 
Muñoz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-01014-00 
(4562-2016) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Esperanza 
Beatriz Bonilla 
Lozano 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00021-00 
(0065-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

César Augusto 
Ortiz Perdomo 

      

2. Excepciones planteadas por la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho.  

 

-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva 

 

Argumenta la excepción al señalar que los actos administrativos no fueron expedidos por esa 

cartera ministerial y en que dentro de la competencia establecida por la ley a esta entidad,  no se 

encuentra la de resolver reclamaciones salariales de los empleados o  funcionarios de la Rama 

Judicial, máxime cuando, la entidad competente para defender la legalidad de los actos aquí 

acusados, es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, como quiera que de allí emanan 

las decisiones que se someten a control jurisdiccional aunado al hecho jurídico cierto de que  

cuenta con personería jurídica propia, para acudir al proceso. 

 

Trae en mención varios pronunciamientos del H. Consejo de Estado, para considerar que, en el 

presente asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del 

Ministerio de Justicia y del Derecho, toda vez que, los actos demandados no fueron expedidos 

por autoridades pertenecientes a ese organismo, de manera que, no se encuentra obligado a 

defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo vínculo de ninguna naturaleza.  

 

.- Prescripción  

 

- Consideró que los derechos laborales prescriben en tres años contados de la exigibilidad del 

derecho, en aplicación de lo previsto en el artículo 41 del Decreto 3135 del 1968 y 102 del Decreto 

1848 de 1969. 

 

3. Excepciones planteadas por la Nación – Rama Judicial.  

 

-. Planteó una única excepción previa, denominada “Integración de Litis consorcio Necesario”, 

que sustentó de la siguiente forma:  

 

Considera que en el presente asunto no se encuentra debidamente conformado el litisconsorcio 

necesario, y por tanto debió en su momento, aplicarse por parte del Despacho el artículo 61 del 

Código General del Proceso, que establece la necesidad de vincular a la Nación – Presidencia de 

la República, Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, 

como entidades que, a su juicio, deben comparecer al proceso para que se resuelva de manera 

uniforme el proceso.  
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Solicita en consecuencia que se integre el litisconsorcio necesario con el objetivo de ser 

vinculados al proceso.  

 

CONSIDERACIONES A LAS EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS PLANTEADAS  

 

1. Excepción de Pleito Pendiente.  

 

En este aspecto, corresponde analizar previamente esta excepción atendiendo que de su 

fundamento se extrae que se refiere a una solicitud de prejudicialidad, que considera el 

apoderado debe aplicarse en el presente proceso.  

 

Examinado el Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 respecto a la suspensión del proceso, 
se consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 161 SUSPENSIÓN DEL PROCESO. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la 
sentencia, decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en “otro 

proceso judicial” que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como 
excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá 
porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la 
validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos 
hechos como excepción.  

 
 “Artículo 162. DECRETO DE LA SUSPENSIÓN Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del 
proceso resolver sobre la procedencia de la suspensión. La suspensión a que se refiere el numeral 
1 del artículo precedente solo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que 
la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar 
sentencia de segunda o de única instancia. La suspensión del proceso producirá los mismos 
efectos de la interrupción a partir de la ejecutoria del auto que la decrete. El curso de los 
incidentes no se afectará si la suspensión recae únicamente sobre el trámite principal”. (Negrillas 
fuera de texto).  
 
“Artículo 163 REANUDACIÓN DEL PROCESO. La suspensión del proceso por prejudicialidad durará 
hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia 
ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce 
dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a 
petición de parte, decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso. 
Vencido el término de la suspensión solicitada por las partes se reanudará de oficio el proceso. 
También se reanudará cuando las partes de común acuerdo lo soliciten. La suspensión del 
proceso ejecutivo por secuestro del ejecutado operará por el tiempo en que permanezca 
secuestrado más un periodo adicional igual a este. En todo caso la suspensión no podrá 
extenderse más allá del término de un (1) año contado a partir de la fecha en que el ejecutado 
recuperé su libertad”.  

 
En el presente asunto, advierte el Despacho, que se indicaron una serie de radicados a través de 

los cuales la parte demandada – La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público- quiere dar 

a conocer los procesos en los cuales versan pretensiones fundamentadas en que la bonificación 

judicial, sea solamente liquidada como factor salarial, para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, asunto que, a su juicio se discute en el presente 

medio de control.  

 

Sin embargo, tal referencia no constituye una verdadera prueba de la existencia de los mismos, 

pues si bien el Despacho puede realizar una consulta de los radicados en los distintos software 

de información o incluso en la página web de la Rama Judicial, tal situación, no permite evidenciar 

con claridad meridiana, la información concerniente a las pretensiones de las demandas, partes, 
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estado de los procesos y en especial qué tipo de actos administrativos se encuentran siendo 

sometidos a control de legalidad a través del medio de control de nulidad simple.  

 

El aporte de la prueba, carga procesal que le corresponde asumir a quien solicita la declaratoria 

de prejudicialidad, para lograr la suspensión del proceso, no puede ser trasladada al Despacho 

Judicial donde cursa el mismo, pues tal labor, no le corresponde a éste.  Hubiese sido importante 

el aporte como mínimo de la copia de los libelos incoatorios, con el objetivo de determinar qué 

actos se encuentran siendo sometidos a control de legalidad, para con ello, poder efectuar un 

análisis minucioso que llevara a considerar si era pertinente o no, suspender el proceso.  

 

Desafortunadamente con la nula información aportada, no es dable entrar a considerar la 

posibilidad de suspender el proceso, máxime que los efectos de la suspensión procesal 

peticionada generan un impacto inmediato en el trámite de este y, por tanto, podrían poner en 

riesgo la celeridad debida que las partes reclaman en los procesos judiciales.  

 

En esa medida, este Despacho considera que la solicitud de suspensión del proceso expuesta a 

través de un medio exceptivo, con fundamento en el numeral 1º de artículo 161 del Código 

General del Proceso no está llamada prosperar y será efectivamente negada. 

 

2 -. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y Ministerio de Justicia y del Derecho 

 

Bien, para resolver la excepción planteada, resulta procedente examinar el contenido de los 

decretos a través de los cuales se previeron las funciones y competencias del Ministerio de 

Hacienda y el Ministerio de Justicia como litisconsortes necesarios.  

 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Decreto 4712 de 2008 artículo 3º. 

Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Decreto 1427 del 29 de agosto de 2017. 

1. Participar en la definición y dirigir la ejecución 
de la política económica y fiscal del Estado. 
  
2. Coordinar con la Junta Directiva del Banco de 
la República las políticas gubernamentales en 
materia financiera, monetaria, crediticia, 
cambiaria y fiscal. 
  
3. Preparar, para ser sometidos a consideración 
del Congreso de la República, los proyectos de 
acto legislativo y ley, los proyectos de ley del 
Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto 
General de la Nación y en general los 
relacionados con las áreas de su competencia. 
  
4. Preparar los proyectos de decreto y expedir 
las resoluciones, circulares y demás actos 
administrativos de carácter general o 
particular, necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 
  
5. Cumplir las funciones y atender los servicios 
que le están asignados y dictar, en desarrollo 
de la ley y de los decretos respectivos, las 
normas necesarias para el efecto. 

1. Articular la formulación, adopción, 
ejecución y evaluación de la política pública 
del Sector Administrativo de Justicia y del 
Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama 
Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el 
desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar 
las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; 
gestión jurídica pública del derecho; ejercicio 
de la profesión de abogado; socialización de 
la información jurídica; justicia transicional y 
restaurativa; y las que faciliten el acceso a la 
justicia formal y a la alternativa, en el marco 
del mandato contenido en las normas 
vigentes, al igual que las de lucha contra las 
drogas ilícitas, lavado de activos, corrupción, 
crimen organizado, enriquecimiento ilícito, 
administración de bienes incautados y 
acciones de extinción de dominio. 
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6. Coordinar, dirigir y regular la administración 
y recaudación de los impuestos que administra 
la Unidad Administrativa Especial, Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de 
conformidad con la ley, la administración y 
recaudo de las rentas, tasas, contribuciones 
fiscales y parafiscales, multas nacionales y 
demás recursos fiscales, su contabilización y 
gasto. 
  
7. Preparar los proyectos para reglamentar el 
proceso de aforo, tasación y recaudo de los 
gravámenes arancelarios y los demás temas 
relacionados. 
  
8. Coordinar y preparar los proyectos para 
reglamentar la administración de los servicios 
aduaneros. 
  
 

4. Diseñar y coordinar las políticas para el 
ejercicio de la función jurisdiccional a cargo 
de autoridades administrativas y particulares, 
de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y 
proponer el mejoramiento de las mismas. 
 
5. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la 
política en materia criminal, carcelaria y 
penitenciaria, en la prevención del delito y las 
acciones contra la corrupción y la criminalidad 
organizada. 
 
6. Promover las normas legales y 
reglamentarias, la protección jurídica, 
garantía y restablecimiento de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, en 
coordinación con el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF -bajo los principios de 
interés superior, protección integral y 
enfoque diferencial, y las demás entidades 
competentes. 
 
7. Diseñar la política y promover los 
instrumentos aplicables dentro del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes, 
hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su 
finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
 
8. Participar en el diseño de las políticas 
relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
 

 

Pues bien, examinadas las funciones atrás referenciadas y los fundamentos fácticos de las 

demandas presentadas contra la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial-, que ocupan la atención del Despacho, no se logra evidenciar la relación jurídico – 

procesal por pasiva, que permita determinar que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y 

de Justicia y del Derecho, sean los sujetos llamados a responder por las pretensiones que son 

objeto de controversia.  

 

Tampoco se advierte, la participación real de las personas jurídicas vinculadas como 

litisconsortes necesarios, en los hechos, actos jurídicos o actos administrativos, que originaron 

la presentación de la demanda. Se considera que los Ministerios mencionados no tienen la 

legitimación material en la causa por pasiva, para poder responder por las pretensiones ni 

tampoco pueden esgrimir argumentos tendientes a defender la legalidad de los actos acusados, 

pues de ellos no se logra advertir que incidieran en su expedición o motivación.  

 

Ahora bien, refuerza aún más la tesis de este Despacho advertir, que, la entidad demandada 

citada en el libelo incoatorio, esto es la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, goza de personería jurídica propia, autonomía administrativa y, además 

expidió los actos acusados, por tanto, le asiste la competencia funcional para responder por las 

reclamaciones o pretensiones relacionadas con la aplicación del Decreto 383 de 2013.  
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Por lo antes expuesto se declara probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA planteada por el litisconsorte necesario Nación- Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho con relación al presente proceso.  

 

Esta declaratoria impone que no se examinen los restantes medios exceptivos planteados por 

los litisconsortes vinculados, quedando conformado el extremo pasivo de la Litis, únicamente 

por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración judicial, respecto de la cual 

se realizará el análisis de las excepciones planteadas, conforme las consideraciones 

subsiguientes: 

 

3. Integración del litisconsorcio necesario.  

 

La Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fundamenta este 

medio exceptivo indicando que, debe vincularse al presente asunto a la Nación – Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República, la Nación - Departamento Administrativo de la 

Función Pública y a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público ante la imposibilidad 

material de la demandada para reconocer el derecho reclamado. 

 

Pues bien, argumentos de similares características a las planteadas en precedencia, que 

sustentaron para despachar de forma favorable la excepción de falta de legitimación en la causa 

por pasiva, resultan aplicables en esta oportunidad para analizar la necesidad de conformar el 

litisconsorcio requerido por la parte demandada.  

 

En esa medida, se tiene que los actos administrativos cuya nulidad se discute, fueron proferidos 

por la Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, cuyo representante 

judicial conforme el numeral 8º de la Ley 270 de 1996 corresponde al Director Ejecutivo de 

Administración Judicial; por tanto, los actos enjuiciados, no generan una relación jurídica - 

material – única e indivisible que deba resolverse de manera uniforme tanto para la Nación - 

Rama Judicial como para la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, Nación -Departamento Administrativo de la Función Pública, y Nación - Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público; como quiera que, esos órganos de la administración no ostentan 

ninguna relación sustancial con los demandantes y no profirieron las decisiones acusadas, pues 

carecen de competencia para resolver peticiones como las reclamadas.  

 

En el hipotético caso de acceder a las pretensiones de la demanda, cuya consecuencia sería 

ordenar el pago de sumas dinerarias a favor de la parte demandante, sería la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la encargada de responder frente al pago 

de una eventual condena. 

 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, la excepción denominada “INTEGRACIÓN DEL LITIS 

CONSORCIO NECESARIO” planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial no está llamada a prosperar.  

 

Conforme con las consideraciones expuestas, y no existiendo actuación previa pendiente de 

resolver, este Despacho considera procedente, que una vez cobre firmeza el presente proveído 

se continúe el trámite del proceso, por lo que ordenará fijar fecha y hora, para llevar a cabo 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, atendiendo la obligación de utilizar las tecnologías de la 

información y de las comunicaciones, establecida en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020. 
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En mérito de lo expuesto, la suscrita Jueza del Juzgado Segundo Administrativo Transitorio de 

Bogotá - Sección Segunda -, 

RESUELVE: 

 

Primero. - Declarar probada la excepción previa de “Falta de legitimación en la causa por pasiva” 

planteada por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Nación - Ministerio de 

Justicia y del Derecho, conforme con la parte motiva de este proveído.  

 

Segundo. - Declarar terminado el presente proceso respecto de los litisconsortes necesarios 

vinculados al presente proceso, esto es, respecto de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, y ordenar que el único extremo de la 

litis esté conformado por la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, conforme con la parte motiva del presente auto.  

 

Tercero. - Declarar no probada la excepción de “Integración del litisconsorcio necesario” 

planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

conforme la parte motiva de este proveído.  

 

Cuarto. - Fijar fecha y hora para llevar a cabo, de manera concentrada, audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, para el día: 27 de noviembre de 2020, a las 2:30 p.m., en relación al expediente 

descrito en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Quinto. - Advertir a los apoderados de las partes, que el incumplimiento a la diligencia generará 

la aplicación de las sanciones previstas en el numeral 4º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.   

 

Las partes deberán ingresar el día y hora señalada a través del enlace de la plataforma “Lifesize, 

que informará el Despacho, previo a la diligencia. 

 

Sexto. - Reconocer personería a: la doctora CLAUDIA LORENA DUQUE SAMPER, identificada con 

la C.C. No. 1.014.219.631 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 264.044 del C.S.J., para 

actuar como apoderada judicial de la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, en los términos y para los efectos del poder y actos de delegación, 

obrantes a folios 105, 111-112 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Séptimo. - Reconocer personería al doctor JOSÉ HUMBERTO ALVARADO NIÑO, identificado con 

la C.C. No. 79.733.541 expedida en Bogotá y portador de la T.P. No. 142.273 del C.S.J., para actuar 

como apoderado judicial de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los términos 

y para los efectos del poder obrante a folio 201 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 74 del C.G.P. 

 

Octavo. - Reconocer personería a la doctora MARLENY ALVAREZ ALVAREZ, identificada con la 

C.C. No. 51.781.886 y T.P. No. 132.973 del C.S. de la J, para que actué como apoderada judicial de 

la Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos y para los efectos del poder 

obrante a folio 75, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Noveno. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente. 

 

Parte Dirección electrónica 

Parte demandante: Jackson Ignacio Castellanos 
Anaya 

ancasconsultoria@gmail.com 
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Parte demandada: Claudia Lorena Duque Samper 
 

cduques@deaj.ramajudicial.gov.co, 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  

Litisconsorte 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Ministerio de Justicia y del Derecho 

notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co  

Ministerio Público: Procurador 195 Judicial l para 
Asuntos Administrativos 
Mauricio Román Bustamante 

mroman@procuraduria.gov.co  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 
Jueza 
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CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON  

JUEZ  
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D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 

a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.) 

 

______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

mailto:cduques@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2018-00046-00 

Demandante: NATHALY PULIDO CASAS 

Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Litisconsortes:  NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y OTRO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

                                                                                                                                       Auto No. 610 

El Despacho avoca conocimiento del proceso en virtud de las competencias establecidas en los 

Acuerdos PCSJA 20-11482 del 30 de enero1 y PCSJA 20-11573 del 24 de junio de 20202 del Consejo 

Superior de la Judicatura, por lo que dispone continuar con el trámite o etapa subsiguiente 

conforme con la normativa procesal vigente.  

En esa medida, se tiene que, al asunto de la referencia le resultan aplicables las previsiones 

contempladas en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 

agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, como quiera que al tenor del 

artículo 624 del Código General del Proceso, las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad 

de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  

 

El articulado es del siguiente tenor literal: 

 

“Artículo 624.  Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así 
Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 
cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 
diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones.  
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de 

formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 
(Negrillas fuera de texto).  

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” 
2 “Por el cual se prorrogan las medidas transitorias adoptadas en el Acuerdo PCSJA 20-11482 del 30 de enero de 2020 en la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo” 
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En esa medida, examinado el expediente, encuentra el Despacho que la parte demandada y los 

litisconsortes necesarios presentaron escrito de contestación de demanda a través del cual 

además de oponerse a las pretensiones de esta, formularon diferentes medios exceptivos, que 

conforme el artículo 12 del Decreto 806 del 2020, deberán resolverse de forma preliminar.   

 

En efecto, el artículo en mención señala:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De 
las excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma 
regulada en el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en las excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 
102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere 
el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita 
a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones 
previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en 
la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados 
anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera 
instancia por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá 
el recurso apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de 
Estado se decidirá por el magistrado ponente y será suplicable”.  (Negrillas fuera de texto).  

 

Previo a resolver las excepciones planteadas, forzoso resulta aclarar a las partes, que en el 

presente asunto el traslado de las excepciones fue cumplido conforme el artículo 110 del Código 

General del Proceso en concordancia con el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo que, el requisito se 

encuentra efectivamente cumplido, antes de la entrada en vigor del Decreto 806 del 2020, lo que 

impone en consecuencia resolver las mismas, para determinar su procedencia o no.  

 

1. Excepciones propuestas por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

El apoderado judicial de la cartera ministerial planteó, los siguientes medios exceptivos en el 

escrito de contestación de la demanda. 

 

.- Cosa juzgada constitucional sobre la legalidad de pagos que no constituyen factor salarial.  

 

Considera que no resulta de recibo afirmar como se hace en la demanda que es ilegal o que 

constituya un indebido ejercicio de las competencias del Gobierno Nacional, establecer que la 

bonificación judicial del Decreto 383 de 2013 constituya únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud, por las 

razones que se han expuesto y por contar con pleno respaldo en las sentencias de la H. Corte 

Constitucional C-279 de 1996, y C-052 de 1992, del Magistrado Fabio Morón Díaz.  

 

Igualmente refiere que la prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, no tiene 

carácter salarial, esto es, no se toma como base para liquidar las prestaciones sociales, 

exceptuando cuando se trate de aportes a Pensión de Jubilación, para lo cual cita la sentencia 

del Consejo de Estado dictada el 19 de septiembre de 1996, C.P. Clara Forero de Castro. 
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-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Fundamenta la excepción en la necesidad de revisar por parte del juez del cumplimiento de los 

presupuestos procesales del medio de control respectivo, considerando que la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y activa se encuentren debidamente demostrados.  

 

Citando variados pronunciamientos del H. Consejo de Estado, considera que, en el caso del 

asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, pues los actos administrativos que se someten a control de 

jurisdiccionalidad no fueron expedidos por autoridades pertenecientes a ese organismo y por 

tanto no se encuentra obligado a defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo 

vínculo de ninguna naturaleza.  

 

Sostiene que, para que exista una eventual condena al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

es indispensable que los hechos que fundamentan las pretensiones hayan sido generados por la 

cartera ministerial y tal situación no se evidencia en el presente asunto, por lo que concluye que, 

se encuentra demostrado que se carece de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que 

no hubo injerencia en la producción ni de las decisiones demandadas, ni de los fundamentos 

fácticos que soportan las pretensiones del libelo incoatorio.  

 

Finalmente indica que de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda en el Decreto 4712 

del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público”, no se evidencia ninguna que pueda satisfacer las pretensiones reclamadas en 

vía jurisdiccional, por lo que es incuestionable que se carece de competencia para resolver lo 

pretendido por la parte actora.  

 

Solicita en consecuencia se desvincule, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del proceso.  

 

-. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones.  

 

Sostiene que las pretensiones relacionadas con la inconstitucionalidad del Decreto 383 de 2013, 

debieron ser resueltas a través de la vía del medio de control de simple nulidad y no de nulidad y 

restablecimiento del derecho, con lo que se determina que existe ineptitud de la demanda.  

 

Argumenta que no es posible que no es factible que el Decreto 383 de 2013 sea susceptible de 

control jurisdiccional por parte del Juez Administrativo, pues le correspondía la competencia al 

juez competente para resolver la nulidad simple del decreto referido.  

 

-. Pleito pendiente.  

 

Solicita que, se suspenda el presente proceso, hasta tanto no se resuelvan las demandas que 

cursan en el Consejo de Estado que se relacionan a continuación:  

 “ 

MEDIO 
DE 

CONTROL 

RADICADO DEL 
PROCESO 

AUTORIDAD QUE CONOCE MAGISTRADO 
PONENTE 

DEMANDANTE 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00398-00 
(4257-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Jaime de Jesús 
García León 
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NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00876-00 
(4008-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Jorge Iván 
Acuña Arrieta 

María Clara 
Espitia 
Ramírez 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00050-00 
(0163-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

Lianna Yaneth 
Laiton Díaz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-01072-00 
(3845-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Pedro 
Simón Vargas 
Saénz 

Mario William 
Hernández 
Muñoz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-01014-00 
(4562-2016) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Esperanza 
Beatriz Bonilla 
Lozano 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00021-00 
(0065-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

César Augusto 
Ortiz Perdomo 

      

2. Excepciones planteadas por la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho.  

 

-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva 

 

Argumenta la excepción al señalar que los actos administrativos no fueron expedidos por esa 

cartera ministerial y en que dentro de la competencia establecida por la ley a esta entidad,  no se 

encuentra la de resolver reclamaciones salariales de los empleados o  funcionarios de la Rama 

Judicial, máxime cuando, la entidad competente para defender la legalidad de los actos aquí 

acusados, es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, como quiera que de allí emanan 

las decisiones que se someten a control jurisdiccional aunado al hecho jurídico cierto de que  

cuenta con personería jurídica propia, para acudir al proceso. 

 

Trae en mención varios pronunciamientos del H. Consejo de Estado, para considerar que, en el 

presente asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del 

Ministerio de Justicia y del Derecho, toda vez que, los actos demandados no fueron expedidos 

por autoridades pertenecientes a ese organismo, de manera que, no se encuentra obligado a 

defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo vínculo de ninguna naturaleza.  

 

3. Excepciones planteadas por la Nación – Rama Judicial.  

 

-. Planteó una única excepción previa, denominada “Integración de Litis consorcio Necesario”, 

que sustentó de la siguiente forma:  

 

Considera que en el presente asunto no se encuentra debidamente conformado el litisconsorcio 

necesario, y por tanto debió en su momento, aplicarse por parte del Despacho el artículo 61 del 

Código General del Proceso, que establece la necesidad de vincular a la Nación – Presidencia de 

la República, Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, 

como entidades que, a su juicio, deben comparecer al proceso para que se resuelva de manera 

uniforme el proceso.  

 

Solicita en consecuencia que se integre el litisconsorcio necesario con el objetivo de ser 

vinculados al proceso.  

 

CONSIDERACIONES A LAS EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS PLANTEADAS  

 

1. Excepción de Pleito Pendiente.  
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En este aspecto, corresponde analizar previamente esta excepción atendiendo que de su 

fundamento se extrae que se refiere a una solicitud de prejudicialidad, que considera el 

apoderado debe aplicarse en el presente proceso.  

 

Examinado el Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 respecto a la suspensión del proceso, 
se consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 161 SUSPENSIÓN DEL PROCESO. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la 
sentencia, decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en “otro 

proceso judicial” que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como 
excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá 
porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la 
validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos 
hechos como excepción.  

 
 “Artículo 162. DECRETO DE LA SUSPENSIÓN Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del 
proceso resolver sobre la procedencia de la suspensión. La suspensión a que se refiere el numeral 
1 del artículo precedente solo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que 
la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar 
sentencia de segunda o de única instancia. La suspensión del proceso producirá los mismos 
efectos de la interrupción a partir de la ejecutoria del auto que la decrete. El curso de los 
incidentes no se afectará si la suspensión recae únicamente sobre el trámite principal”. (Negrillas 
fuera de texto).  
 
“Artículo 163 REANUDACIÓN DEL PROCESO. La suspensión del proceso por prejudicialidad durará 
hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia 
ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce 
dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a 
petición de parte, decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso. 
Vencido el término de la suspensión solicitada por las partes se reanudará de oficio el proceso. 
También se reanudará cuando las partes de común acuerdo lo soliciten. La suspensión del 
proceso ejecutivo por secuestro del ejecutado operará por el tiempo en que permanezca 
secuestrado más un periodo adicional igual a este. En todo caso la suspensión no podrá 
extenderse más allá del término de un (1) año contado a partir de la fecha en que el ejecutado 
recuperé su libertad”.  

 
En el presente asunto, advierte el Despacho, que se indicaron una serie de radicados a través de 

los cuales la parte demandada – La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público- quiere dar 

a conocer los procesos en los cuales versan pretensiones fundamentadas en que la bonificación 

judicial, sea solamente liquidada como factor salarial, para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, asunto que, a su juicio se discute en el presente 

medio de control.  

 

Sin embargo, tal referencia no constituye una verdadera prueba de la existencia de los mismos, 

pues si bien el Despacho puede realizar una consulta de los radicados en los distintos software 

de información o incluso en la página web de la Rama Judicial, tal situación, no permite evidenciar 

con claridad meridiana, la información concerniente a las pretensiones de las demandas, partes, 

estado de los procesos y en especial qué tipo de actos administrativos se encuentran siendo 

sometidos a control de legalidad a través del medio de control de nulidad simple.  

 

El aporte de la prueba, carga procesal que le corresponde asumir a quien solicita la declaratoria 

de prejudicialidad, para lograr la suspensión del proceso, no puede ser trasladada al Despacho 

Judicial donde cursa el mismo, pues tal labor, no le corresponde a éste.  Hubiese sido importante 

el aporte como mínimo de la copia de los libelos incoatorios, con el objetivo de determinar qué 
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actos se encuentran siendo sometidos a control de legalidad, para con ello, poder efectuar un 

análisis minucioso que llevara a considerar si era pertinente o no, suspender el proceso.  

 

Desafortunadamente con la nula información aportada, no es dable entrar a considerar la 

posibilidad de suspender el proceso, máxime que los efectos de la suspensión procesal 

peticionada generan un impacto inmediato en el trámite de este y, por tanto, podrían poner en 

riesgo la celeridad debida que las partes reclaman en los procesos judiciales.  

 

En esa medida, este Despacho considera que la solicitud de suspensión del proceso expuesta a 

través de un medio exceptivo, con fundamento en el numeral 1º de artículo 161 del Código 

General del Proceso no está llamada prosperar y será efectivamente negada. 

 

2 -. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y Ministerio de Justicia y del Derecho 

 

Bien, para resolver la excepción planteada, resulta procedente examinar el contenido de los 

decretos a través de los cuales se previeron las funciones y competencias del Ministerio de 

Hacienda y el Ministerio de Justicia como litisconsortes necesarios.  

 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Decreto 4712 de 2008 artículo 3º. 

Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Decreto 1427 del 29 de agosto de 2017. 

1. Participar en la definición y dirigir la ejecución 
de la política económica y fiscal del Estado. 
  
2. Coordinar con la Junta Directiva del Banco de 
la República las políticas gubernamentales en 
materia financiera, monetaria, crediticia, 
cambiaria y fiscal. 
  
3. Preparar, para ser sometidos a consideración 
del Congreso de la República, los proyectos de 
acto legislativo y ley, los proyectos de ley del 
Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto 
General de la Nación y en general los 
relacionados con las áreas de su competencia. 
  
4. Preparar los proyectos de decreto y expedir 
las resoluciones, circulares y demás actos 
administrativos de carácter general o 
particular, necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 
  
5. Cumplir las funciones y atender los servicios 
que le están asignados y dictar, en desarrollo 
de la ley y de los decretos respectivos, las 
normas necesarias para el efecto. 
  
6. Coordinar, dirigir y regular la administración 
y recaudación de los impuestos que administra 
la Unidad Administrativa Especial, Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de 
conformidad con la ley, la administración y 
recaudo de las rentas, tasas, contribuciones 
fiscales y parafiscales, multas nacionales y 

1. Articular la formulación, adopción, 
ejecución y evaluación de la política pública 
del Sector Administrativo de Justicia y del 
Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama 
Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el 
desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar 
las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; 
gestión jurídica pública del derecho; ejercicio 
de la profesión de abogado; socialización de 
la información jurídica; justicia transicional y 
restaurativa; y las que faciliten el acceso a la 
justicia formal y a la alternativa, en el marco 
del mandato contenido en las normas 
vigentes, al igual que las de lucha contra las 
drogas ilícitas, lavado de activos, corrupción, 
crimen organizado, enriquecimiento ilícito, 
administración de bienes incautados y 
acciones de extinción de dominio. 
 
4. Diseñar y coordinar las políticas para el 
ejercicio de la función jurisdiccional a cargo 
de autoridades administrativas y particulares, 
de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y 
proponer el mejoramiento de las mismas. 
 
5. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la 
política en materia criminal, carcelaria y 
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demás recursos fiscales, su contabilización y 
gasto. 
  
7. Preparar los proyectos para reglamentar el 
proceso de aforo, tasación y recaudo de los 
gravámenes arancelarios y los demás temas 
relacionados. 
  
8. Coordinar y preparar los proyectos para 
reglamentar la administración de los servicios 
aduaneros. 
  
 

penitenciaria, en la prevención del delito y las 
acciones contra la corrupción y la criminalidad 
organizada. 
 
6. Promover las normas legales y 
reglamentarias, la protección jurídica, 
garantía y restablecimiento de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, en 
coordinación con el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF -bajo los principios de 
interés superior, protección integral y 
enfoque diferencial, y las demás entidades 
competentes. 
 
7. Diseñar la política y promover los 
instrumentos aplicables dentro del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes, 
hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su 
finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
 
8. Participar en el diseño de las políticas 
relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
 

 

Pues bien, examinadas las funciones atrás referenciadas y los fundamentos fácticos de las 

demandas presentadas contra la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial-, que ocupan la atención del Despacho, no se logra evidenciar la relación jurídico – 

procesal por pasiva, que permita determinar que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y 

de Justicia y del Derecho, sean los sujetos llamados a responder por las pretensiones que son 

objeto de controversia.  

 

Tampoco se advierte, la participación real de las personas jurídicas vinculadas como 

litisconsortes necesarios, en los hechos, actos jurídicos o actos administrativos, que originaron 

la presentación de la demanda. Se considera que los Ministerios mencionados no tienen la 

legitimación material en la causa por pasiva, para poder responder por las pretensiones ni 

tampoco pueden esgrimir argumentos tendientes a defender la legalidad de los actos acusados, 

pues de ellos no se logra advertir que incidieran en su expedición o motivación.  

 

Ahora bien, refuerza aún más la tesis de este Despacho advertir, que, la entidad demandada 

citada en el libelo incoatorio, esto es la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, goza de personería jurídica propia, autonomía administrativa y, además 

expidió los actos acusados, por tanto, le asiste la competencia funcional para responder por las 

reclamaciones o pretensiones relacionadas con la aplicación del Decreto 383 de 2013.  

 

Por lo antes expuesto se declara probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA planteada por el litisconsorte necesario Nación- Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho con relación al presente proceso.  

 

Esta declaratoria impone que no se examinen los restantes medios exceptivos planteados por 

los litisconsortes vinculados, quedando conformado el extremo pasivo de la Litis, únicamente 

por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración judicial, respecto de la cual 
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se realizará el análisis de las excepciones planteadas, conforme las consideraciones 

subsiguientes: 

 

3. Integración del litisconsorcio necesario.  

 

La Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fundamenta este 

medio exceptivo indicando que, debe vincularse al presente asunto a la Nación – Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República, la Nación - Departamento Administrativo de la 

Función Pública y a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público ante la imposibilidad 

material de la demandada para reconocer el derecho reclamado. 

 

Pues bien, argumentos de similares características a las planteadas en precedencia, que 

sustentaron para despachar de forma favorable la excepción de falta de legitimación en la causa 

por pasiva, resultan aplicables en esta oportunidad para analizar la necesidad de conformar el 

litisconsorcio requerido por la parte demandada.  

 

En esa medida, se tiene que los actos administrativos cuya nulidad se discute, fueron proferidos 

por la Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, cuyo representante 

judicial conforme el numeral 8º de la Ley 270 de 1996 corresponde al Director Ejecutivo de 

Administración Judicial; por tanto, los actos enjuiciados, no generan una relación jurídica - 

material – única e indivisible que deba resolverse de manera uniforme tanto para la Nación - 

Rama Judicial como para la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, Nación -Departamento Administrativo de la Función Pública, y Nación - Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público; como quiera que, esos órganos de la administración no ostentan 

ninguna relación sustancial con los demandantes y no profirieron las decisiones acusadas, pues 

carecen de competencia para resolver peticiones como las reclamadas.  

 

En el hipotético caso de acceder a las pretensiones de la demanda, cuya consecuencia sería 

ordenar el pago de sumas dinerarias a favor de la parte demandante, sería la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la encargada de responder frente al pago 

de una eventual condena. 

 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, la excepción denominada “INTEGRACIÓN DEL LITIS 

CONSORCIO NECESARIO” planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial no está llamada a prosperar.  

 

Conforme con las consideraciones expuestas, y no existiendo actuación previa pendiente de 

resolver, este Despacho considera procedente, que una vez cobre firmeza el presente proveído 

se continúe el trámite del proceso, por lo que ordenará fijar fecha y hora, para llevar a cabo 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, atendiendo la obligación de utilizar las tecnologías de la 

información y de las comunicaciones, establecida en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020. 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Jueza del Juzgado Segundo Administrativo Transitorio de 

Bogotá - Sección Segunda -, 

RESUELVE: 

 

Primero. - Declarar probada la excepción previa de “Falta de legitimación en la causa por pasiva” 

planteada por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Nación - Ministerio de 

Justicia y del Derecho, conforme con la parte motiva de este proveído.  
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Segundo. - Declarar terminado el presente proceso respecto de los litisconsortes necesarios 

vinculados al presente proceso, esto es, respecto de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, y ordenar que el único extremo de la 

litis esté conformado por la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, conforme con la parte motiva del presente auto.  

 

Tercero. - Declarar no probada la excepción de “Integración del litisconsorcio necesario” 

planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

conforme la parte motiva de este proveído.  

 

Cuarto. - Fijar fecha y hora para llevar a cabo, de manera concentrada, audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, para el día: 27 de noviembre de 2020, a las 2:30 p.m., en relación al expediente 

descrito en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Quinto. - Advertir a los apoderados de las partes, que el incumplimiento a la diligencia generará 

la aplicación de las sanciones previstas en el numeral 4º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.   

 

Las partes deberán ingresar el día y hora señalada a través del enlace de la plataforma “Lifesize, 

que informará el Despacho, previo a la diligencia. 

 

Sexto. - Reconocer personería a la doctora ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, identificada 

con la C.C. No. 1.018.406.144 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 192.088 del C.S.J., 

para actuar como apoderada principal, y, a la doctora CLAUDIA LORENA DUQUE SAMPER, 

identificada con la C.C. No. 1.014.219.631 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 264.044 

del C.S.J., para que actúe como apoderada sustituta de la Nación – Rama Judicial – Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, en los términos y para los efectos de los poderes y actos de 

delegación, obrantes a folios 62-63 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 

del C.G.P. 

 

Séptimo. - Reconocer personería al doctor JAVIER SANCLEMENTE ARCINIEGAS , identificado con 

la C.C. No. 79.486.565 expedida en Bogotá y portador de la T.P. No. 81.166 del C.S.J., para actuar 

como apoderado judicial de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los términos 

y para los efectos del poder obrante a folio 94 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 74 del C.G.P. 

 

Octavo. - Reconocer personería a la doctora LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES, identificada con 

la C.C. No. 52.027.521 y T.P. No. 114.521 del C.S. de la J, para que actué como apoderada judicial de 

la Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos y para los efectos del poder 

obrante a folio 59, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Noveno. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente. 

 

Parte Dirección electrónica 

Parte demandante: Jackson Ignacio Castellanos 
Anaya 

ancasconsultoria@gmail.com 

Parte demandada: Claudia Lorena Duque Samper 
 

aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co 
cduques@deaj.ramajudicial.gov.co, 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  

Litisconsorte 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co  

mailto:aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:cduques@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
mailto:notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co
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Ministerio de Justicia y del Derecho 

Ministerio Público: Procurador 195 Judicial l para 
Asuntos Administrativos 
Mauricio Román Bustamante 

mroman@procuraduria.gov.co  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 
Jueza 

  
 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 412 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA 

D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

d74c5fad26b2c9f5ae92273fcd2fa3f016190b13e87ff6a888000ed7bb4a7d06 

Documento generado en 17/11/2020 10:30:15 a.m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

 
 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.) 

 

______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

mailto:mroman@procuraduria.gov.co


 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2018-00060-00 

Demandante: MARÍA CECILIA SAMPER MOYA 

Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Litisconsortes:  NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y OTRO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

                                                                                                                                       Auto No. 611 

El Despacho avoca conocimiento del proceso en virtud de las competencias establecidas en los 

Acuerdos PCSJA 20-11482 del 30 de enero1 y PCSJA 20-11573 del 24 de junio de 20202 del Consejo 

Superior de la Judicatura, por lo que dispone continuar con el trámite o etapa subsiguiente 

conforme con la normativa procesal vigente. 

En esa medida, se tiene que, al asunto de la referencia le resultan aplicables las previsiones 

contempladas en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 

agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, como quiera que al tenor del 

artículo 624 del Código General del Proceso, las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad 

de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  

 

El articulado es del siguiente tenor literal: 

 

“Artículo 624.  Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así 
Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 
cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 
diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones.  
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de 

formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 
(Negrillas fuera de texto).  

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” 
2 “Por el cual se prorrogan las medidas transitorias adoptadas en el Acuerdo PCSJA 20-11482 del 30 de enero de 2020 en la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo” 
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En esa medida, examinado el expediente, encuentra el Despacho que la parte demandada y los 

litisconsortes necesarios presentaron escrito de contestación de demanda a través del cual 

además de oponerse a las pretensiones de esta, formularon diferentes medios exceptivos, que 

conforme el artículo 12 del Decreto 806 del 2020, deberán resolverse de forma preliminar.   

 

En efecto, el artículo en mención señala:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De 
las excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma 
regulada en el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en las excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 
102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere 
el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita 
a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones 
previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en 
la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados 
anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera 
instancia por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá 
el recurso apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de 
Estado se decidirá por el magistrado ponente y será suplicable”.  (Negrillas fuera de texto).  

 

Previo a resolver las excepciones planteadas, forzoso resulta aclarar a las partes, que en el 

presente asunto el traslado de las excepciones fue cumplido conforme el artículo 110 del Código 

General del Proceso en concordancia con el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo que, el requisito se 

encuentra efectivamente cumplido, antes de la entrada en vigor del Decreto 806 del 2020, lo que 

impone en consecuencia resolver las mismas, para determinar su procedencia o no.  

 

1. Excepciones propuestas por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

El apoderado judicial de la cartera ministerial planteó, los siguientes medios exceptivos en el 

escrito de contestación de la demanda. 

 

.- Cosa juzgada constitucional sobre la legalidad de pagos que no constituyen factor salarial.  

 

Considera que no resulta de recibo afirmar como se hace en la demanda que es ilegal o que 

constituya un indebido ejercicio de las competencias del Gobierno Nacional, establecer que la 

bonificación judicial del Decreto 383 de 2013 constituya únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud, por las 

razones que se han expuesto y por contar con pleno respaldo en las sentencias de la H. Corte 

Constitucional C-279 de 1996, y C-052 de 1992, del Magistrado Fabio Morón Díaz.  

 

Igualmente refiere que la prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, no tiene 

carácter salarial, esto es, no se toma como base para liquidar las prestaciones sociales, 

exceptuando cuando se trate de aportes a Pensión de Jubilación, para lo cual cita la sentencia 

del Consejo de Estado dictada el 19 de septiembre de 1996, C.P. Clara Forero de Castro. 
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-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Fundamenta la excepción en la necesidad de revisar por parte del juez del cumplimiento de los 

presupuestos procesales del medio de control respectivo, considerando que la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y activa se encuentren debidamente demostrados.  

 

Citando variados pronunciamientos del H. Consejo de Estado, considera que, en el caso del 

asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, pues los actos administrativos que se someten a control de 

jurisdiccionalidad no fueron expedidos por autoridades pertenecientes a ese organismo y por 

tanto no se encuentra obligado a defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo 

vínculo de ninguna naturaleza.  

 

Sostiene que, para que exista una eventual condena al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

es indispensable que los hechos que fundamentan las pretensiones hayan sido generados por la 

cartera ministerial y tal situación no se evidencia en el presente asunto, por lo que concluye que, 

se encuentra demostrado que se carece de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que 

no hubo injerencia en la producción ni de las decisiones demandadas, ni de los fundamentos 

fácticos que soportan las pretensiones del libelo incoatorio.  

 

Finalmente indica que de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda en el Decreto 4712 

del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público”, no se evidencia ninguna que pueda satisfacer las pretensiones reclamadas en 

vía jurisdiccional, por lo que es incuestionable que se carece de competencia para resolver lo 

pretendido por la parte actora.  

 

Solicita en consecuencia se desvincule, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del proceso.  

 

-. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones.  

 

Sostiene que las pretensiones relacionadas con la inconstitucionalidad del Decreto 383 de 2013, 

debieron ser resueltas a través de la vía del medio de control de simple nulidad y no de nulidad y 

restablecimiento del derecho, con lo que se determina que existe ineptitud de la demanda.  

 

Argumenta que no es posible que no es factible que el Decreto 383 de 2013 sea susceptible de 

control jurisdiccional por parte del Juez Administrativo, pues le correspondía la competencia al 

juez competente para resolver la nulidad simple del decreto referido.  

 

-. Pleito pendiente.  

 

Solicita que, se suspenda el presente proceso, hasta tanto no se resuelvan las demandas que 

cursan en el Consejo de Estado que se relacionan a continuación:  

 “ 

MEDIO 
DE 

CONTROL 

RADICADO DEL 
PROCESO 

AUTORIDAD QUE CONOCE MAGISTRADO 
PONENTE 

DEMANDANTE 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00398-00 
(4257-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Jaime de Jesús 
García León 
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NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00876-00 
(4008-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Jorge Iván 
Acuña Arrieta 

María Clara 
Espitia 
Ramírez 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00050-00 
(0163-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

Lianna Yaneth 
Laiton Díaz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-01072-00 
(3845-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Pedro 
Simón Vargas 
Saénz 

Mario William 
Hernández 
Muñoz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-01014-00 
(4562-2016) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Esperanza 
Beatriz Bonilla 
Lozano 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00021-00 
(0065-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

César Augusto 
Ortiz Perdomo 

      

2. Excepciones planteadas por la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho.  

 

-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva 

 

Argumenta la excepción al señalar que los actos administrativos no fueron expedidos por esa 

cartera ministerial y en que dentro de la competencia establecida por la ley a esta entidad,  no se 

encuentra la de resolver reclamaciones salariales de los empleados o  funcionarios de la Rama 

Judicial, máxime cuando, la entidad competente para defender la legalidad de los actos aquí 

acusados, es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, como quiera que de allí emanan 

las decisiones que se someten a control jurisdiccional aunado al hecho jurídico cierto de que  

cuenta con personería jurídica propia, para acudir al proceso. 

 

Trae en mención varios pronunciamientos del H. Consejo de Estado, para considerar que, en el 

presente asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del 

Ministerio de Justicia y del Derecho, toda vez que, los actos demandados no fueron expedidos 

por autoridades pertenecientes a ese organismo, de manera que, no se encuentra obligado a 

defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo vínculo de ninguna naturaleza.  

 

3. Excepciones planteadas por la Nación – Rama Judicial.  

 

-. Planteó una única excepción previa, denominada “Integración de Litis consorcio Necesario”, 

que sustentó de la siguiente forma:  

 

Considera que en el presente asunto no se encuentra debidamente conformado el litisconsorcio 

necesario, y por tanto debió en su momento, aplicarse por parte del Despacho el artículo 61 del 

Código General del Proceso, que establece la necesidad de vincular a la Nación – Presidencia de 

la República, Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, 

como entidades que, a su juicio, deben comparecer al proceso para que se resuelva de manera 

uniforme el proceso.  

 

Solicita en consecuencia que se integre el litisconsorcio necesario con el objetivo de ser 

vinculados al proceso.  

 

CONSIDERACIONES A LAS EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS PLANTEADAS  

 

1. Excepción de Pleito Pendiente.  
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En este aspecto, corresponde analizar previamente esta excepción atendiendo que de su 

fundamento se extrae que se refiere a una solicitud de prejudicialidad, que considera el 

apoderado debe aplicarse en el presente proceso.  

 

Examinado el Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 respecto a la suspensión del proceso, 
se consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 161 SUSPENSIÓN DEL PROCESO. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la 
sentencia, decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en “otro 

proceso judicial” que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como 
excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá 
porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la 
validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos 
hechos como excepción.  

 
 “Artículo 162. DECRETO DE LA SUSPENSIÓN Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del 
proceso resolver sobre la procedencia de la suspensión. La suspensión a que se refiere el numeral 
1 del artículo precedente solo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que 
la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar 
sentencia de segunda o de única instancia. La suspensión del proceso producirá los mismos 
efectos de la interrupción a partir de la ejecutoria del auto que la decrete. El curso de los 
incidentes no se afectará si la suspensión recae únicamente sobre el trámite principal”. (Negrillas 
fuera de texto).  
 
“Artículo 163 REANUDACIÓN DEL PROCESO. La suspensión del proceso por prejudicialidad durará 
hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia 
ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce 
dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a 
petición de parte, decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso. 
Vencido el término de la suspensión solicitada por las partes se reanudará de oficio el proceso. 
También se reanudará cuando las partes de común acuerdo lo soliciten. La suspensión del 
proceso ejecutivo por secuestro del ejecutado operará por el tiempo en que permanezca 
secuestrado más un periodo adicional igual a este. En todo caso la suspensión no podrá 
extenderse más allá del término de un (1) año contado a partir de la fecha en que el ejecutado 
recuperé su libertad”.  

 
En el presente asunto, advierte el Despacho, que se indicaron una serie de radicados a través de 

los cuales la parte demandada – La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público- quiere dar 

a conocer los procesos en los cuales versan pretensiones fundamentadas en que la bonificación 

judicial, sea solamente liquidada como factor salarial, para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, asunto que, a su juicio se discute en el presente 

medio de control.  

 

Sin embargo, tal referencia no constituye una verdadera prueba de la existencia de los mismos, 

pues si bien el Despacho puede realizar una consulta de los radicados en los distintos software 

de información o incluso en la página web de la Rama Judicial, tal situación, no permite evidenciar 

con claridad meridiana, la información concerniente a las pretensiones de las demandas, partes, 

estado de los procesos y en especial qué tipo de actos administrativos se encuentran siendo 

sometidos a control de legalidad a través del medio de control de nulidad simple.  

 

El aporte de la prueba, carga procesal que le corresponde asumir a quien solicita la declaratoria 

de prejudicialidad, para lograr la suspensión del proceso, no puede ser trasladada al Despacho 

Judicial donde cursa el mismo, pues tal labor, no le corresponde a éste.  Hubiese sido importante 

el aporte como mínimo de la copia de los libelos incoatorios, con el objetivo de determinar qué 
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actos se encuentran siendo sometidos a control de legalidad, para con ello, poder efectuar un 

análisis minucioso que llevara a considerar si era pertinente o no, suspender el proceso.  

 

Desafortunadamente con la nula información aportada, no es dable entrar a considerar la 

posibilidad de suspender el proceso, máxime que los efectos de la suspensión procesal 

peticionada generan un impacto inmediato en el trámite de este y, por tanto, podrían poner en 

riesgo la celeridad debida que las partes reclaman en los procesos judiciales.  

 

En esa medida, este Despacho considera que la solicitud de suspensión del proceso expuesta a 

través de un medio exceptivo, con fundamento en el numeral 1º de artículo 161 del Código 

General del Proceso no está llamada prosperar y será efectivamente negada. 

 

2 -. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y Ministerio de Justicia y del Derecho 

 

Bien, para resolver la excepción planteada, resulta procedente examinar el contenido de los 

decretos a través de los cuales se previeron las funciones y competencias del Ministerio de 

Hacienda y el Ministerio de Justicia como litisconsortes necesarios.  

 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Decreto 4712 de 2008 artículo 3º. 

Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Decreto 1427 del 29 de agosto de 2017. 

1. Participar en la definición y dirigir la ejecución 
de la política económica y fiscal del Estado. 
  
2. Coordinar con la Junta Directiva del Banco de 
la República las políticas gubernamentales en 
materia financiera, monetaria, crediticia, 
cambiaria y fiscal. 
  
3. Preparar, para ser sometidos a consideración 
del Congreso de la República, los proyectos de 
acto legislativo y ley, los proyectos de ley del 
Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto 
General de la Nación y en general los 
relacionados con las áreas de su competencia. 
  
4. Preparar los proyectos de decreto y expedir 
las resoluciones, circulares y demás actos 
administrativos de carácter general o 
particular, necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 
  
5. Cumplir las funciones y atender los servicios 
que le están asignados y dictar, en desarrollo 
de la ley y de los decretos respectivos, las 
normas necesarias para el efecto. 
  
6. Coordinar, dirigir y regular la administración 
y recaudación de los impuestos que administra 
la Unidad Administrativa Especial, Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de 
conformidad con la ley, la administración y 
recaudo de las rentas, tasas, contribuciones 
fiscales y parafiscales, multas nacionales y 

1. Articular la formulación, adopción, 
ejecución y evaluación de la política pública 
del Sector Administrativo de Justicia y del 
Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama 
Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el 
desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar 
las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; 
gestión jurídica pública del derecho; ejercicio 
de la profesión de abogado; socialización de 
la información jurídica; justicia transicional y 
restaurativa; y las que faciliten el acceso a la 
justicia formal y a la alternativa, en el marco 
del mandato contenido en las normas 
vigentes, al igual que las de lucha contra las 
drogas ilícitas, lavado de activos, corrupción, 
crimen organizado, enriquecimiento ilícito, 
administración de bienes incautados y 
acciones de extinción de dominio. 
 
4. Diseñar y coordinar las políticas para el 
ejercicio de la función jurisdiccional a cargo 
de autoridades administrativas y particulares, 
de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y 
proponer el mejoramiento de las mismas. 
 
5. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la 
política en materia criminal, carcelaria y 
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demás recursos fiscales, su contabilización y 
gasto. 
  
7. Preparar los proyectos para reglamentar el 
proceso de aforo, tasación y recaudo de los 
gravámenes arancelarios y los demás temas 
relacionados. 
  
8. Coordinar y preparar los proyectos para 
reglamentar la administración de los servicios 
aduaneros. 
  
 

penitenciaria, en la prevención del delito y las 
acciones contra la corrupción y la criminalidad 
organizada. 
 
6. Promover las normas legales y 
reglamentarias, la protección jurídica, 
garantía y restablecimiento de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, en 
coordinación con el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF -bajo los principios de 
interés superior, protección integral y 
enfoque diferencial, y las demás entidades 
competentes. 
 
7. Diseñar la política y promover los 
instrumentos aplicables dentro del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes, 
hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su 
finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
 
8. Participar en el diseño de las políticas 
relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
 

 

Pues bien, examinadas las funciones atrás referenciadas y los fundamentos fácticos de las 

demandas presentadas contra la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial-, que ocupan la atención del Despacho, no se logra evidenciar la relación jurídico – 

procesal por pasiva, que permita determinar que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y 

de Justicia y del Derecho, sean los sujetos llamados a responder por las pretensiones que son 

objeto de controversia.  

 

Tampoco se advierte, la participación real de las personas jurídicas vinculadas como 

litisconsortes necesarios, en los hechos, actos jurídicos o actos administrativos, que originaron 

la presentación de la demanda. Se considera que los Ministerios mencionados no tienen la 

legitimación material en la causa por pasiva, para poder responder por las pretensiones ni 

tampoco pueden esgrimir argumentos tendientes a defender la legalidad de los actos acusados, 

pues de ellos no se logra advertir que incidieran en su expedición o motivación.  

 

Ahora bien, refuerza aún más la tesis de este Despacho advertir, que, la entidad demandada 

citada en el libelo incoatorio, esto es la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, goza de personería jurídica propia, autonomía administrativa y, además 

expidió los actos acusados, por tanto, le asiste la competencia funcional para responder por las 

reclamaciones o pretensiones relacionadas con la aplicación del Decreto 383 de 2013.  

 

Por lo antes expuesto se declara probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA planteada por el litisconsorte necesario Nación- Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho con relación al presente proceso.  

 

Esta declaratoria impone que no se examinen los restantes medios exceptivos planteados por 

los litisconsortes vinculados, quedando conformado el extremo pasivo de la Litis, únicamente 

por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración judicial, respecto de la cual 
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se realizará el análisis de las excepciones planteadas, conforme las consideraciones 

subsiguientes: 

 

3. Integración del litisconsorcio necesario.  

 

La Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fundamenta este 

medio exceptivo indicando que, debe vincularse al presente asunto a la Nación – Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República, la Nación - Departamento Administrativo de la 

Función Pública y a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público ante la imposibilidad 

material de la demandada para reconocer el derecho reclamado. 

 

Pues bien, argumentos de similares características a las planteadas en precedencia, que 

sustentaron para despachar de forma favorable la excepción de falta de legitimación en la causa 

por pasiva, resultan aplicables en esta oportunidad para analizar la necesidad de conformar el 

litisconsorcio requerido por la parte demandada.  

 

En esa medida, se tiene que los actos administrativos cuya nulidad se discute, fueron proferidos 

por la Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, cuyo representante 

judicial conforme el numeral 8º de la Ley 270 de 1996 corresponde al Director Ejecutivo de 

Administración Judicial; por tanto, los actos enjuiciados, no generan una relación jurídica - 

material – única e indivisible que deba resolverse de manera uniforme tanto para la Nación - 

Rama Judicial como para la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, Nación -Departamento Administrativo de la Función Pública, y Nación - Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público; como quiera que, esos órganos de la administración no ostentan 

ninguna relación sustancial con los demandantes y no profirieron las decisiones acusadas, pues 

carecen de competencia para resolver peticiones como las reclamadas.  

 

En el hipotético caso de acceder a las pretensiones de la demanda, cuya consecuencia sería 

ordenar el pago de sumas dinerarias a favor de la parte demandante, sería la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la encargada de responder frente al pago 

de una eventual condena. 

 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, la excepción denominada “INTEGRACIÓN DEL LITIS 

CONSORCIO NECESARIO” planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial no está llamada a prosperar.  

 

Conforme con las consideraciones expuestas, y no existiendo actuación previa pendiente de 

resolver, este Despacho considera procedente, que una vez cobre firmeza el presente proveído 

se continúe el trámite del proceso, por lo que ordenará fijar fecha y hora, para llevar a cabo 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, atendiendo la obligación de utilizar las tecnologías de la 

información y de las comunicaciones, establecida en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020. 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Jueza del Juzgado Segundo Administrativo Transitorio de 

Bogotá - Sección Segunda -, 

RESUELVE: 

 

Primero. - Declarar probada la excepción previa de “Falta de legitimación en la causa por pasiva” 

planteada por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Nación - Ministerio de 

Justicia y del Derecho, conforme con la parte motiva de este proveído.  
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Segundo. - Declarar terminado el presente proceso respecto de los litisconsortes necesarios 

vinculados al presente proceso, esto es, respecto de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, y ordenar que el único extremo de la 

litis esté conformado por la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, conforme con la parte motiva del presente auto.  

 

Tercero. - Declarar no probada la excepción de “Integración del litisconsorcio necesario” 

planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

conforme la parte motiva de este proveído.  

 

Cuarto. - Fijar fecha y hora para llevar a cabo, de manera concentrada, audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, para el día: 27 de noviembre de 2020, a las 2:30 p.m., en relación al expediente 

descrito en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Quinto. - Advertir a los apoderados de las partes, que el incumplimiento a la diligencia generará 

la aplicación de las sanciones previstas en el numeral 4º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.   

 

Las partes deberán ingresar el día y hora señalada a través del enlace de la plataforma “Lifesize, 

que informará el Despacho, previo a la diligencia. 

 

Sexto. - Reconocer personería a la doctora ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, identificada 

con la C.C. No. 1.018.406.144 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 192.088 del C.S.J., 

para actuar como apoderada principal, y, a la doctora CLAUDIA LORENA DUQUE SAMPER, 

identificada con la C.C. No. 1.014.219.631 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 264.044 

del C.S.J., para que actúe como apoderada sustituta de la Nación – Rama Judicial – Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, en los términos y para los efectos de los poderes y actos de 

delegación, obrantes a folios 100-101, 102-103 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 74 del C.G.P. 

 

Séptimo. - Reconocer personería al doctor JAVIER SANCLEMENTE ARCINIEGAS, identificado con 

la C.C. No. 79.486.565 expedida en Bogotá y portador de la T.P. No. 81.166 del C.S.J., para actuar 

como apoderado judicial de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los términos 

y para los efectos del poder obrante a folio 94 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 74 del C.G.P. 

 

Octavo. - Reconocer personería a la doctora LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES, identificada con 

la C.C. No. 52.027.521 y T.P. No. 114.521 del C.S. de la J, para que actué como apoderada judicial de 

la Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos y para los efectos del poder 

obrante a folio 89, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Noveno. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente. 

 

Parte Dirección electrónica 

Parte demandante: Daniel Ricardo Sánchez Torres danielsancheztorres@gmail.com 

Parte demandada: Claudia Lorena Duque Samper 
 

aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co 
cduques@deaj.ramajudicial.gov.co, 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  

Litisconsorte 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Ministerio de Justicia y del Derecho 

notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co  

mailto:aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:cduques@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
mailto:notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co
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Ministerio Público: Procurador 195 Judicial l para 
Asuntos Administrativos 
Mauricio Román Bustamante 

mroman@procuraduria.gov.co  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 
Jueza 

  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 412 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA 

D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

f81d44546477dc01bc215c8a74347601d0790cf03551593cd0640584219aecd1 

Documento generado en 17/11/2020 10:31:01 a.m. 

 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.) 

 

______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

mailto:mroman@procuraduria.gov.co
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2018-000523-00 

Demandante: KHEINY DULIN SANDOVAL VEGA 

Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Litisconsortes:  NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y OTRO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

                                                                                                                                       Auto No. 612 

El Despacho avoca conocimiento del proceso en virtud de las competencias establecidas en los 

Acuerdos PCSJA 20-11482 del 30 de enero1 y PCSJA 20-11573 del 24 de junio de 20202 del Consejo 

Superior de la Judicatura, por lo que dispone continuar con el trámite o etapa subsiguiente 

conforme con la normativa procesal vigente. 

En esa medida, se tiene que, al asunto de la referencia le resultan aplicables las previsiones 

contempladas en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 

agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, como quiera que al tenor del 

artículo 624 del Código General del Proceso, las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad 

de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  

 

El articulado es del siguiente tenor literal: 

 

“Artículo 624.  Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así 
Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 
cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 
diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones.  
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de 

formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 
(Negrillas fuera de texto).  

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” 
2 “Por el cual se prorrogan las medidas transitorias adoptadas en el Acuerdo PCSJA 20-11482 del 30 de enero de 2020 en la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo” 



Rad. 11001-33-35-025-2018-00523-00 

 

 

 

En esa medida, examinado el expediente, encuentra el Despacho que la parte demandada y los 

litisconsortes necesarios presentaron escrito de contestación de demanda a través del cual 

además de oponerse a las pretensiones de esta, formularon diferentes medios exceptivos, que 

conforme el artículo 12 del Decreto 806 del 2020, deberán resolverse de forma preliminar.   

 

En efecto, el artículo en mención señala:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De 
las excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma 
regulada en el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en las excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 
102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere 
el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita 
a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones 
previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en 
la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados 
anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera 
instancia por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá 
el recurso apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de 
Estado se decidirá por el magistrado ponente y será suplicable”.  (Negrillas fuera de texto).  

 

Previo a resolver las excepciones planteadas, forzoso resulta aclarar a las partes, que en el 

presente asunto el traslado de las excepciones fue cumplido conforme el artículo 110 del Código 

General del Proceso en concordancia con el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo que, el requisito se 

encuentra efectivamente cumplido, antes de la entrada en vigor del Decreto 806 del 2020, lo que 

impone en consecuencia resolver las mismas, para determinar su procedencia o no.  

 

1. Excepciones propuestas por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

El apoderado judicial de la cartera ministerial planteó, los siguientes medios exceptivos en el 

escrito de contestación de la demanda. 

 

.- Cosa juzgada constitucional sobre la legalidad de pagos que no constituyen factor salarial.  

 

Considera que no resulta de recibo afirmar como se hace en la demanda que es ilegal o que 

constituya un indebido ejercicio de las competencias del Gobierno Nacional, establecer que la 

bonificación judicial del Decreto 383 de 2013 constituya únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud, por las 

razones que se han expuesto y por contar con pleno respaldo en las sentencias de la H. Corte 

Constitucional C-279 de 1996, y C-052 de 1992, del Magistrado Fabio Morón Díaz.  

 

Igualmente refiere que la prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, no tiene 

carácter salarial, esto es, no se toma como base para liquidar las prestaciones sociales, 

exceptuando cuando se trate de aportes a Pensión de Jubilación, para lo cual cita la sentencia 

del Consejo de Estado dictada el 19 de septiembre de 1996, C.P. Clara Forero de Castro. 
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-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Fundamenta la excepción en la necesidad de revisar por parte del juez del cumplimiento de los 

presupuestos procesales del medio de control respectivo, considerando que la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y activa se encuentren debidamente demostrados.  

 

Citando variados pronunciamientos del H. Consejo de Estado, considera que, en el caso del 

asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, pues los actos administrativos que se someten a control de 

jurisdiccionalidad no fueron expedidos por autoridades pertenecientes a ese organismo y por 

tanto no se encuentra obligado a defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo 

vínculo de ninguna naturaleza.  

 

Sostiene que, para que exista una eventual condena al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

es indispensable que los hechos que fundamentan las pretensiones hayan sido generados por la 

cartera ministerial y tal situación no se evidencia en el presente asunto, por lo que concluye que, 

se encuentra demostrado que se carece de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que 

no hubo injerencia en la producción ni de las decisiones demandadas, ni de los fundamentos 

fácticos que soportan las pretensiones del libelo incoatorio.  

 

Finalmente indica que de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda en el Decreto 4712 

del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público”, no se evidencia ninguna que pueda satisfacer las pretensiones reclamadas en 

vía jurisdiccional, por lo que es incuestionable que se carece de competencia para resolver lo 

pretendido por la parte actora.  

 

Solicita en consecuencia se desvincule, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del proceso.  

 

-. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones.  

 

Sostiene que las pretensiones relacionadas con la inconstitucionalidad del Decreto 383 de 2013, 

debieron ser resueltas a través de la vía del medio de control de simple nulidad y no de nulidad y 

restablecimiento del derecho, con lo que se determina que existe ineptitud de la demanda.  

 

Argumenta que no es posible que no es factible que el Decreto 383 de 2013 sea susceptible de 

control jurisdiccional por parte del Juez Administrativo, pues le correspondía la competencia al 

juez competente para resolver la nulidad simple del decreto referido.  

 

-. Pleito pendiente.  

 

Solicita que, se suspenda el presente proceso, hasta tanto no se resuelvan las demandas que 

cursan en el Consejo de Estado que se relacionan a continuación:  

 “ 

MEDIO 
DE 

CONTROL 

RADICADO DEL 
PROCESO 

AUTORIDAD QUE CONOCE MAGISTRADO 
PONENTE 

DEMANDANTE 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00398-00 
(4257-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Jaime de Jesús 
García León 
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NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00876-00 
(4008-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Jorge Iván 
Acuña Arrieta 

María Clara 
Espitia 
Ramírez 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00050-00 
(0163-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

Lianna Yaneth 
Laiton Díaz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-01072-00 
(3845-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Pedro 
Simón Vargas 
Saénz 

Mario William 
Hernández 
Muñoz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-01014-00 
(4562-2016) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Esperanza 
Beatriz Bonilla 
Lozano 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00021-00 
(0065-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

César Augusto 
Ortiz Perdomo 

      

2. Excepciones planteadas por la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho.  

 

-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva 

 

Argumenta la excepción al señalar que los actos administrativos no fueron expedidos por esa 

cartera ministerial y en que dentro de la competencia establecida por la ley a esta entidad,  no se 

encuentra la de resolver reclamaciones salariales de los empleados o  funcionarios de la Rama 

Judicial, máxime cuando, la entidad competente para defender la legalidad de los actos aquí 

acusados, es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, como quiera que de allí emanan 

las decisiones que se someten a control jurisdiccional aunado al hecho jurídico cierto de que  

cuenta con personería jurídica propia, para acudir al proceso. 

 

Trae en mención varios pronunciamientos del H. Consejo de Estado, para considerar que, en el 

presente asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del 

Ministerio de Justicia y del Derecho, toda vez que, los actos demandados no fueron expedidos 

por autoridades pertenecientes a ese organismo, de manera que, no se encuentra obligado a 

defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo vínculo de ninguna naturaleza.  

 

3. Excepciones planteadas por la Nación – Rama Judicial.  

 

-. Planteó una única excepción previa, denominada “Integración de Litis consorcio Necesario”, 

que sustentó de la siguiente forma:  

 

Considera que en el presente asunto no se encuentra debidamente conformado el litisconsorcio 

necesario, y por tanto debió en su momento, aplicarse por parte del Despacho el artículo 61 del 

Código General del Proceso, que establece la necesidad de vincular a la Nación – Presidencia de 

la República, Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, 

como entidades que, a su juicio, deben comparecer al proceso para que se resuelva de manera 

uniforme el proceso.  

 

Solicita en consecuencia que se integre el litisconsorcio necesario con el objetivo de ser 

vinculados al proceso.  

 

CONSIDERACIONES A LAS EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS PLANTEADAS  

 

1. Excepción de Pleito Pendiente.  
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En este aspecto, corresponde analizar previamente esta excepción atendiendo que de su 

fundamento se extrae que se refiere a una solicitud de prejudicialidad, que considera el 

apoderado debe aplicarse en el presente proceso.  

 

Examinado el Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 respecto a la suspensión del proceso, 
se consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 161 SUSPENSIÓN DEL PROCESO. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la 
sentencia, decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en “otro 

proceso judicial” que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como 
excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá 
porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la 
validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos 
hechos como excepción.  

 
 “Artículo 162. DECRETO DE LA SUSPENSIÓN Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del 
proceso resolver sobre la procedencia de la suspensión. La suspensión a que se refiere el numeral 
1 del artículo precedente solo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que 
la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar 
sentencia de segunda o de única instancia. La suspensión del proceso producirá los mismos 
efectos de la interrupción a partir de la ejecutoria del auto que la decrete. El curso de los 
incidentes no se afectará si la suspensión recae únicamente sobre el trámite principal”. (Negrillas 
fuera de texto).  
 
“Artículo 163 REANUDACIÓN DEL PROCESO. La suspensión del proceso por prejudicialidad durará 
hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia 
ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce 
dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a 
petición de parte, decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso. 
Vencido el término de la suspensión solicitada por las partes se reanudará de oficio el proceso. 
También se reanudará cuando las partes de común acuerdo lo soliciten. La suspensión del 
proceso ejecutivo por secuestro del ejecutado operará por el tiempo en que permanezca 
secuestrado más un periodo adicional igual a este. En todo caso la suspensión no podrá 
extenderse más allá del término de un (1) año contado a partir de la fecha en que el ejecutado 
recuperé su libertad”.  

 
En el presente asunto, advierte el Despacho, que se indicaron una serie de radicados a través de 

los cuales la parte demandada – La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público- quiere dar 

a conocer los procesos en los cuales versan pretensiones fundamentadas en que la bonificación 

judicial, sea solamente liquidada como factor salarial, para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, asunto que, a su juicio se discute en el presente 

medio de control.  

 

Sin embargo, tal referencia no constituye una verdadera prueba de la existencia de los mismos, 

pues si bien el Despacho puede realizar una consulta de los radicados en los distintos software 

de información o incluso en la página web de la Rama Judicial, tal situación, no permite evidenciar 

con claridad meridiana, la información concerniente a las pretensiones de las demandas, partes, 

estado de los procesos y en especial qué tipo de actos administrativos se encuentran siendo 

sometidos a control de legalidad a través del medio de control de nulidad simple.  

 

El aporte de la prueba, carga procesal que le corresponde asumir a quien solicita la declaratoria 

de prejudicialidad, para lograr la suspensión del proceso, no puede ser trasladada al Despacho 

Judicial donde cursa el mismo, pues tal labor, no le corresponde a éste.  Hubiese sido importante 

el aporte como mínimo de la copia de los libelos incoatorios, con el objetivo de determinar qué 
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actos se encuentran siendo sometidos a control de legalidad, para con ello, poder efectuar un 

análisis minucioso que llevara a considerar si era pertinente o no, suspender el proceso.  

 

Desafortunadamente con la nula información aportada, no es dable entrar a considerar la 

posibilidad de suspender el proceso, máxime que los efectos de la suspensión procesal 

peticionada generan un impacto inmediato en el trámite de este y, por tanto, podrían poner en 

riesgo la celeridad debida que las partes reclaman en los procesos judiciales.  

 

En esa medida, este Despacho considera que la solicitud de suspensión del proceso expuesta a 

través de un medio exceptivo, con fundamento en el numeral 1º de artículo 161 del Código 

General del Proceso no está llamada prosperar y será efectivamente negada. 

 

2 -. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y Ministerio de Justicia y del Derecho 

 

Bien, para resolver la excepción planteada, resulta procedente examinar el contenido de los 

decretos a través de los cuales se previeron las funciones y competencias del Ministerio de 

Hacienda y el Ministerio de Justicia como litisconsortes necesarios.  

 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Decreto 4712 de 2008 artículo 3º. 

Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Decreto 1427 del 29 de agosto de 2017. 

1. Participar en la definición y dirigir la ejecución 
de la política económica y fiscal del Estado. 
  
2. Coordinar con la Junta Directiva del Banco de 
la República las políticas gubernamentales en 
materia financiera, monetaria, crediticia, 
cambiaria y fiscal. 
  
3. Preparar, para ser sometidos a consideración 
del Congreso de la República, los proyectos de 
acto legislativo y ley, los proyectos de ley del 
Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto 
General de la Nación y en general los 
relacionados con las áreas de su competencia. 
  
4. Preparar los proyectos de decreto y expedir 
las resoluciones, circulares y demás actos 
administrativos de carácter general o 
particular, necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 
  
5. Cumplir las funciones y atender los servicios 
que le están asignados y dictar, en desarrollo 
de la ley y de los decretos respectivos, las 
normas necesarias para el efecto. 
  
6. Coordinar, dirigir y regular la administración 
y recaudación de los impuestos que administra 
la Unidad Administrativa Especial, Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de 
conformidad con la ley, la administración y 
recaudo de las rentas, tasas, contribuciones 
fiscales y parafiscales, multas nacionales y 

1. Articular la formulación, adopción, 
ejecución y evaluación de la política pública 
del Sector Administrativo de Justicia y del 
Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama 
Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el 
desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar 
las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; 
gestión jurídica pública del derecho; ejercicio 
de la profesión de abogado; socialización de 
la información jurídica; justicia transicional y 
restaurativa; y las que faciliten el acceso a la 
justicia formal y a la alternativa, en el marco 
del mandato contenido en las normas 
vigentes, al igual que las de lucha contra las 
drogas ilícitas, lavado de activos, corrupción, 
crimen organizado, enriquecimiento ilícito, 
administración de bienes incautados y 
acciones de extinción de dominio. 
 
4. Diseñar y coordinar las políticas para el 
ejercicio de la función jurisdiccional a cargo 
de autoridades administrativas y particulares, 
de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y 
proponer el mejoramiento de las mismas. 
 
5. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la 
política en materia criminal, carcelaria y 
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demás recursos fiscales, su contabilización y 
gasto. 
  
7. Preparar los proyectos para reglamentar el 
proceso de aforo, tasación y recaudo de los 
gravámenes arancelarios y los demás temas 
relacionados. 
  
8. Coordinar y preparar los proyectos para 
reglamentar la administración de los servicios 
aduaneros. 
  
 

penitenciaria, en la prevención del delito y las 
acciones contra la corrupción y la criminalidad 
organizada. 
 
6. Promover las normas legales y 
reglamentarias, la protección jurídica, 
garantía y restablecimiento de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, en 
coordinación con el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF -bajo los principios de 
interés superior, protección integral y 
enfoque diferencial, y las demás entidades 
competentes. 
 
7. Diseñar la política y promover los 
instrumentos aplicables dentro del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes, 
hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su 
finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
 
8. Participar en el diseño de las políticas 
relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
 

 

Pues bien, examinadas las funciones atrás referenciadas y los fundamentos fácticos de las 

demandas presentadas contra la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial-, que ocupan la atención del Despacho, no se logra evidenciar la relación jurídico – 

procesal por pasiva, que permita determinar que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y 

de Justicia y del Derecho, sean los sujetos llamados a responder por las pretensiones que son 

objeto de controversia.  

 

Tampoco se advierte, la participación real de las personas jurídicas vinculadas como 

litisconsortes necesarios, en los hechos, actos jurídicos o actos administrativos, que originaron 

la presentación de la demanda. Se considera que los Ministerios mencionados no tienen la 

legitimación material en la causa por pasiva, para poder responder por las pretensiones ni 

tampoco pueden esgrimir argumentos tendientes a defender la legalidad de los actos acusados, 

pues de ellos no se logra advertir que incidieran en su expedición o motivación.  

 

Ahora bien, refuerza aún más la tesis de este Despacho advertir, que, la entidad demandada 

citada en el libelo incoatorio, esto es la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, goza de personería jurídica propia, autonomía administrativa y, además 

expidió los actos acusados, por tanto, le asiste la competencia funcional para responder por las 

reclamaciones o pretensiones relacionadas con la aplicación del Decreto 383 de 2013.  

 

Por lo antes expuesto se declara probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA planteada por el litisconsorte necesario Nación- Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho con relación al presente proceso.  

 

Esta declaratoria impone que no se examinen los restantes medios exceptivos planteados por 

los litisconsortes vinculados, quedando conformado el extremo pasivo de la Litis, únicamente 

por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración judicial, respecto de la cual 
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se realizará el análisis de las excepciones planteadas, conforme las consideraciones 

subsiguientes: 

 

3. Integración del litisconsorcio necesario.  

 

La Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fundamenta este 

medio exceptivo indicando que, debe vincularse al presente asunto a la Nación – Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República, la Nación - Departamento Administrativo de la 

Función Pública y a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público ante la imposibilidad 

material de la demandada para reconocer el derecho reclamado. 

 

Pues bien, argumentos de similares características a las planteadas en precedencia, que 

sustentaron para despachar de forma favorable la excepción de falta de legitimación en la causa 

por pasiva, resultan aplicables en esta oportunidad para analizar la necesidad de conformar el 

litisconsorcio requerido por la parte demandada.  

 

En esa medida, se tiene que los actos administrativos cuya nulidad se discute, fueron proferidos 

por la Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, cuyo representante 

judicial conforme el numeral 8º de la Ley 270 de 1996 corresponde al Director Ejecutivo de 

Administración Judicial; por tanto, los actos enjuiciados, no generan una relación jurídica - 

material – única e indivisible que deba resolverse de manera uniforme tanto para la Nación - 

Rama Judicial como para la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, Nación -Departamento Administrativo de la Función Pública, y Nación - Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público; como quiera que, esos órganos de la administración no ostentan 

ninguna relación sustancial con los demandantes y no profirieron las decisiones acusadas, pues 

carecen de competencia para resolver peticiones como las reclamadas.  

 

En el hipotético caso de acceder a las pretensiones de la demanda, cuya consecuencia sería 

ordenar el pago de sumas dinerarias a favor de la parte demandante, sería la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la encargada de responder frente al pago 

de una eventual condena. 

 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, la excepción denominada “INTEGRACIÓN DEL LITIS 

CONSORCIO NECESARIO” planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial no está llamada a prosperar.  

 

Conforme con las consideraciones expuestas, y no existiendo actuación previa pendiente de 

resolver, este Despacho considera procedente, que una vez cobre firmeza el presente proveído 

se continúe el trámite del proceso, por lo que ordenará fijar fecha y hora, para llevar a cabo 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, atendiendo la obligación de utilizar las tecnologías de la 

información y de las comunicaciones, establecida en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020. 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Jueza del Juzgado Segundo Administrativo Transitorio de 

Bogotá - Sección Segunda -, 

RESUELVE: 

 

Primero. - Declarar probada la excepción previa de “Falta de legitimación en la causa por pasiva” 

planteada por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Nación - Ministerio de 

Justicia y del Derecho, conforme con la parte motiva de este proveído.  
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Segundo. - Declarar terminado el presente proceso respecto de los litisconsortes necesarios 

vinculados al presente proceso, esto es, respecto de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, y ordenar que el único extremo de la 

litis esté conformado por la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, conforme con la parte motiva del presente auto.  

 

Tercero. - Declarar no probada la excepción de “Integración del litisconsorcio necesario” 

planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

conforme la parte motiva de este proveído.  

 

Cuarto. - Fijar fecha y hora para llevar a cabo, de manera concentrada, audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, para el día: 27 de noviembre de 2020, a las 2:30 p.m., en relación al expediente 

descrito en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Quinto. - Advertir a los apoderados de las partes, que el incumplimiento a la diligencia generará 

la aplicación de las sanciones previstas en el numeral 4º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.   

 

Las partes deberán ingresar el día y hora señalada a través del enlace de la plataforma “Lifesize, 

que informará el Despacho, previo a la diligencia. 

 

Sexto. - Reconocer personería a la doctora ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, identificada 

con la C.C. No. 1.018.406.144 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 192.088 del C.S.J., 

para actuar como apoderada principal, y, a la doctora CLAUDIA LORENA DUQUE SAMPER, 

identificada con la C.C. No. 1.014.219.631 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 264.044 

del C.S.J., para que actúe como apoderada sustituta de la Nación – Rama Judicial – Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, en los términos y para los efectos de los poderes y actos de 

delegación, obrantes a folios 69-70, 71-72 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 

74 del C.G.P. 

 

Séptimo. - Reconocer personería al doctor CAMILO ANDRÉS VÁSQUEZ GONZÁLEZ, identificado 

con la C.C. No. 1.049.604.304 expedida en Tunja y portador de la T.P. No. 213.136 del C.S.J., para 

actuar como apoderado judicial de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los 

términos y para los efectos del poder obrante a folio 99 del expediente, de acuerdo a lo 

dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Octavo. - Reconocer personería a la doctora LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES, identificada con 

la C.C. No. 52.027.521 y T.P. No. 114.521 del C.S. de la J, para que actué como apoderada judicial de 

la Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos y para los efectos del poder 

obrante a folio 65, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Noveno. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente. 

 

Parte Dirección electrónica 

Parte demandante: Daniel Ricardo Sánchez Torres danielsancheztorres@gmail.com 

Parte demandada: Claudia Lorena Duque Samper 
 

aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co 
cduques@deaj.ramajudicial.gov.co, 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  

Litisconsorte 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Ministerio de Justicia y del Derecho 

notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co  

mailto:aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:cduques@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
mailto:notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co
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Ministerio Público: Procurador 195 Judicial l para 
Asuntos Administrativos 
Mauricio Román Bustamante 

mroman@procuraduria.gov.co  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

Jueza 
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JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.) 

 

______________________________________ 

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA 

SECRETARIO 

mailto:mroman@procuraduria.gov.co
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2019-00092-00 

Demandante: ARIANA PATRICIA CHAPARRO GUZMÁN 

Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Litisconsortes:  NACIÓN – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y OTRO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

                                                                                                                                       Auto No. 613 

El Despacho avoca conocimiento del proceso en virtud de las competencias establecidas en los 

Acuerdos PCSJA 20-11482 del 30 de enero1 y PCSJA 20-11573 del 24 de junio de 20202 del Consejo 

Superior de la Judicatura, por lo que dispone continuar con el trámite o etapa subsiguiente 

conforme con la normativa procesal vigente. 

En esa medida, se tiene que, al asunto de la referencia le resultan aplicables las previsiones 

contempladas en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 

agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 

marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, como quiera que al tenor del 

artículo 624 del Código General del Proceso, las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad 

de los juicios, prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.  

 

El articulado es del siguiente tenor literal: 

 

“Artículo 624.  Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así 
Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las 
anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los 
incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes 
cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o 
diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones.  
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de 

formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 
(Negrillas fuera de texto).  

 

 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” 
2 “Por el cual se prorrogan las medidas transitorias adoptadas en el Acuerdo PCSJA 20-11482 del 30 de enero de 2020 en la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo” 
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En esa medida, examinado el expediente, encuentra el Despacho que la parte demandada y los 

litisconsortes necesarios presentaron escrito de contestación de demanda a través del cual 

además de oponerse a las pretensiones de esta, formularon diferentes medios exceptivos, que 

conforme el artículo 12 del Decreto 806 del 2020, deberán resolverse de forma preliminar.   

 

En efecto, el artículo en mención señala:  

 

“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De 
las excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma 
regulada en el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en las excepciones previas.  
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 
102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere 
el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita 
a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones 
previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en 
la causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados 
anteriormente.  
 
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera 
instancia por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá 
el recurso apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de 
Estado se decidirá por el magistrado ponente y será suplicable”.  (Negrillas fuera de texto).  

 

Previo a resolver las excepciones planteadas, forzoso resulta aclarar a las partes, que en el 

presente asunto el traslado de las excepciones fue cumplido conforme el artículo 110 del Código 

General del Proceso en concordancia con el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo que, el requisito se 

encuentra efectivamente cumplido, antes de la entrada en vigor del Decreto 806 del 2020, lo que 

impone en consecuencia resolver las mismas, para determinar su procedencia o no.  

 

1. Excepciones propuestas por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

El apoderado judicial de la cartera ministerial planteó, los siguientes medios exceptivos en el 

escrito de contestación de la demanda. 

 

.- Cosa juzgada constitucional sobre la legalidad de pagos que no constituyen factor salarial.  

 

Considera que no resulta de recibo afirmar como se hace en la demanda que es ilegal o que 

constituya un indebido ejercicio de las competencias del Gobierno Nacional, establecer que la 

bonificación judicial del Decreto 383 de 2013 constituya únicamente factor salarial para la base 

de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema de Seguridad Social en Salud, por las 

razones que se han expuesto y por contar con pleno respaldo en las sentencias de la H. Corte 

Constitucional C-279 de 1996, y C-052 de 1992, del Magistrado Fabio Morón Díaz.  

 

Igualmente refiere que la prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, no tiene 

carácter salarial, esto es, no se toma como base para liquidar las prestaciones sociales, 

exceptuando cuando se trate de aportes a Pensión de Jubilación, para lo cual cita la sentencia 

del Consejo de Estado dictada el 19 de septiembre de 1996, C.P. Clara Forero de Castro. 
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-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Fundamenta la excepción en la necesidad de revisar por parte del juez del cumplimiento de los 

presupuestos procesales del medio de control respectivo, considerando que la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y activa se encuentren debidamente demostrados.  

 

Citando variados pronunciamientos del H. Consejo de Estado, considera que, en el caso del 

asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, pues los actos administrativos que se someten a control de 

jurisdiccionalidad no fueron expedidos por autoridades pertenecientes a ese organismo y por 

tanto no se encuentra obligado a defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo 

vínculo de ninguna naturaleza.  

 

Sostiene que, para que exista una eventual condena al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

es indispensable que los hechos que fundamentan las pretensiones hayan sido generados por la 

cartera ministerial y tal situación no se evidencia en el presente asunto, por lo que concluye que, 

se encuentra demostrado que se carece de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que 

no hubo injerencia en la producción ni de las decisiones demandadas, ni de los fundamentos 

fácticos que soportan las pretensiones del libelo incoatorio.  

 

Finalmente indica que de las funciones asignadas al Ministerio de Hacienda en el Decreto 4712 

del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público”, no se evidencia ninguna que pueda satisfacer las pretensiones reclamadas en 

vía jurisdiccional, por lo que es incuestionable que se carece de competencia para resolver lo 

pretendido por la parte actora.  

 

Solicita en consecuencia se desvincule, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del proceso.  

 

-. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones.  

 

Sostiene que las pretensiones relacionadas con la inconstitucionalidad del Decreto 383 de 2013, 

debieron ser resueltas a través de la vía del medio de control de simple nulidad y no de nulidad y 

restablecimiento del derecho, con lo que se determina que existe ineptitud de la demanda.  

 

Argumenta que no es posible que no es factible que el Decreto 383 de 2013 sea susceptible de 

control jurisdiccional por parte del Juez Administrativo, pues le correspondía la competencia al 

juez competente para resolver la nulidad simple del decreto referido.  

 

-. Pleito pendiente.  

 

Solicita que, se suspenda el presente proceso, hasta tanto no se resuelvan las demandas que 

cursan en el Consejo de Estado que se relacionan a continuación:  

 “ 

MEDIO 
DE 

CONTROL 

RADICADO DEL 
PROCESO 

AUTORIDAD QUE CONOCE MAGISTRADO 
PONENTE 

DEMANDANTE 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00398-00 
(4257-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Jaime de Jesús 
García León 
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NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-00876-00 
(4008-16) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Jorge Iván 
Acuña Arrieta 

María Clara 
Espitia 
Ramírez 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00050-00 
(0163-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

Lianna Yaneth 
Laiton Díaz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-01072-00 
(3845-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Pedro 
Simón Vargas 
Saénz 

Mario William 
Hernández 
Muñoz 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2016-01014-00 
(4562-2016) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Carlos 
Mario Izasa 
Serrano 

Esperanza 
Beatriz Bonilla 
Lozano 

NULIDAD 
SIMPLE 

11001-03-02-000-
2018-00021-00 
(0065-2018) 

Sección Segunda – Sala de lo 
Contencioso Administrativo –
Consejo de Estado 

Dr. Henry 
Joya Pineda 

César Augusto 
Ortiz Perdomo 

      

2. Excepciones planteadas por la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho.  

 

-. Falta de legitimación material en la causa por pasiva 

 

Argumenta la excepción al señalar que los actos administrativos no fueron expedidos por esa 

cartera ministerial y en que dentro de la competencia establecida por la ley a esta entidad,  no se 

encuentra la de resolver reclamaciones salariales de los empleados o  funcionarios de la Rama 

Judicial, máxime cuando, la entidad competente para defender la legalidad de los actos aquí 

acusados, es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, como quiera que de allí emanan 

las decisiones que se someten a control jurisdiccional aunado al hecho jurídico cierto de que  

cuenta con personería jurídica propia, para acudir al proceso. 

 

Trae en mención varios pronunciamientos del H. Consejo de Estado, para considerar que, en el 

presente asunto, no se encuentra demostrada la legitimación en la causa por pasiva del 

Ministerio de Justicia y del Derecho, toda vez que, los actos demandados no fueron expedidos 

por autoridades pertenecientes a ese organismo, de manera que, no se encuentra obligado a 

defender la legalidad de decisiones respecto de las que no tuvo vínculo de ninguna naturaleza.  

 

3. Excepciones planteadas por la Nación – Rama Judicial.  

 

-. Planteó una única excepción previa, denominada “Integración de Litis consorcio Necesario”, 

que sustentó de la siguiente forma:  

 

Considera que en el presente asunto no se encuentra debidamente conformado el litisconsorcio 

necesario, y por tanto debió en su momento, aplicarse por parte del Despacho el artículo 61 del 

Código General del Proceso, que establece la necesidad de vincular a la Nación – Presidencia de 

la República, Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, 

como entidades que, a su juicio, deben comparecer al proceso para que se resuelva de manera 

uniforme el proceso.  

 

Solicita en consecuencia que se integre el litisconsorcio necesario con el objetivo de ser 

vinculados al proceso.  

 

CONSIDERACIONES A LAS EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS PLANTEADAS  

 

1. Excepción de Pleito Pendiente.  
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En este aspecto, corresponde analizar previamente esta excepción atendiendo que de su 

fundamento se extrae que se refiere a una solicitud de prejudicialidad, que considera el 

apoderado debe aplicarse en el presente proceso.  

 

Examinado el Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012 respecto a la suspensión del proceso, 
se consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 161 SUSPENSIÓN DEL PROCESO. El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la 
sentencia, decretará la suspensión del proceso en los siguientes casos:  
 
1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en “otro 

proceso judicial” que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como 
excepción o mediante demanda de reconvención. El proceso ejecutivo no se suspenderá 
porque exista un proceso declarativo iniciado antes o después de aquel, que verse sobre la 
validez o la autenticidad del título ejecutivo, si en este es procedente alegar los mismos 
hechos como excepción.  

 
 “Artículo 162. DECRETO DE LA SUSPENSIÓN Y SUS EFECTOS. Corresponderá al juez que conoce del 
proceso resolver sobre la procedencia de la suspensión. La suspensión a que se refiere el numeral 
1 del artículo precedente solo se decretará mediante la prueba de la existencia del proceso que 
la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar 
sentencia de segunda o de única instancia. La suspensión del proceso producirá los mismos 
efectos de la interrupción a partir de la ejecutoria del auto que la decrete. El curso de los 
incidentes no se afectará si la suspensión recae únicamente sobre el trámite principal”. (Negrillas 
fuera de texto).  
 
“Artículo 163 REANUDACIÓN DEL PROCESO. La suspensión del proceso por prejudicialidad durará 
hasta que el juez decrete su reanudación, para lo cual deberá presentarse copia de la providencia 
ejecutoriada que puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se aduce 
dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la suspensión, el juez de oficio o a 
petición de parte, decretará la reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso. 
Vencido el término de la suspensión solicitada por las partes se reanudará de oficio el proceso. 
También se reanudará cuando las partes de común acuerdo lo soliciten. La suspensión del 
proceso ejecutivo por secuestro del ejecutado operará por el tiempo en que permanezca 
secuestrado más un periodo adicional igual a este. En todo caso la suspensión no podrá 
extenderse más allá del término de un (1) año contado a partir de la fecha en que el ejecutado 
recuperé su libertad”.  

 
En el presente asunto, advierte el Despacho, que se indicaron una serie de radicados a través de 

los cuales la parte demandada – La Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público- quiere dar 

a conocer los procesos en los cuales versan pretensiones fundamentadas en que la bonificación 

judicial, sea solamente liquidada como factor salarial, para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, asunto que, a su juicio se discute en el presente 

medio de control.  

 

Sin embargo, tal referencia no constituye una verdadera prueba de la existencia de los mismos, 

pues si bien el Despacho puede realizar una consulta de los radicados en los distintos software 

de información o incluso en la página web de la Rama Judicial, tal situación, no permite evidenciar 

con claridad meridiana, la información concerniente a las pretensiones de las demandas, partes, 

estado de los procesos y en especial qué tipo de actos administrativos se encuentran siendo 

sometidos a control de legalidad a través del medio de control de nulidad simple.  

 

El aporte de la prueba, carga procesal que le corresponde asumir a quien solicita la declaratoria 

de prejudicialidad, para lograr la suspensión del proceso, no puede ser trasladada al Despacho 

Judicial donde cursa el mismo, pues tal labor, no le corresponde a éste.  Hubiese sido importante 

el aporte como mínimo de la copia de los libelos incoatorios, con el objetivo de determinar qué 
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actos se encuentran siendo sometidos a control de legalidad, para con ello, poder efectuar un 

análisis minucioso que llevara a considerar si era pertinente o no, suspender el proceso.  

 

Desafortunadamente con la nula información aportada, no es dable entrar a considerar la 

posibilidad de suspender el proceso, máxime que los efectos de la suspensión procesal 

peticionada generan un impacto inmediato en el trámite de este y, por tanto, podrían poner en 

riesgo la celeridad debida que las partes reclaman en los procesos judiciales.  

 

En esa medida, este Despacho considera que la solicitud de suspensión del proceso expuesta a 

través de un medio exceptivo, con fundamento en el numeral 1º de artículo 161 del Código 

General del Proceso no está llamada prosperar y será efectivamente negada. 

 

2 -. Falta de legitimación material en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y Ministerio de Justicia y del Derecho 

 

Bien, para resolver la excepción planteada, resulta procedente examinar el contenido de los 

decretos a través de los cuales se previeron las funciones y competencias del Ministerio de 

Hacienda y el Ministerio de Justicia como litisconsortes necesarios.  

 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Decreto 4712 de 2008 artículo 3º. 

Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Decreto 1427 del 29 de agosto de 2017. 

1. Participar en la definición y dirigir la ejecución 
de la política económica y fiscal del Estado. 
  
2. Coordinar con la Junta Directiva del Banco de 
la República las políticas gubernamentales en 
materia financiera, monetaria, crediticia, 
cambiaria y fiscal. 
  
3. Preparar, para ser sometidos a consideración 
del Congreso de la República, los proyectos de 
acto legislativo y ley, los proyectos de ley del 
Plan Nacional de Desarrollo, del Presupuesto 
General de la Nación y en general los 
relacionados con las áreas de su competencia. 
  
4. Preparar los proyectos de decreto y expedir 
las resoluciones, circulares y demás actos 
administrativos de carácter general o 
particular, necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 
  
5. Cumplir las funciones y atender los servicios 
que le están asignados y dictar, en desarrollo 
de la ley y de los decretos respectivos, las 
normas necesarias para el efecto. 
  
6. Coordinar, dirigir y regular la administración 
y recaudación de los impuestos que administra 
la Unidad Administrativa Especial, Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; y regular de 
conformidad con la ley, la administración y 
recaudo de las rentas, tasas, contribuciones 
fiscales y parafiscales, multas nacionales y 

1. Articular la formulación, adopción, 
ejecución y evaluación de la política pública 
del Sector Administrativo de Justicia y del 
Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama 
Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el 
desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar 
las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; 
gestión jurídica pública del derecho; ejercicio 
de la profesión de abogado; socialización de 
la información jurídica; justicia transicional y 
restaurativa; y las que faciliten el acceso a la 
justicia formal y a la alternativa, en el marco 
del mandato contenido en las normas 
vigentes, al igual que las de lucha contra las 
drogas ilícitas, lavado de activos, corrupción, 
crimen organizado, enriquecimiento ilícito, 
administración de bienes incautados y 
acciones de extinción de dominio. 
 
4. Diseñar y coordinar las políticas para el 
ejercicio de la función jurisdiccional a cargo 
de autoridades administrativas y particulares, 
de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y 
proponer el mejoramiento de las mismas. 
 
5. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la 
política en materia criminal, carcelaria y 
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demás recursos fiscales, su contabilización y 
gasto. 
  
7. Preparar los proyectos para reglamentar el 
proceso de aforo, tasación y recaudo de los 
gravámenes arancelarios y los demás temas 
relacionados. 
  
8. Coordinar y preparar los proyectos para 
reglamentar la administración de los servicios 
aduaneros. 
  
 

penitenciaria, en la prevención del delito y las 
acciones contra la corrupción y la criminalidad 
organizada. 
 
6. Promover las normas legales y 
reglamentarias, la protección jurídica, 
garantía y restablecimiento de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, en 
coordinación con el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar -ICBF -bajo los principios de 
interés superior, protección integral y 
enfoque diferencial, y las demás entidades 
competentes. 
 
7. Diseñar la política y promover los 
instrumentos aplicables dentro del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes, 
hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su 
finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
 
8. Participar en el diseño de las políticas 
relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
 

 

Pues bien, examinadas las funciones atrás referenciadas y los fundamentos fácticos de las 

demandas presentadas contra la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial-, que ocupan la atención del Despacho, no se logra evidenciar la relación jurídico – 

procesal por pasiva, que permita determinar que los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y 

de Justicia y del Derecho, sean los sujetos llamados a responder por las pretensiones que son 

objeto de controversia.  

 

Tampoco se advierte, la participación real de las personas jurídicas vinculadas como 

litisconsortes necesarios, en los hechos, actos jurídicos o actos administrativos, que originaron 

la presentación de la demanda. Se considera que los Ministerios mencionados no tienen la 

legitimación material en la causa por pasiva, para poder responder por las pretensiones ni 

tampoco pueden esgrimir argumentos tendientes a defender la legalidad de los actos acusados, 

pues de ellos no se logra advertir que incidieran en su expedición o motivación.  

 

Ahora bien, refuerza aún más la tesis de este Despacho advertir, que, la entidad demandada 

citada en el libelo incoatorio, esto es la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, goza de personería jurídica propia, autonomía administrativa y, además 

expidió los actos acusados, por tanto, le asiste la competencia funcional para responder por las 

reclamaciones o pretensiones relacionadas con la aplicación del Decreto 383 de 2013.  

 

Por lo antes expuesto se declara probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA planteada por el litisconsorte necesario Nación- Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público y Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho con relación al presente proceso.  

 

Esta declaratoria impone que no se examinen los restantes medios exceptivos planteados por 

los litisconsortes vinculados, quedando conformado el extremo pasivo de la Litis, únicamente 

por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración judicial, respecto de la cual 
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se realizará el análisis de las excepciones planteadas, conforme las consideraciones 

subsiguientes: 

 

3. Integración del litisconsorcio necesario.  

 

La Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fundamenta este 

medio exceptivo indicando que, debe vincularse al presente asunto a la Nación – Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República, la Nación - Departamento Administrativo de la 

Función Pública y a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público ante la imposibilidad 

material de la demandada para reconocer el derecho reclamado. 

 

Pues bien, argumentos de similares características a las planteadas en precedencia, que 

sustentaron para despachar de forma favorable la excepción de falta de legitimación en la causa 

por pasiva, resultan aplicables en esta oportunidad para analizar la necesidad de conformar el 

litisconsorcio requerido por la parte demandada.  

 

En esa medida, se tiene que los actos administrativos cuya nulidad se discute, fueron proferidos 

por la Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, cuyo representante 

judicial conforme el numeral 8º de la Ley 270 de 1996 corresponde al Director Ejecutivo de 

Administración Judicial; por tanto, los actos enjuiciados, no generan una relación jurídica - 

material – única e indivisible que deba resolverse de manera uniforme tanto para la Nación - 

Rama Judicial como para la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, Nación -Departamento Administrativo de la Función Pública, y Nación - Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público; como quiera que, esos órganos de la administración no ostentan 

ninguna relación sustancial con los demandantes y no profirieron las decisiones acusadas, pues 

carecen de competencia para resolver peticiones como las reclamadas.  

 

En el hipotético caso de acceder a las pretensiones de la demanda, cuya consecuencia sería 

ordenar el pago de sumas dinerarias a favor de la parte demandante, sería la Nación – Rama 

Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la encargada de responder frente al pago 

de una eventual condena. 

 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, la excepción denominada “INTEGRACIÓN DEL LITIS 

CONSORCIO NECESARIO” planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial no está llamada a prosperar.  

 

Conforme con las consideraciones expuestas, y no existiendo actuación previa pendiente de 

resolver, este Despacho considera procedente, que una vez cobre firmeza el presente proveído 

se continúe el trámite del proceso, por lo que ordenará fijar fecha y hora, para llevar a cabo 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, atendiendo la obligación de utilizar las tecnologías de la 

información y de las comunicaciones, establecida en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020. 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Jueza del Juzgado Segundo Administrativo Transitorio de 

Bogotá - Sección Segunda -, 

RESUELVE: 

 

Primero. - Declarar probada la excepción previa de “Falta de legitimación en la causa por pasiva” 

planteada por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Nación - Ministerio de 

Justicia y del Derecho, conforme con la parte motiva de este proveído.  
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Segundo. - Declarar terminado el presente proceso respecto de los litisconsortes necesarios 

vinculados al presente proceso, esto es, respecto de la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público y la Nación - Ministerio de Justicia y del Derecho, y ordenar que el único extremo de la 

litis esté conformado por la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial, conforme con la parte motiva del presente auto.  

 

Tercero. - Declarar no probada la excepción de “Integración del litisconsorcio necesario” 

planteada por la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

conforme la parte motiva de este proveído.  

 

Cuarto. - Fijar fecha y hora para llevar a cabo, de manera concentrada, audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, para el día: 27 de noviembre de 2020, a las 2:30 p.m., en relación al expediente 

descrito en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Quinto. - Advertir a los apoderados de las partes, que el incumplimiento a la diligencia generará 

la aplicación de las sanciones previstas en el numeral 4º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.   

 

Las partes deberán ingresar el día y hora señalada a través del enlace de la plataforma “Lifesize, 

que informará el Despacho, previo a la diligencia. 

 

Sexto. - Reconocer personería a la doctora ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, identificada 

con la C.C. No. 1.018.406.144 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 192.088 del C.S.J., 

para actuar como apoderada principal, y, a la doctora CLAUDIA LORENA DUQUE SAMPER, 

identificada con la C.C. No. 1.014.219.631 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. No. 264.044 

del C.S.J., para que actúe como apoderada sustituta de la Nación – Rama Judicial – Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, en los términos y para los efectos de los poderes y actos de 

delegación, obrantes a folios 189-190, 191-192 del expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 74 del C.G.P. 

 

Séptimo. - Reconocer personería al doctor JAVIER SANCLEMENTE ARCINIEGAS, identificado con 

la C.C. No. 79.486.565 expedida en Bogotá y portador de la T.P. No. 81.166 del C.S.J., para actuar 

como apoderado judicial de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en los términos 

y para los efectos de la Resolución 0928 del 27 de marzo de 2019 obrante a folio 160-161 del 

expediente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Octavo. - Reconocer personería a la doctora MARLENY ALVAREZ ALVAREZ, identificada con la 

C.C. No. 51.781.886 y T.P. No. 132.973 del C.S. de la J, para que actué como apoderada judicial de 

la Nación – Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos y para los efectos del poder 

obrante a folio 177, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 del C.G.P. 

 

Noveno. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente. 

 

Parte Dirección electrónica 

Parte demandante: Yolanda Leonor García Gil yoligar70@gmail.com 

Parte demandada: Claudia Lorena Duque Samper 
 

aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co 
cduques@deaj.ramajudicial.gov.co, 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  

Litisconsorte 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Ministerio de Justicia y del Derecho 

notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co  

mailto:aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:cduques@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
mailto:notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co


Rad. 11001-33-35-025-2019-00092-00 

 

 

 

Ministerio Público: Procurador 195 Judicial l para 
Asuntos Administrativos 
Mauricio Román Bustamante 

mroman@procuraduria.gov.co  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

Jueza 
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CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHON  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 412 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA 

D.C.,        

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

af5ff1de54ef2d155bdd7a7d276bb7c2572d22e5d8471cf4815fd7233d8af2a8 

Documento generado en 17/11/2020 10:32:59 a.m. 

 

 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2020, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.) 
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SECRETARIO 
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JUZGADO SEGUNDO (02) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ –  

SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Radicación:        11-001-33-25-025-2014-00589-00 

Demandante:          MARGARITA QUIROZ RODRIGUEZ 

Demandado:        LA NACIÓN – FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN 

Medio de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

                                                                                                                                   A U T O No. 581

   

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición presentado por la apoderada judicial de la 

parte demandada, contra la decisión adoptada en la audiencia virtual realizada el primero de 

octubre de 2020, que declaró desierto el recurso de apelación interpuesto oportunamente, por el 

extremo demandado contra la sentencia de primera instancia proferida el 10 de diciembre de 2019. 

Sustentación del recurso 
 

Argumenta la recurrente que mediante correo electrónico recibido el día 22 de septiembre de 2020, 

el juzgado 25 Administrativo de Bogotá, le notificó el auto que fijó fecha y hora para llevar a cabo la  

audiencia de conciliación post fallo, citada para el día primero de octubre de 2020, a las 10:00 a.m., 

en el cual, de la misma manera, se le informó el enlace para ingresar a la plataforma virtual 

establecida para ello: https://call.lifesizecloud.com/4795088. 

 

Destacó que, para la agendada audiencia procedió a sustituir el mandato a ella conferido, al doctor 

Andrés Felipe Zuleta, documento que fue enviado, junto con el Acta emitida por el Comité de 

Defensa Judicial de la entidad que representa, el día 30 de septiembre de 2020, a través del canal 

electrónico correscanta@cendoj.ramajudicial.gov.co, dirigido al Juzgado 25 Administrativo de 

Bogotá. 

 

Explicó, que en la fecha y hora señalados en la providencia notificada, el apoderado sustituto 

ingresó al enlace suministrado en la providencia que fijó la fecha y hora 

(https://call.lifesizecloud.com/4795088), sin embargo, advirtió ser el único participante en la sala 

virtual, y luego de la espera prudencial, procedió a abandonar el sitio virtual, para enseguida 

consultar la página de información de la Rama Judicial, donde advirtió que la hora de la audiencia 

fue modificada y fijada para el mismo día a las 3:30 p.m., procediendo a acudir en dicha hora, a través 

del mismo enlace indicado inicialmente, donde constató nuevamente, la ausencia de quienes 

debían estar presentes en la diligencia. 

Destacó que, tanto el apoderado sustituto como la recurrente, no fueron informados acerca del 

cambio alguno de enlace para ingresar a la audiencia virtual agendada para el día primero de 

octubre de 2020, a las 3:30 p.m. 

https://call.lifesizecloud.com/4795088
mailto:correscanta@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://call.lifesizecloud.com/4795088
http://www.google.com.co/imgres?imgurl=http://1.bp.blogspot.com/-ebAh7yqRhGQ/UK7hFAOsthI/AAAAAAAADmc/-TXHrWxzn4E/s1600/Escudo+de+Colombia+Duque.jpg&imgrefurl=http://protocolocomentarios.blogspot.com/2012/11/el-escudo-de-colombia-convertido-en.html&h=1292&w=1200&sz=907&tbnid=2BZzNKUcKbMmjM:&tbnh=86&tbnw=80&prev=/search?q=ESCUDO+COLOMBIA&tbm=isch&tbo=u&zoom=1&q=ESCUDO+COLOMBIA&usg=__M2KyFrz_Qh8IkGUBug_243biLVY=&hl=es-419&sa=X&ei=Jwv4UOWPGoyu8QTV9YGYDQ&ved=0CCEQ9QEwAg
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Finalmente explicó que, finalizada la audiencia virtual, fue informada por parte de la doctora 

Angélica María Liñan, que previo a la realización de la audiencia, fue informada del siguiente enlace 

para la audiencia que se llevaría a cabo el día primero de octubre de 2020 a las 3:30 p.m.,  

https://call.lifesizecloud.com/5603810, y al considerar que se trataba de un proceso asignado a ella, 

acudió a la diligencia, donde, en desarrollo de la misma, advirtió que no tenía poder para actuar. 

Por lo anterior, solicitó reponer la decisión que declaró desierto el recurso de apelación, por cuanto 

no fue informada oportunamente del cambio de enlace para acudir a la citada diligencia, por lo que 

insiste en que se fije nueva fecha y hora para realizar la audiencia de conciliación post fallo. 

 

Traslado del recurso  

 

El Juzgado 25 Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, fijó en lista el recurso horizontal, 

con fecha 19 de octubre del 2020, el cual venció el 22 de octubre del mismo año.  

 

El extremo no recurrente, alegó que no le fue remitido por parte de la vocera judicial de la parte 

demandada, el escrito de censura al momento de impetrarlo, e indicó que la decisión proferida en 

la audiencia realizada el primero de octubre de 2020, es ajustada a derecho, toda vez que se dio 

aplicación a las consecuencias previstas en el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, cuando la parte 

recurrente no asiste a la audiencia de conciliación post fallo. Finalmente solicitó rechazar por 

improcedente el recurso de reposición. 

CONSIDERACIONES 

 

Como quiera que el recurso es procedente y fue interpuesto oportunamente, el Despacho destaca 

que la finalidad de este está encaminada a obtener del juzgador que dictó la providencia, que esta 

sea revocada, modificada o confirmada, por lo que entra a analizar si le asiste razón a la recurrente, 

o si por el contrario la decisión adoptada deberá mantenerse en su integridad. 

En el caso bajo análisis, se tiene que mediante auto adiado el 21 de septiembre de 2020 se fijó fecha 

y hora para llevar a cabo audiencia de que trata el inciso 4º del artículo 192 del C.P.A.C.A., para el día 

primero de octubre de 2020, a las 10:00 a.m. 

En la anotada providencia, se anotó el enlace para ingresar a la plataforma denominada “Lifesize”: 

https://call.lifesizecloud.com/4795088, el cual había sido asignado para el desarrollo de varias 

audiencias virtuales anteriores, por parte de los ingenieros designados por la Rama Judicial. 

Vale anotar que, el Área de Tecnología de la Rama Judicial, dispuso asignar, a partir del primero de 

octubre de 2020, enlaces diferentes para cada una de las audiencias agendadas por este Despacho, 

y para la citada audiencia se asignó el enlace https://call.lifesizecloud.com/5603810, el cual fue 

enviado, de manera errada por este Juzgado, a la doctora Angélica María Liñán Guzmán, quien 

funge como apoderada judicial en varios procesos que se tramitan contra de la Fiscalía General de 

la Nación, razón por la cual el enlace dado a conocer en la providencia del 21 de septiembre de 2020 

que fijó la fecha para la audiencia del 1º de octubre de 2020, ya no sería el utilizado para el desarrollo 

de la misma. 

Adicionalmente, para la fecha señalada, estaba en curso el “Encuentro de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo”, actividad que transcurrió entre el 28 de septiembre al 1º de octubre 

de 2020 en el horario de 8:00 a.m. a 2:00 p.m., siendo otorgada comisión de servicios a titular del 

Despacho para participar de éste. Todo lo cual, exigió reprogramación de las audiencias agendadas 

para las horas de la mañana, por lo que se dispuso llevarlas a cabo el mismo día en horario de la 

tarde. 

https://call.lifesizecloud.com/5603810
https://call.lifesizecloud.com/4795088
https://call.lifesizecloud.com/5603810
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La anterior disposición fue dada a conocer a los apoderados de las partes, a través de constancia 

secretarial mediante anotación en el sistema de información de la Rama Judicial –Siglo XXI, además 

de acudir a los abonados telefónicos registrados en cada expediente, por cuanto se advirtió que no 

era viable proferir auto para informar la nueva hora, teniendo en cuenta que la providencia no 

alcanzaría su ejecutoria para antes de la fecha ya fijada (primero de octubre de 2020). Esta situación 

fue informada a la doctora Angélica María Liñán Guzmán, al no hallar registro en el expediente del 

abonado telefónico de la doctora Yaribel García Sánchez, aquí recurrente.  

Es así como, a la diligencia compareció la doctora Angélica María Liñán Guzmán, a quien se le 

requirió para que acreditara el poder de sustitución, quien no acreditó el derecho de postulación, 

razón por la cual, no fue tenida en cuenta para representar judicialmente a la entidad demandada. 

Así las cosas, al momento de realizar la audiencia virtual, se omitió revisar la correspondencia 

enviada el 30 de septiembre de 2020 con destino al presente proceso, donde se hallaba el poder de 

sustitución que fuera otorgado por la apoderada judicial reconocida de la parte demandada, 

doctora Yaribel García Sánchez, al doctor Andrés Felipe Zuleta Suárez, para que actuara como 

apoderado sustituto; memorial que fue enviado al correo de correspondencia 

(correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co), con destino al Juzgado 25 Administrativo, mismo que 

fue remitido al canal electrónico de este Juzgado, por parte del Juzgado de origen, así mismo, se 

constató que el enlace asignado para la anotada diligencia no fue dado a conocer a la apoderada 

judicial reconocida en radicado de la referencia. 

Analizado el presente asunto, y al advertir la existencia de yerros involuntarios que impidieron la 

comparecencia del profesional del derecho en representación de la parte demandada, a la audiencia 

fijada para el día primero de octubre de 2020 a las 10:00 a.m. reprogramada para las 3:30 p.m. del 

mismo día, se evidencia que le asiste razón a la apoderada recurrente. 

Por lo anterior, en aplicación a los principios de igualdad y debido proceso, se reponen la decisiones 

adoptadas en la audiencia virtual realizada el primero de octubre de 2020, donde se declaró desierto 

el recurso de apelación presentado y sustentado oportunamente por la apoderada de la Fiscalía 

General de la Nación, contra la sentencia proferida el 10 de diciembre de 2019 que accedió a las 

pretensiones de la demanda, para en consecuencia, fijar fecha y hora para llevar a cabo audiencia 

virtual de que trata el inciso 4º del artículo 192 de la Ley 1437 de 2011. 

Atendiendo lo expuesto en precedencia, el Despacho dispone: 

Primero: REPONER el auto proferido en la audiencia virtual realizada el primero de octubre de 2020, 

a las 3:30 p.m., conforme las razones expuestas en la presente providencia.  

Segundo. Fijar fecha y hora para el trámite de la Audiencia de Conciliación de que trata el inciso 4º 

del artículo 192 del C.P.A.C.A., para el día 24 de noviembre de 2020, a las 9:00 a.m.  

Tercero. - Notifíquese la providencia con el uso de las tecnologías de la información, a las cuentas 

de correo que aparecen registradas en el expediente.  

 

Parte Dirección electrónica 

Demandante: Esther Elena Mercado Jaraba mercado_esther@hotmail.com 

 

Demandada: Yaribel García Sánchez yaribel.garcia@fiscalia.gov.co  

notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co,  

@fiscalia.gov.co 

 

 

 

 

 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.c
mailto:yaribel.garcia@fiscalia.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:dpaezr@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:dpaezr@deaj.ramajudicial.gov.co
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

CLAUDIA PATRICIA ALVARADO PACHÓN 

  Jueza  
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